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Uruguay, Colombia y México, han
avanzado los últimos años en diseñar e
implementar políticas públicas destinadas
a la reducción de disparidades territoriales
y a la búsqueda de la igualdad de acceso a
oportunidades de desarrollo en las zonas
más rezagadas de los territorios.

El intercambio de experiencias y
conocimientos metodológicos sobre estos
procesos constituye un ejemplo de
cooperación Sur­Sur, que puede aportar a
la problematización de los desafíos
pendientes en los tres países.

La Oficina de Planeamiento y Presupuesto
de Uruguay, la Secretaría de Desarrollo
Agrario, Territorial y Urbano de México y
el Departamento Nacional de Planeación
presentan en forma conjunta en el 2018 la
propuesta “Políticas Públicas y Equidad
Territorial en América Latina” al fondo de
cooperación Sur Sur México­ Uruguay

El proyecto propuso generar e
intercambiar conocimiento como insumo
para el diseño, implementación y
evaluación de políticas públicas destinadas
a la equidad territorial en América Latina.

Para hacer factible este propósito, propuso
conocer e intercambiar experiencias de
políticas públicas que se encuentran en
implementación, destinadas a la reducción
de brechas territoriales a nivel de América
Latina. Además, contribuir al diseño,
implementación y evaluación específica de
políticas públicas que están siendo
implementados por las instituciones
postulantes de Uruguay, Colombia y
México orientadas a la equidad territorial y
por último sistematizar y difundir
información sobre programas de equidad
territorial en América Latina y diseño de
plan de sostenibilidad

El presente trabajo tiene como objetivo
aportar técnicamente al diseño,
implementación y evaluación de las
políticas públicas destinadas a la equidad
territorial en América Latina, a través del
análisis y sistematización de políticas de
desarrollo en la región. La publicación
contiene un capítulo destinado al caso
colombiano, otro al caso mexicano y uno al
caso uruguayo. Además, expone
conclusiones generales y recomendaciones
para cada caso y de tipo general,
orientadas a la reducción de las
desigualdades territoriales.



Desde el siglo XIX, la constitución histórica
de la administración moderna ha dado a lo
local un lugar periférico en aquellas
distinciones identitarias básicas a través de
los cuales ha pretendido configurar su
espacio de actuación: la oposición
“central/local”, así como otras asociadas a
ella, (general / particular, concepción/
ejecución) ha sido parte del discurso que el
universo burocrático ha emitido sobre sí
mismo. En él se expresa una pretendida
superioridad técnica y ética del polo central
o nacional sobre el componente local del
par opositivo mencionado (Bourdieu,
2001).

Ese lugar inferior conferido a lo local en el
juego de distinciones identitarias estatales
ha ido conformando las reglas que pautan

las relaciones entre los actores, sus espacios
de actuación, sus jerarquías, los valores a
ellos asociados.

Así, el mundo local ha quedado asociado a
un espacio folclórico en el que no se juegan
grandes partidas y que, para su propio
desarrollo, necesita la tutela de actores que
puedan sobreponerse a los particularismos
que supuestamente lo caracterizan.

Por su parte, las oposiciones a este discurso
han venido históricamente desde las
lamentaciones románticas o conservadoras
que ven en el “avasallamiento de lo
central” la pérdida del paraíso perdido.
Invirtiendo los términos de la oposición, no
hacen otra cosa que reiterar la lógica
opositiva que dicen enfrentar.
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Desde la academia, la generación de
discurso sobre la capacidad productora de
realidad del mundo local ha estado muchas
veces vinculado a la reflexión sobre el
desarrollo. Las teorías de la modernización
reforzaron ese lugar secundario de lo local,
como espacio de resistencia al progreso, de
rémora de relaciones sociales premodernas.
En los años sesenta y setenta, los planteos
dependentistas tampoco confirieron un
papel relevante al campo local en la
constitución de orden social, siendo
fundamentalmente reducido a un espacio
de manifestación y reproducción de las
lógicas estructurales globales (Arocena,
2001).

Entonces, sea desde el Estado, desde los
actores políticos o académicos, se ha ido
construyendo en el siglo pasado un relato
que ha ido configurando internamente un
espacio de relaciones tipificado como
“local”, en referencia a un ámbito “central”,
en el que se concentran las mayores
capacidades de producción de realidad.
Las mismas quedaron asociadas a agentes
nacionales como las clases sociales, las
empresas, las corporaciones o el propio
Estado, como los actores con mayor capital
para configurar el propio campo local.

Así, la tradición centralista presente en
todo el subcontinente latinoamericano se
ha ido configurando a partir de prácticas
naturalizadas y discursos legitimadores,
que han asociado al territorio como un
espacio de baja significación, de escasa
incidencia a nivel macroeconómico y de
poca capacidad para generar políticas de
impacto.

Aun así, los territorios fueron objetos de
política pública, y en particular de la

planificación del desarrollo.

A mediados del siglo XX emergió la
necesidad planificación regional, en tanto
política pública para la promoción del
desarrollo, desde las instancias centrales
del gobierno. Iba dirigida a territorios
considerados rezagados, excluidos o
marginados (CEPAL, 2019). Esta
orientación tuvo su momento entre los 50 y
70 del siglo pasado.

Durante la década de 1980, en el marco de
las políticas de ajuste y retracción del
Estado, la política regional y sus
instituciones se desmontaron, y los
instrumentos de acción se desactivaron. En
respuesta a las situaciones de
desarticulación de los aparatos
productivos, el desempleo y el retroceso
económico de esa década, en los años
noventa emergieron las ideas de desarrollo
local y las políticas de desarrollo
económico local, urbano y territorial. Este
enfoque buscó activar los recursos
particulares del territorio y enfatizando en
la articulación con el mercado exterior y en
el establecimiento de alianzas sociales y
público­privadas para el diseño y la
ejecución de los procesos de desarrollo.

Sin embargo, en las tres décadas últimas en
América Latina, el concepto de territorio, y
con él el de desarrollo, ha alcanzado una
relevancia significativa para las políticas
públicas y para la discusión académica en
general. La expansión de la urbanización, el
impacto de reformas políticas que han
implicado un importante traslado de
responsabilidades y recursos a los niveles
subnacionales de gobierno, la mayor
plasticidad de algunos sistemas
económicos locales para procesar la



complejidad de contextos globalizados,
entre otros factores, han hecho de los
escenarios locales un ámbito de
importancia creciente a la hora de la
discusión sobre participación, desarrollo,
expansión de la democracia y
reformulación de los roles estatales.

Así, en los años 90 del siglo pasado, los
cambios impulsados en el marco de las
transformaciones de las relaciones entre
Estado, sociedad y mercado han llevado a
la transferencia de responsabilidades a
niveles subnacionales de gobierno y a las
propias sociedades locales.

Fue un traslado de responsabilidades que
no estuvo en consonancia con la
construcción de capacidades en el sistema
social, una visión colectiva del desarrollo,
liderazgos comprometidos con esa visión,
relaciones colaborativas entre actores,
participación ciudadana, ni impacto
efectivo en la mejora de los niveles de
desarrollo humano.

En particular, en el nivel de la generación
de gobernabilidad, los procesos de
desarrollo de las autonomías políticas no
fueron resueltos, por lo general, de modo
que fueran de la mano de la expansión de
la ciudadanía. Muchas veces han implicado
un abandono de los Estados centrales de
sus funciones globales y un reforzamiento
del poder de las élites locales para manejar
las relaciones prebendarias con su clientela.

Un factor reiteradamente encontrado como
disparador de iniciativas de desarrollo local
fueron los cambios de los `90, que sentaron
condiciones para una fuerte
heterogeneización de la sociedad civil,
expresión de una fuerte fragmentación
social. En algunos casos este factor ha
operado como impulsor de la pluralidad de
iniciativas, pero paradójicamente, ha
terminado siendo su propio limitante, pues
ha dificultado llegar a arreglos que
satisfagan a la variedad de intereses y de
actores.

Al inicio de este siglo, los gobiernos
nacionales recobraron el interés por
territorializar las políticas y reducir las
brechas de riqueza y desarrollo existentes
en los países. Surgieron nuevos retos en la
planificación multiescalar del desarrollo
(CEPAL, 2009) y las políticas territoriales
fueron una respuesta institucional a la
necesidad de articular las políticas locales
de desarrollo con las nuevas políticas
regionales. Surge un espectro o familia de
políticas territoriales, que han estado
muchas veces dispersas y desarticuladas,
expresión de la brecha práctica entre los
esfuerzos locales y nacionales de
promoción del desarrollo territorial.

La agenda de políticas de reducción de las
desigualdades territoriales a principios de
este siglo ha dado cuenta de estos déficits.
Las iniciativas de política pública que
analizaremos a continuación han sido

1. Aroca y Cuadrado (2014) identifican 2 tipos de políticas socioeconómicas que atienden problemas regionales: Políticas Regionales y

Políticas de Desarrollo Regional. En el caso de las primeras están enfocadas en los problemas derivados de las elevadas desigualdades

interregionales. En el otro caso, el interés viene dado en desarrollar ciertas regiones que han mostrado estancamiento y retraso como

resultado de agotamiento de recursos o resultado de crisis en un sector productivo particular. Las políticas de desarrollo regional

apuntarn a lograr objetivos de desarrollo de mediano y largo plazo, y tienen un componente participativo, mientras que las políticas

regionales son más bien horizontales y no necesariamente incorporan procesos fuertes de participación.



motivadas por la búsqueda de un
encuentro más feliz entre descentralización,
desarrollo y reducción de las
desigualdades territoriales.

Según los énfasis particulares, las políticas
territoriales1 pueden agruparse en los
siguientes tipos (CEPAL, 2015: 79 y ss.):

a) Competitividad, corredores o áreas de
desarrollo territorial

En primer término, se observa un grupo de
países que ponen el acento en políticas de
desarrollo productivo o de generación de
ventajas competitivas, procurando un
enfoque global se sustenta también en el
desarrollo de ventajas competitivas que
permitan una mejor inserción en la
economía global.

b) Infraestructura de conectividad e
integración

El desarrollo de infraestructuras asociadas
a procesos de desarrollo económico
aparece en el Plan Estratégico Nacional de
Argentina, Panamá, Perú y Colombia, con
especial vinculación hacia la generación de
ventajas competitivas. Se incluye en ciertos
casos los servicios sociales básicos, como lo
refleja el caso del Programa para el
Desarrollo de Áreas Prioritarias, de México,
conducida por la Secretaría de Desarrollo
Social (SEDESOL).

c) Descentralización de competencias y
recursos

Las políticas que buscan fortalecer las
instituciones subnacionales de gobierno,
principalmente a partir de transferencias de
competencias y recursos, y mejora las
capacidades de gestión, tratan de resolver
los elevados grados de centralismo, y las
fuertes brechas en materia de competencias
institucionales, y de bajos niveles de
participación ciudadana en los procesos de
gestión local. Algunas de estas políticas,
como en Ecuador o Bolivia, se insertan en
un proceso de cambios estructurales en el
modelo de desarrollo vigente. En las
décadas de 1980 y 1990, los procesos de
descentralización generaron desajustes
fiscales (Gómez Sabaini, Jiménez y
Martner, 2017), que al ser corregidos dieron
lugar a una época nueva: “En este sentido,
y para finales de los años noventa, se abogó
por una actitud más cautelosa hacia las
reformas descentralizadoras, imponiendo
marcos regulatorios más estrictos y
desarrollando sistemas de seguimiento y
evaluación de los entes subnacionales”
(Daughters y Harper, 2007, citado en
Pinilla, Jiménez y Montero, 2014, pág. 84).2

d) Mayor articulación y/o gobernanza
nacional­subnacional

Esta preocupación está presente en los
procesos en curso de elaboración de nuevas
políticas nacionales de desarrollo regional,

2. No es la descentralización en sí misma, sino las condiciones específicas de su aplicación, las que pueden resultar en resultados sociales

y económicos positivos: “Se parte, por lo tanto, de la idea que tal vez es cierta clase de descentralización (mucho más compleja) la que ha

podido promover la eficiencia en la provisión y realización de los derechos sociales en América Latina. Una descentralización que

impulsa la fortaleza fiscal de los entes subnacionales (principalmente su fortaleza tributaria), su autonomía, y que proporciona un marco

institucional efectivo, con sistemas de monitoreo, seguimiento y control. También son fundamentales las condiciones y las capacidades

gerenciales en las que se desarrolla el proceso” (Pinilla, Jiménez y Montero, 2014: 84).



como en México, Brasil y Chile. En el
primer y segundo caso (ambas Repúblicas
Federales), la mayor articulación es
condición necesaria para la coordinación
entre los distintos niveles territoriales de
gobierno. En el caso de Chile, los cambios
legislativos van en el sentido de la mejora
de las capacidades de decisión de los
gobiernos regionales en materia de
inversiones y gasto público.

e) Formas de financiamiento

Existe una diversidad de fuentes de
financiamiento: Fondos Nacionales de

Desarrollo Regional, como lo muestran las
experiencias de Chile y Bolivia. Incentivos
fiscales para territorios especiales, como en
los casos de Manaos en Brasil, y regiones
extremas del norte y sur de Chile. Fondos
especiales de cooperación internacional,
como el programa Uruguay Integra.
Regalías mineras, como en los casos de
Colombia y Perú, con base en
hidrocarburos y minería extractiva
principalmente.



El presente capítulo tiene como objetivo
exponer políticas de desarrollo territorial
en Uruguay entre 2005 y 2019, con un
énfasis especial en realizar una tipología de
estas, en función de las prioridades de
intervención y estrategias priorizadas.
También se pondrá atención en las
consecuencias sobre la producción del
territorio y en su potencial capacidad para
reducir desigualdades.

En primer lugar, se da cuenta de los
resultados en materia de los principales
indicadores sociales y económicos a nivel
departamental, comparando su situación
antes y después de las políticas
mencionadas. A continuación se lleva a
cabo una presentación del marco
conceptual desde el cual leer las políticas
que se expondrán después. En la siguiente
sección se realiza una lectura de las
principales orientaciones identificadas en el
Uruguay en materia de desarrollo
territorial, presentes en las políticas
públicas. A continuación, se exponen
algunas de las principales acciones en
materia de desarrollo territorial, siguiendo
el marco conceptual elaborado.
Finalmente, se presentan conclusiones y se

realizan recomendaciones para un cambio
en materia de políticas territoriales en el
Uruguay.

Veamos ahora algunas variables que
pueden darnos indicios de cambios en
materia de desigualdad de desarrollo de los
territorios. Tomaremos los departamentos
como unidad de análisis, por la mayor
disponibilidad de datos históricos de esta
desagregación sobre otras (regiones, por
ej.).

El aporte al PBI de cada departamento ha
tendido a mantenerse relativamente
constante a lo largo del tiempo.
Montevideo aporta casi la mitad del
producto (49.8% en 2008 y el mismo
porcentaje siete años después). Aquellos
que menos relevancia tienen al respecto son
Flores y Treinta y Tres, con porcentaje de
aporte que casi no varían. Incluso en este
último, la tendencia es levemente
decreciente.

Autor: Fernando Pintos



Si tomamos por grupos de departamentos,
conformando tercios en función de su
participación en la generación del
producto, el primero de ellos, tiende a
crecer levemente y está compuesto siempre
por los mismos departamentos:
Montevideo, Canelones, Colonia,

Maldonado, Paysandú, Salto y San José
(salvo en 2008, año en que Río Negro
desplaza a Paysandú al segundo grupo,
probablemente por la incidencia del
proceso de construcción de la planta de
Botnia (hoy UPM).

Tabla 1: Evolución del aporte departamental al PBI nacional

Fuente: elaboración propia en base a datos de OPP ­ OTU.



Tabla 2: Evolución del aporte de grupos de departamentos al PBI nacional

Fuente: elaboración propia en base a datos de OPP ­ OTU.

Si se observa en la evolución del Índice de
Desarrollo Humano (IDH) departamental,
en todos los casos se aprecia una tendencia
creciente de los valores, aunque una mayor
variabilidad en que departamentos
integran cada tercio. En el primero de ellos
están Montevideo, Flores, Colonia,
Maldonado y Río Negro, en los cuatro
momentos considerados. El último tercio

siempre está integrado por Artigas, Cerro
Largo, Rivera y Tacuarembó, y en el
segundo Lavalleja, Salto y Paysandú. En
los demás casos hay variaciones hacia
arriba (Florida y Durazno), hacia abajo
(Soriano, Treinta y Tres), o varían
recuperando su posición inicial (San José,
Canelones y Rocha).



Tabla 3: Evolución del IDH departamental

Fuente: elaboración propia en base a datos de OPP ­ OTU.

Si consideramos la brecha entre el
departamento con mayor IDH y el que
tiene el menor en los tramos considerados,
la relación es 1.129 en 2008 y 2011, 1.126 en
2014 y 1,099 en 2017. Excluyendo a
Montevideo, que registra el mejor valor
(siendo el único departamento por encima

del promedio nacional en todos los
tramos), la relación entre el segundo mejor
ranqueado y el último también tiende a
caer al principio y a repuntar después.:
1.076, 1.0723, 1.0738 y 1.0745.



Tabla 4: Evolución del índice Gini departamental

Fuente: elaboración propia en base a datos de OPP ­ OTU.

Si consideramos la desigualdad interna de
los departamentos (medido a través del
índice GIINI), el panorama es diferente.
Solo Flores, San José, Durazno y
Montevideo se mantienen dentro de su
grupo en los cuatro años seleccionados.
Todos los demás se mueven entre grupos.

La brecha entre el departamento más
desigual y el menos desigual es 1.219 en
2006, 1.318 en 2009, 1.279 en 2012, 1.324 en
2015 y 1.326 en 2015.

En el caso del porcentaje de personas
pobres se observa un comportamiento



similar. Un grupo de departamentos
compuesto por Colonia, Flores, Lavalleja,
Maldonado y San José se ubican de manera
constante en el tercio con menor pobreza,
Rivera y Cerro Largo en el tercio opuesto, y
todos los demás pasan de un grupo a otro,
pero tendiendo todos a disminuir sus
valores.

La relación entre el departamento con
mayor porcentaje de pobres y el de menor
guarismo, tiende a crecer: es 2.955 en 2006,
5.932 en 2009, 46.142 en 2012, 514.125 en
2015 y 65.411 en 2018. Estos valores

resultan sensibles a los extremos, por lo
cual si comparamos el menor valor y el
mayor en relación con la media el
panorama varía. La relación entre el mayor
valor y la media es 1.636, 1.775, 1.536, 1.765
y 1.763 en los años considerados. En
cambio, entre el menor valor y la media la
relación es de 0.553, 0.510, 0.262, 0.125,
0.321 en cada año, respectivamente. O sea,
la tendencia es a una mayor distancia de la
media de los casos mejor y peor
ranqueados

4. Si excluimos a Maldonado, que tiene un valor significativamente menor de pobreza que el resto del país en ese año, el valor es 3.07.

5. Idem, 3.687.

6. En este caso excluir a Flores y San José lleva el valor a 5.136.



Fuente: elaboración propia en base a datos de OPP ­ OTU.

Tabla 5: Evolución de pobreza departamental (%)

Otra posibilidad para analizar la inequidad
territoriales el camino seguido por Aboal y
otros (2018), a partir de la elaboración de
un indicador sintético que mide nivel de
desarrollo de los departamentos de
Uruguay (IDD).

El enfoque de los autores toma la definición
de desarrollo departamental de la
Dirección Nacional de Relaciones
Económicas con las Provincias de
Argentina (DINREP, 2015), la cual define al
desarrollo departamental como: “[...] Un
proceso que abarca múltiples dimensiones



cuyo resultado es la evolución progresiva
del conjunto de la población hacia
estándares más altos de nivel de vida y de
mayor equidad. El concepto trasciende el
ámbito meramente económico; es por ello
por lo que comprende no solo el
crecimiento del producto, la modernización
de la estructura económica y la satisfacción
de las necesidades materiales de las
personas, sino que también abarca la
sustentabilidad ambiental, el
fortalecimiento de los organismos públicos,

como así también de las instituciones
políticas, sociales y culturales de una
jurisdicción determinada” (p.4)

El indicador considerada cuatro
dimensiones: seguridad ciudadana y
sistema de derecho confiable y objetivo,
sociedad incluyente, preparada y sana,
mercados de factores eficientes y
dinámicos, infraestructura física y
tecnológica

Fuente: Aboal y otros (2018)

Tabla 6: Indicador de desarrollo departamental 2007­2015



A continuación, se presenta el indicador de
desarrollo departamental calculado para el
periodo 2007 – 2015, acompañado del
ranqueo departamental derivado de este.
Por su parte, en el Grafico 1 se puede ver la
evolución del IDD para cada uno de los
departamentos en todo el periodo.Según
los autores IDD de todos los
departamentos aumenta a lo largo del
periodo considerado y que, a priori,
parecería haber indicios de convergencia.

Los resultados indican que el
departamento líder en todo el periodo de
estudio, salvo en 2015 es Colonia, seguido
de Montevideo. Si se analiza el comienzo y
el final del periodo, se destacan varios
departamentos por su dinamismo. Como
ser el caso de Rochaque comenzó en el
puesto número 7 y cierra 2015 en el
número 13.

La evolución la primera dimensión
(seguridad y sistema de derecho), se
caracteriza por un gran dinamismo en la
posición relativa de los departamentos. Los
mayores avances relativos se observan en
Rio Negro, que finaliza ocupando el primer
puesto en 2015.

En cuanto a avances en el desarrollo
humano, la evolución ha sido favorable a lo
largo de todo el periodo, lo que expresa
avances en todos los departamentos hacia
una sociedades más justas, preparadas y
sanas.

En la dimensión que refiere a factores
asociados a la eficiencia y dinamismo de
los mercados, su evolución muestra la
mejora de todos los departamentos en el
periodo considerado, liderada por
Montevideo, Colonia y Rio Negro a lo largo
de todo el periodo.

La evolución de la cuarta dimensión
(desarrollo de la infraestructura física y
tecnológica) muestra una tendencia de
crecimiento, pero no tan marcada como en
las otras dos dimensiones anteriores. Esta
cuarta dimensión se encuentra liderada por
Colonia y Montevideo durante todo el
periodo. A la inversa, Artigas, Cerro Largo,
Durazno y Tacuarembó se sitúan en los
últimos lugares durante todo el periodo.

Por otra parte, siguiendo la metodología
propuesta por Phillips y Sul (2007, el autor
realiza un análisis de convergencia,
conformando tres “clubes”. El valor de
cada uno se vincula con la velocidad de
convergencia, y por tanto el primero club
es el que experimenta el mayor guarismo.

El club 1 es el de los departamentos que
muestran mejor desempeño a lo largo de
todo el periodo. El segundo club es el más
grande en tamaño (está formado por diez
departamentos), y el tercero a los
departamentos que han tenido la peor
performance en promedio en el valor del
IDD.

Como conclusión general, puede señalarse
que el IDD mejora en casi todos los
departamentos del país, y en casi todas las
dimensiones, salvo en la 1, pero Uruguay
se caracteriza por una elevada desigualdad
entre las regiones, alertando de “clubes” de
departamentos que se encuentran en
situación de desventaja respecto al resto y
que están convergiendo hacia una peor
senda de desarrollo.



Tabla 7: Clasificación de clubes de convergencia en IDD (2007­2015)

Fuente: Aboal y otros (2018)

El enfoque que orienta este trabajo es
precisamente el del desarrollo local, en
tanto proceso de generación de
capacidades por parte de los territorios
para autoproducirse, a partir de sus
recursos endógenos.

Entiendo el desarrollo endógeno: “[…]
como un proceso de crecimiento y cambio
estructural que, mediante la utilización del
potencial de desarrollo existente en el
territorio, conduce a la mejora del bienestar
de la población de una localidad o una
región” (Vázquez, 2000:5).

En esta concepción es capaz la comunidad
local de liderar el cambio estructural y en
consecuencia las acciones concernientes a
la inversión y control de ese proceso.

Dada la heterogeneidad de espacios locales
y la complejidad de sus capacidades
instaladas de gestión, acceso a tecnología,
capacidad de innovación recursos naturales
e infraestructura, identidad cultural, así
como de capital humano y social, se
configuran reglas para la interacción social.

Los procesos de desarrollo endógeno
parten de la específica combinación de
factores que se produce en su territorio, a
partir de las reglas que configuran la
interacción.

Los factores más las reglas de juego
favorecen o limitan la dinámica económica
y, en definitiva, determinan la senda
específica de desarrollo de los territorios.
Tanto unos como otras configuran las
dimensiones política, sociocultural y
económica del desarrollo.

Tener una concepción teórica del desarrollo
implica, también, tenerlo de la sociedad, de



cómo esta se produce, y de cómo se
interrelaciona con sus propios proyectos,
deliberados o tácitos. Para tener una visión
más general, tomaremos para este trabajo
algunos de los postulados básicos de la
teoría de la estructuración, desarrollada por
A. Giddens (2006), y la complementaremos
con reflexiones propias, ajustadas a la
materia que estamos abordando: la política
pública.

Con Giddens (2006), pondremos el punto
de articulación explicativo en la
intencionalidad y la reflexividad del
agente, que es quien crea y recrea las
condiciones que hacen posible la acción.
Son los agentes quienes la producen, en
tanto sujetos dotados de capacidades para
controlar sus resultados, así como de dar
cuenta de las motivaciones que los
impulsan. Asumir este planteo no significa
postular un enunciado voluntarista, que las
condiciones en que se producen la vida
social sean de total conocimiento del
agente, ni que las consecuencias de sus
actos queden limitadas a aquellos aspectos
por él controlados y conocidos. Las
consecuencias no buscadas de la acción son
parte del marco constitutivo de las
prácticas sociales, y también de las políticas
(Pintos, 2008).

Los territorios pueden ser considerados
desde ese punto de vista como resultado de
la acción ejecutada por agentes a lo largo
del tiempo (realidad estructurada). Pero
también son el ambiente que facilita o
dificulta la emergencia de proceso de
desarrollo local (realidad estructurante).

Aquello que definimos como territorio
constituye entonces una realidad dada,
como una dimensión de intervención. Este
doble carácter le da la impronta de realidad

constituyente y constituida, por procesos
tanto materiales (políticos, económicos,
sociales) como simbólicos (identidad,
cultura), que redefinen permanentemente
las condiciones en las cuales es posible
actuar para producir el territorio.

Al menos podemos identificar tres variables
que inciden en la producción del territorio
y que hacen del mismo un entorno
afectable por las políticas públicas: la
fortaleza de la identidad, la forma de
producción del campo local y el rol que
juega la sociedad organizada.

El concepto de campo fue introducido por
Pierre Bourdieu (1991) y designa una esfera
autonomizada de la vida social, que se
caracteriza por configurar un ámbito de
expresión de fuerzas (resultantes de la
distribución desigual de recursos) y de
luchas (producto de las acciones por alterar
esa distribución). El campo constituye un
espacio en el que diversos agentes pugnan
por apropiarse de diversas formas de
capital (social, cultural, político,
económico), y “el momento social de
exteriorización de la interioridad”. (Corcuff,
1999).

El concepto de campo forma un par
indisociable con el de habitus, entendido
como el momento de interiorización de las
formas de pensar, sentir y percibir
institucionalizadas (legitimadas y
perdurables, por tanto).

El concepto de identidad designa la
capacidad y el discurso de los agentes para
dar cuenta de aquellos elementos que
definen el colectivo social del que forman
parte y lo diferencian de un alter del que
desean distinguirse. La conciencia práctica
(lo que los actores saben ­ creen de las



condiciones de su propia acción) y la
conciencia discursiva (lo que son capaces
de decir acerca de las mismas) se expresan
en formas de discurso y acción que definen
un nosotros colectivo, que se opone a un
ellos, dominado por otras por otras
condiciones de producción de la acción.

Estos dos conceptos nos permitirán
diferenciar los territorios y las condiciones
que hacen posible o dificultan la acción
colectiva y potencian los efectos de las
políticas públicas de desarrollo territorial.
Estos factores en tanto realidad
estructurada configuran el territorio en dos
planos: la integración social y la integración
sistémica. Entendemos la primera como la
"reciprocidad de prácticas entre actores en
circunstancias de co­presencia, entendida
como continuidad en encuentros y
disyunciones de encuentros." (Giddens,
2006). En este nivel se analiza el nivel de la
acción motivada, las prácticas de los
actores y las representaciones de estos. En
tanto la segunda es la “reciprocidad entre
actores o colectividades por un extenso
espacio­tiempo, fuera de situaciones de co­
presencia.” (2006: 61) En este nivel se
analiza el comportamiento de las variables
estructurales, el resultado agregado de
múltiples factores que trascienden la
intencionalidad de los actores y sus
representaciones de los procesos sociales.

El desarrollo territorial es entonces, un
proceso continuo de auto constitución y
auto expansión del campo local, que a
medida que se va produciendo va
alterando sus reglas de juego, la
distribución de las diversas formas de
capital, y su propio relato identitario, en un
sentido inclusivo socialmente,
políticamente democrático y
económicamente equitativo.

La puesta en marcha y el funcionamiento
de los procesos de desarrollo local está por
tanto asociada a las conexiones existentes
en los diferentes territorios entre
instituciones políticas, sociedad local,
empresas y cultura comunitaria.

En la generación de articulación, la
construcción de liderazgos territoriales es
uno de los factores identificados como
fundamentales. En nuestras actuales
sociedades sometidas a la emergencia de
continuas alteraciones de sus patrones de
normalidad, ello implica desprenderse de
viejos modos de comportamiento y de
pensamiento. El gran desafío para los
liderazgos territoriales es alcanzar niveles
de consenso para unir acuerdo territorial y
cambio social. Cómo hacer de sociedades
fragmentadas, proyectos colectivos que no
eternicen empates que benefician a los que
siempre ganan cuando ellos se producen,
aparece como unos de los principales
desafíos de los líderes locales.

El liderazgo vinculado a procesos de
transformación no es una función exclusiva
de las autoridades, sino que puede
generarse en otros sistemas sociales, y a
veces es deseable para el éxito de los
procesos que ello suceda. Las competencias
asociadas al liderazgo no se vinculan
solamente con capacidades gerenciales y de
management, sino que plantean desafíos
que hacen a la posibilidad de la gobernanza
local; son políticos, implican producir y
gestionar poder.

Por otra parte, podemos señalar como
variable asociada al desarrollo territorial, el
rol que los gobiernos locales y nacionales
desempeñan. No necesariamente la
legitimidad democrática es la que les



otorga a los mismos credenciales para
liderar procesos de desarrollo territorial,
pues no es condición suficiente para que
los mismos se generen. El sistema político
no es naturalmente el “locus” del cambio y
de la generación de proyectos territoriales.
Sí es cierto, que en cada experiencia
sustentable de desarrollo territorial en
algún momento se da la deliberación sobre
el poder y el Estado y la interpelación a sus
actores constituyentes. En función de ello,
la inclusión de estos a los procesos de
desarrollo local es imprescindible para
asegurar la multidimensionalidad e
integralidad referida.

Los procesos de desarrollo local que han
alcanzado niveles de sostenibilidad han
logrado generar confianza entre los
diversos tipos de liderazgos, mediante el
establecimiento de mecanismos de
negociación que especifican y reasignan
roles entre los diferentes actores.

Finalmente, debe destacarse el vínculo
entre dinámica económica y nuevas formas
de producción, con cambios en las
estructuras de socialización y en los valores
compartidos. Algunos emprendimientos
económicos que logran trascender la
cultura reactiva de los localismos han
podido sostenerse divorciados del
territorio. El desafío de los procesos de
desarrollo local en el plano económico es
reapropiarse de emprendimientos exitosos
que, por los imperativos de la lógica

empresarial, el manejo de los tiempos o la
incompatibilidad de los modos de
actuación con los predominantes en el
territorio, han preferido externalizarse
antes que acordar con el sistema local.7

En todos ellos la lógica de acumulación ha
debido separar proyectos de procesos,
iniciativas puntuales de construcciones
colectivas a largo plazo.

Por todo esto, podemos afirmar que las
desigualdades en términos de desarrollo de
los territorios son multidimensionales: no
solo quedan referidas a un tipo particular
de indicadores, sino que han de verse en
términos de complejidad del sistema de
actores, economía, bienestar social, acceso a
infraestructura e institucionalidad.

Las políticas públicas de desarrollo son
aquellas acciones deliberadas de los
diferentes niveles de gobierno para afectar
las condiciones de producción del campo
local, de modo de producir mayores niveles
de bienestar social a nivel individual y
mejores capacidades adaptativas de los
territorios en tanto sistemas, a los cambios
generados en sus entornos.

Desde estos conceptos abordaremos las
políticas de desarrollo territorial en el
Uruguay, en particular en los últimos
quince años, viendo cuáles condiciones de
la acción colectiva, la identidad y el campo
local han procurado afectar.

7. Las iniciativas de cambio económico pueden ser impulsoras de procesos de desarrollo territorial, en la medida en que su aspecto más

desintegrador sea neutralizado. Los complejos sistemas sociales actuales se caracterizan por contener la paradoja como rasgo

constituyente. Así, el proceso de globalización (con todas sus facetas) que, a primera vista, genera tendencias homogeneizadoras,

también da lugar a reacciones de tipo inverso y a nuevos procesos en que la dimensión local y el rescate de la especificidad cultural

ocupan un lugar central.



En los años 90 el impulso a la reflexión y a
la acción en clave de desarrollo territorial
tuvo una impronta proveniente de los
ámbitos académicos, o de la sociedad civil.
Solo después en algunos gobiernos
departamentales, y a partir de 2005 en el
gobierno nacional se fueron desarrollando
ámbitos y políticas con un fuerte discurso
de desarrollo territorial. La expansión a
otros sectores fue acompañada de la
emergencia de varios tipos de agentes que
postulaban trabajar en esa línea. Esa
variedad expresa miradas sectoriales del
desarrollo territorial, desde un perfil
profesional o área del Estado, y que ha
configurado el perfil de las políticas
públicas hacia los territorios (Pintos, 2007).
A continuación, algunas de esas
perspectivas.

Esta orientación parte de la planeación
como el punto de arranque del desarrollo
territorial. Los actores que suelen
presentarse en el territorio desde la
plataforma de las planificaciones
estratégicas (políticos, consultores,
académicos) logran reunir voluntades en
procesos que presentan al territorio como
el referente de actuación, son potentes en
generar movilización en el corto plazo y
débiles en la traducción de ésta en cambios
efectivos en las condiciones de vida de la
población. Una de las variantes de esta
concepción es la del ordenamiento
territorial, cuando es impulsado desde la
academia o políticas urbanísticas
sectoriales. Su impacto en la producción

del campo local es fuerte solamente si
logran traducirse en políticas efectivas,
acordadas y validadas con los actores
territoriales, especialmente con las
empresas y los gobiernos subnacionales, y
si los mecanismos reguladores y de control
de esas políticas tienen incidencia real.

Es una concepción en buena medida
reactiva a la primera, pretende generar
impactos rápidos en mejoramiento de la
calidad de vida de la población local, o de
al menos algunos sectores. Logra reunir
voluntades para impulsar acciones, pero el
territorio resulta un mero receptáculo de
decisiones tomadas en espacios a­
territoriales. Es impulsada por agentes
estatales que siempre han sospechado de
los liderazgos locales, o fundaciones
nacionales o internacionales. Han tenido
como potencialidad el acceso a fuentes de
financiamiento nacional e internacional,
por la urgencia de atacar situaciones de
pobreza y marginalidad derivadas de las
políticas económicas de los `90, y como
debilidad una visión centralista que
constituye la principal amenaza a la
sostenibilidad de los efectos de sus
intervenciones. No tienden a producir
grandes cambios en las reglas del campo
local, ni en los habitus asociados, aunque sí
en las condiciones de vida de las personas
individuales.

La mirada que orienta esta concepción
asocia desarrollo a la movilización de
actores territoriales. Desde plataformas
diferentes (el gobierno local, las ONG`s, los
partidos políticos, las fundaciones



internacionales o las agencias de
cooperación) y a través de apelaciones de la
más variada naturaleza (el presupuesto
participativo, el poder local, la autoayuda,
el voluntariado o el cooperativismo), logra
reunir actores tras una meta inmediata. Esa
capacidad puede ser su principal fortaleza,
pero tienen serias dificultades para
sostener los procesos y generar proyectos a
largo plazo. Los procesos de movilización
social sin continuidad afectan las
condiciones de producción del campo local
al inicio, pero pueden revertir sus efectos
posteriormente.

Es la concepción del desarrollo que orienta
a los agentes económicos con iniciativa y
empuje para liderar procesos novedosos.
Suele aportar lo que las anteriores no están
en condiciones de generar, pero sus
iniciativas tienden a ser sectoriales. Su
principal desafío es congeniar lógicas con
actores con otros tiempos y otros intereses.
Si son portadoras de modernización de las
relaciones sociales (ej.: inversiones del
porte de UPM 1 y 2) producen un efecto
significativo del campo local, pero ello
debe ser acompañado de acciones de
política pública que sostengan esos
cambios a nivel social y cultural,
generando nuevos actores colectivos e
identidades locales que capitalicen las
transformaciones estructurales en el
territorio.

Sea desde gobiernos locales, agencias
estatales centrales o donantes extranjeros,
esta concepción entiende que la primera (y

a veces, casi única) dimensión del
desarrollo de un territorio es la generación
de infraestructura, sea ésta de servicios o
productiva. En este caso se espera que por
derrame el territorio produzca bienestar
entre sus habitantes. Aporta una visión
pragmática muchas veces, pero no se
proyecta generalmente más allá de ese
nivel, hacia otras dimensiones del
desarrollo. Provee condiciones necesarias
para cambiar reglas en la producción del
campo local, siempre que las acciones que
generan vayan acompañadas de un proceso
de apropiación por parte de actores
colectivos, fortaleciendo así la identidad
local.

La generación de condiciones para nuevas
formas de legitimidad de la política
pública, en la medida que estén asociadas a
alguna capacidad de decisión real sobre el
campo local (y estén legitimados
socialmente), logran generar espacios
multiactorales que pueden interlocutar
ampliamente con las otras perspectivas. Si,
en cambio, orientan acciones de escaso
poder político y baja convocatoria a agentes
económicos, sus iniciativas se debilitan
rápidamente, y van perdiendo credibilidad
en la medida que su liderazgo no se
traduce en “hechos concretos”. Ejemplos
como las mesas de diálogo social o
sectoriales son productos de esta
concepción.

Estos tipos deben entenderse como
categorías puras; frecuentemente en los
actores concretos puede convivir la lógica
de más de uno de ellos. Como tipos ideales
tienen algún punto de contacto con la
realidad empírica, pero no se identifican



plenamente con ella; por tanto, su utilidad
es analítica.

En este trabajo, no se hará una relatoría
histórica de políticas que de alguna u otra
manera hayan apelado al desarrollo
territorial. En cambio, este hará una
revisión de las variedades de significados
implícitos (a veces explícitos) que las han
orientado y sostenido a lo largo del tiempo,
y que se conectan con esos tipos puros de
alguna manera.

Uruguay es considerado como uno de los
países más desarrollados e igualitarios de
América Latina. Muestra mejoras
significativas en indicadores de pobreza e
ingresos con posibles impactos territoriales.
A ello se le suman instituciones robustas,
apoyadas en buenas prácticas,
especialmente en el área presupuestal y
financiera, que pueden apoyar el desarrollo
territorial (Michalun, 2018).

La EN 2050 expresa la tendencia general de
mejora de los indicadores sociales básicos,
aunque reconoce que no necesariamente
está asociada estructuralmente a la
convergencia nominal territorial,
determinada por diferentes trayectorias
históricas y circunstancias del territorio.

En los últimos 15 años se ha asistido a un
proceso continuo de mejora de las
condiciones de vida de la población en
todo el país, niveles de producción,
empleo, salarios, servicios e
infraestructuras. A ello han contribuido
políticas macroeconómicas generales, y a

como actuaron en cada territorio y cómo
estos las aprovecharon.

Sin embargo, ¿cuánto de ello se deben a
políticas territoriales o a políticas generales
con impacto en los territorios?

Las mejoras referidas no necesariamente se
han traducido en un dinamismo
equilibrado de sus territorios internos. Es
observable un fuerte desempeño
socioeconómico entre los departamentos
del litoral y sur y uno más bajo en el resto
del país. El territorio es una variable que
aporta a la explicación de la desigualdad
entre las personas, y se combina a otras
formas como la económica, educativa,
social y demográfica.

El aporte al PBI de cada departamento, y de
grupos de ellos, se mantiene constante a lo
largo del tiempo. Montevideo aporta un
49.8% en 2008 y el mismo porcentaje siete
años después. Flores y Treinta y Tres, en la
otra punta del ránking, son los que menos
aportan, con porcentajes que casi no varían.
Incluso en este último, la tendencia es
levemente decreciente.

Mayor variabilidad se observa en la
evolución del Índice de Desarrollo
Humano (IDH) departamental. En todos
los casos se observa una tendencia creciente
de los valores, aunque una mayor
variabilidad en que departamentos
integran cada tercio. En el primer tercio
permanecen Montevideo, Flores, Colonia,
Maldonado y Río Negro, en los cuatro
momentos considerados. En el último
tercio siempre están Artigas, Cerro Largo,
Rivera y Tacuarembó, y en el segundo
Lavalleja, Salto y Paysandú. En los demás
casos hay variaciones hacia arriba (Florida
y Durazno), hacia abajo (Soriano, Treinta y



Tres), o varían recuperando su posición
inicial (San José, Canelones y Rocha).

En el caso del porcentaje de personas
pobres un grupo de departamentos
constituido por Colonia, Flores, Lavalleja,
Maldonado y San José se ubican de manera
constante en el tercio de departamentos
con menor pobreza. Por su lado, Rivera y
Cerro Largo siempre en el tercio opuesto, y
todos los demás pasan de un grupo a otro,
pero tendiendo todos a disminuir sus
valores.

En el Uruguay las políticas de desarrollo
territorial son compartidas entre la Oficina
de Planeamiento y Presupuesto (OPP) y 13
ministerios sectoriales. La OPP cumple el
rol de planificación nacional, articulando y
procurando dar coherencia a las políticas
sectoriales de los ministerios. Su actividad
se concentra en producir estrategias de
desarrollo, políticas territoriales y de
descentralización, articular el presupuesto
global, y evaluar las políticas públicas.

Como señala Michalun (2018), el país
cuenta con un plan presupuestal de 18
áreas programáticas, con objetivos e
indicadores específicos, así como un
sistema de transferencias financieras que
comparte con los gobiernos
departamentales los resultados económicos
del país.8

Dentro de los ministerios, los más
involucrados en el desarrollo territorial son
los de Vivienda, Ordenamiento Territorial
y Medio Ambiente (MVOTMA), de

Desarrollo Social (MIDES), de Transporte y
Obras Públicas (MTOP), y de Ganadería,
Agricultura y Pesca (MGAP).

Este sistema presupuestal establece
vinculaciones entre los objetivos de los
planes y los fondos atribuidos; los objetivos
de los Ministerios son ligados a indicadores
asociados con su realización.

Por otro lado, los gobiernos
departamentales cuentan con un sistema
presupuestal paralelo al del gobierno
nacional, con un plan fiscal de cinco años,
actualizado anualmente, y áreas de
programación que reciben asignaciones
según el tipo de servicios públicos que
proveen.

Dentro de este esquema presupuestal, el
financiamiento del desarrollo territorial es
compartido entre los diferentes niveles de
gobierno, y tiene tres componentes: fondos
del gobierno nacional, recursos propios
generados por las Intendencias
Departamentales (ID) e inversión pública,
incluyendo asociaciones público­privadas.

El componente principal de transferencias a
los gobiernos subnacionales se origina en el
artículo 214 de la Constitución. Este
artículo establece que 3,33% del ingreso
total anual del gobierno será transferido a
los gobiernos departamentales. La lógica
política que orienta este fondo es la de la
solidaridad entre los niveles nacional y
departamental de gobierno, al momento de
repartir los beneficios del crecimiento, y las
dificultades en momentos de crisis9.

8. Servicios Públicos Generales es el área de programación que cubre las obligaciones del gobierno para el financiamiento subnacional.

9. En este caso las ID cuentan con un un margen de atenuación de riesgo a través del mecanismo de garantía.



También se comparte la responsabilidad
con la calidad de la gestión, pues si un
gobierno departamental no cumple con sus
compromisos al respecto, no recibe la
totalidad de su asignación, sino un 2,9%.

Una segunda fuente de ingresos externos
para las ID es el Fondo de Desarrollo del
Interior (FDI), de rango constitucional
(artículo 298). Todos los departamentos, a
excepción de Montevideo, en función de
una alícuota acordada en 1999, reciben un
porcentaje de la recaudación impositiva
que se realiza en los 18 departamentos
restantes. Un 66,65% del FDI se destina a
la implementación de políticas sectoriales
de apoyo a la descentralización, y el tercio
restante directamente a los Gobiernos
Departamentales para proyectos
cofinanciados con el gobierno nacional (en
proporción de 80% y 20%
respectivamente).

Tal como fue pensado e incorporado a la
reforma constitucional de 1996, el FDI
pretende ser un mecanismo de promoción
de las políticas nacionales de
descentralización y desarrollo, al tiempo
que favorece la mejora de la gestión.

Además de estos recursos particulares,
existen otros mecanismos de
financiamiento destinados especialmente
para alumbrado, infraestructura vial y los
municipios.

Así podemos citar, el subsidio al
alumbrado público instaurado en 2008 y las
transferencias desde el gobierno nacional al
mantenimiento y mejora de la vialidad

departamental (Programa de Nacional de
Vialidad departamental, a partir de 2019
con financiamiento externo).10

Con la creación del tercer nivel de gobierno
se hizo necesario sostener económicamente
a los municipios, por lo cual el gobierno
nacional estableció el Fondo de Incentivo
para la Gestión de los Municipios. Es un
fondo básico, igual para todos los
municipios, en muchos casos suficiente
solo para remunerar al alcalde.

A estas transferencias, hay que sumar los
fondos utilizados por los ministerios
sectoriales y los destinados al Programa de
Desarrollo y Gestión Subnacional (PDGS,
ver más adelante). Este es un fondo
manejado por la OPP para el
financiamiento de inversiones ligadas al
desarrollo urbano y la modernización de la
gestión.

Además del apoyo nacional por medio de
estos programas, existen leyes específicas
para facilitar la inversión y fondos
especiales dirigidos al sector privado: la
Ley 16.906 “Interés Nacional, Promoción y
Protección de Inversiones” y la Ley 18.786
“Contratos de Participación Pública­
Privada para la Realización de Obras de
Infraestructura y Prestación de Servicios
Conexos”.

La ley de promoción de inversiones
establece incentivos financieros,
generalmente beneficios tributarios, para
inversores. El tipo y monto de los
beneficios están en consonancia con el
aporte que hace el proyecto al desarrollo

10. Originado en transferencia del Ministerio de Transporte y Obras Públicas (MTOP) para atender vialidad que este organismo delegó

en las ID, fue financiado a partir de 2012 con recaudación de impuestos que fueron declarados inconstitucionales. En 2015 se incorporó

al presupuesto nacional, y cuenta hoy con una línea de crédito renovable del Banco Interamericano de Desarrollo (BID).



nacional, el cual es evaluado en base a una
serie de objetivos preestablecidos: empleo,
descentralización, exportaciones, valor
agregado nacional, impacto económico,
tecnología más limpia, e investigación y
desarrollo e innovación (Ruis e Isabella,
2012). Esta ley ha incorporado un incentivo
para inversiones en el interior del país. Si
se invierte en las áreas menos desarrolladas
del país, especialmente en el norte, el
beneficio aumenta.

A su vez, algunas políticas sectoriales que
implementan los ministerios son
coordinadas con las intendencias y los
municipios. También es desigual la
presencia territorial de los ministerios para
brindar servicios públicos. Ciertos
ministerios, como el MIDES y el MVOTMA
tienen oficinas expandidas en todo el país,
y coordinan espacios de articulación
territorial, aunque su influencia cae a
medida que nos alejamos del sur del país, y
adquieren mayor relevancia las
Intendencias como referentes sociales para
la prestación de servicios y políticas de
desarrollo.11

Todas estas políticas presentan un marco
general de fundamentación que presenta
algunas similitudes con planteos de las
teorías del desarrollo local, del desarrollo
endógeno o regional: el desarrollo como
una construcción continua y una conquista
cotidiana que implica crecimiento
económico, fortalecimiento de la
integración social y expansión de la
ciudadanía.

Sin embargo, la creciente expansión del
ámbito de incidencia de estos conceptos, en

particular a las políticas públicas, ha
redundado en una cierta polisemia. Desde
muchos espacios se habla de desarrollo
local, desde representaciones y prácticas
institucionales no siempre convergentes ni
necesariamente unívocas.

De la planificación estratégica al
ordenamiento territorial, desde las políticas
sociales a los discursos que apelan a la
participación ciudadana, se han ido
configurando políticas que invocan al
desarrollo territorial. Cada una representa
una forma de relacionarse con el territorio,
no mutuamente excluyentes: la
planificación, el ordenamiento territorial, la
participación, las políticas sociales de
impacto inmediato, la generación de
infraestructura, el reforzamiento de los
niveles de relacionamiento y de confianza
entre actores locales y la generación de
riqueza.

Sin embargo, voy a sostener que cuando se
traducen en políticas constituyen parte del
conjunto de las iniciativas que desde el
nivel nacional procuran generar un entorno
favorable al desarrollo, pero más que
agendas territoriales, conforman un
conjunto agregado de políticas sectoriales
sumamente relevantes, pero no pueden ser
confundidas con éstas.

La Estrategia Nacional 2050 (EN 2050)
constituye un esfuerzo liderado por la OPP
de planificación a mediano plazo ­mediante
un trabajo de prospectiva, las principales

11. Por su parte, el MIDES ha establecido las oficinas para Servicios de Orientación, Consulta y Articulación Territorial (SOCAT).



líneas de desarrollo del país, continuando
la experiencia Uruguay 2030 (presentada
en 2009), y en consonancia con los
Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS).

Frente a desafíos actuales y a futuro (el
cambio demográfico, la inclusión social, la
igualdad económica y de oportunidades, la
transformación de las relaciones de género,
las desigualdades territoriales, y la
sostenibilidad ambiental entre otros), se
plantea una definición de desarrollo que
opere como horizonte normativo y de
sentido a escala país. Eso significa, que
opere como patrón de orientación del
diseño y la implementación de las políticas
públicas.

La EN 2050 recoge antecedentes de
planificación del desarrollo, a nivel
nacional a internacional. En particular, la
experiencia de CEPAL y de la CIDE en los
años sesenta del siglo pasado.12

El objetivo de una estrategia nacional de
desarrollo a largo plazo es contar con una
herramienta de planificación que:

• Concierte intereses diversos, propicie la
suma de esfuerzos y guíe la política de los
futuros planes de gobierno.

• Brinde lineamientos claros que
enmarquen los planes de los diferentes
organismos del Estado.

• Establezca desafíos alcanzables en un
horizonte definido.

• Enmarque las acciones a seguir para

alcanzar el rumbo definido.

• Genere insumos para la toma de
decisiones estratégicas en el presente que
puedan tener impacto sobre el devenir
nacional en el mediano y largo plazo.

“Una sociedad desarrollada es aquella que
es capaz de aplicar y reproducir las mejores
prácticas de un tiempo histórico, en el
plano científico y tecnológico, de la
economía, de las formas de organización
social, de la gestión, de la política y la
democracia, de las instituciones y de la
cultura, en un sentido general.” (OPP,
2019a:14).

A diferencia de las formas de planificar del
siglo XX, se fundamenta en una
metodología prospectiva y participativa.
Propone imágenes de futuro que
convoquen e inspiren horizontes
desafiantes, que producen grandes líneas
de acción para avanzar en ese sentido.

Esas líneas de acción que señalan la
voluntad del Estado de avanzar, pero
recogen el sentir y el pensar de los demás
actores sociales, procurado garantizar el
compromiso de los agentes involucrados y
afectados en cada área temática.

La metodología de trabajo involucra
acciones orientadas a la generación de un
marco de confianza interactoral para la
expresión de perspectivas diversas en torno
a cada temática. Si bien la EN 2050 le
confiere al sector público el rol de liderar y
proveer los elementos orientadores que
hagan posible su concreción, los diversos

12. De la labor este organismo nació en 1960 el Plan Nacional de Desarrollo, un amplio programa de desarrollo que incluía reformas

estructurales. Aplicado parcialmente, sin embargo, el diagnóstico y las propuestas hicieron de la CIDE un hito de la historia política,

social, económica y cultural del Uruguay.



Figura 2: Ejes de la EN 2050

Fuente: OPP (2019)

actores que fueron parten de los procesos
de elaboración de estos lineamientos
estratégicos constituyen también agentes
clave para la articulación de estrategias a
corto y mediano plazo.

La EN 2050 tiene dos ejes temáticos claves
para el desarrollo (el cambio demográfico y
la transformación de la matriz productiva)
y tres ejes temáticos transversales: los
sistemas de género, el desarrollo cultural y
el desarrollo territorial.

En esta especificación de ejes transversales
se expresa de manera explícita una mirada
territorial al desarrollo. La EN 2050 parte

de la observación de que existen
importantes diferencias entre los niveles de
desarrollo de los distintos territorios, lo que
demanda incorporar una nueva forma de
mirar las estrategias nacionales.

Sostiene que “el despliegue y la operación
de cualquier estrategia dirigida al
desarrollo requiere reconocer las aptitudes
y capacidades de los territorios y,
particularmente, la interacción antes
mencionada, para ajustarla de forma tal de
asegurar la equidad y la igualdad de
oportunidades, más allá de la región donde
se viva. En definitiva, de eso hablamos
cuando hablamos de territorializar una



13. Creado por Ley Nº16.112 de 30/05/90.

política, un plan o una estrategia.” (OPP,
2019a:194).La mirada global de la EN 2050
procura recuperar para el país la capacidad
y voluntad de planificar y adelantarse a los
procesos de transformación social y
productiva, pero, a diferencia de
experiencias anteriores, estando
sumamente atenta a no amplificar las
brechas interterritoriales.

En términos de los conceptos teóricos
referidos líneas arriba, por primera vez en
décadas, se observa un esfuerzo global por
transformar las reglas del juego del (los)
campo (s) local(es), y avanzar hacia los que
Manuel Castells denomina “identidad de
proyecto”.

La Ley No. 18.308 (junio de 2008), a la que
deben agregarse sucesivas
reglamentaciones, establece el marco
regulador general para el ordenamiento
territorial y desarrollo sostenible. Ello
significa que establece las competencias e
instrumentos de planificación,
participación y actuación en la materia,
orienta el proceso de ordenamiento del
territorio hacia la consecución de objetivos
de interés nacional y general y diseña los
instrumentos de ejecución de los planes y
de actuación territorial (Poder Legislativo,
2008).

Esta ley realiza ajustes a las Leyes Nº
10.723, de 21 de abril de 1946 y Nº 10.866,
de 25 de octubre de 1946 (Ley de Centros

Poblados, así como a la Ley Nº 13.493, de
20 de setiembre de 1966 y a la Ley Nº
17.292, de 25 de enero de 2001, y la Ley Nº
9.515, de 28 de octubre de 1935 (Ley
Orgánica Municipal).

El Poder Ejecutivo ejerce su competencia
nacional sobre las materia a través del
Ministerio de Vivienda, Ordenamiento
Territorial y Medio Ambiente (en adelante
MVOTMA).

La LOTDS se enmarca en el espíritu de la
reforma constitucional de 1967, que
confirió al Poder Ejecutivo el rol de órgano
central de conducción y orientación
política. En función de ello, aumentó sus
potestades en varios campos y previó la
existencia de “Planes y Programas de
Desarrollo” (art. 230). Desde ese lugar se
han incorporado normas que atribuyen al
Poder Ejecutivo la potestad de “fijar”,
“formular”, o “establecer” la política
aplicable en varios sectores de la actividad
nacional y “controlar” su ejecución
(Cajarville Peluffo, 2012:53).

Es parte de un proceso de los últimos
treinta años en el país, que tiene un hito en
la creación del Ministerio de Vivienda,
Ordenamiento Territorial y Medio
Ambiente (MVOTMA), en 1990, y sobre
todo en la aprobación del Plan de
Ordenamiento Territorial de Montevideo
(POT), en 1998. Este hecho trascendió el
ámbito del departamento de Montevideo,
pues aplicó un nuevo modelo de
consideración del territorio y de cómo
abordar acciones que en él se desarrollan

La regulación en la materia que hace a la



LOTDS existía, aunque bajo la forma de
normas dispersas. La novedad es la mirada
nacional y global sobre el uso y la
propiedad del suelo, y la generación de un
espectro amplio de figuras normativas
denominadas instrumentos, que contienen
en sus distintas escalas y alcances, los
contenidos de la planificación y la gestión
del territorio de un modo organizado y
sistemático.

Otra novedad, de tipo conceptual, es la
incorporación del paradigma del desarrollo
sostenible, que procura garantizar la
solidaridad intergeneracional en el uso y el
aprovechamiento de los recursos naturales
y culturales.

En términos generales, la LOTDS 2008
institucionaliza la ordenación del territorio
introduciendo el modelo de la planificación
como conducta jurídicamente vinculante,
no solo para las agencias estatales, sino
también para todas aquellas otras cuya
gestión se relacione con el uso del
territorio. (Castro Casas, 2011)

La LOTDS es un esfuerzo desde la lógica

de la planificación de cuño urbanista por
equilibrar el crecimiento económico y el
social y reducir asimetrías territoriales en
términos de desarrollo. Al mismo tiempo
procura romper el paradigma de la
actuación territorial sectorial y
desarticulada de las agencias estatales,
actores económicos y sociales (artículo 5,
literal b, de la LOTDS).

La ley genera una jerarquía de directrices
para la planificación e implementación del
uso de suelo, y requiere para su definición
la participación ciudadana, promoviendo
en desarrollo y el acceso a los recursos
naturales y servicios sociales. Introduce la
necesidad de la escala regional a fin de
obtener economías de escala y una masa
crítica para proveer infraestructura, y
servicios, así como para crear
oportunidades de desarrollo (artículos 12 y
13 de la LOTDS).

La planificación y ejecución de las
orientaciones de la LOTDS se ejerce a
través de los siguientes instrumentos de
Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Sostenible:

Tabla 8: Instrumentos de la LOTDS por ámbito de aplicación

Fuente. Elaboración propia



Para facilitar la coordinación entre niveles
de gobierno se crea el Comité Nacional de
Ordenamiento Territorial, presidido por el
Ministro de Vivienda, Ordenamiento
Territorial y Medio Ambiente, e integrado
por los ministros de Transporte y Obras
Públicas; Ganadería, Agricultura y Pesca;
Industria, Energía y Minería; Turismo,
Defensa Nacional; Economía y Finanzas; el
director de la OPP el presidente del
Congreso de Intendentes.

En materia departamental, la LOTDS
habilita la aprobación por ley nacional de
Directrices Nacionales de Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Sostenible
(DDOTDS) con el objetivo de fijar las bases
y principales objetivos estratégicos
nacionales en la materia. Las competencias
fijadas por la LOTDs fueron objeto de
deliberación sobre la afectación que podría
realizar a las autonomías departamentales.
El inciso 3 del art. 262 de la Constitución
encomienda a la ley la delimitación de la
materia14 departamental y municipal, con
la expresa restricción de que no podrán
incluir los servicios de seguridad pública
(arts. 168­1º y ­2º y 262 CU).

La Ley No. 19.272 de 18/09/201415

determina la materia departamental;
identifica como tal “… la definición y
diseño de las políticas referidas al
ordenamiento territorial, en el marco de las
disposiciones de la Ley de Ordenamiento
Territorial y Desarrollo Sostenible, así
como de la legislación vigente en materia
nacional y departamental” (Poder
Legislativo, 2014). Con la última redacción

dada por el art. 504 de la ley Nº 19 355 de
19/12/2015 al art 6 de la ley N.º 18 567 es
materia de los Gobiernos Departamentales
la protección del ambiente.

Las modificaciones a la regulación en la
materia procuran limitar el alcance de la
norma por parte de los GGDD, lo que
pauta el conflicto de intereses entre actores
procuran no perder posiciones dentro del
campo de fuerzas local, por regular las
relaciones a su interior.

Estas pujas expresan recelo por posiciones
y espacios de poder dentro del campo local,
que trascienden lo meramente regulativo.
Es poder social consolidado lo que está en
juego, capacidad de producir realidad y
generar arreglos de gobernanza que tiene
larga data. Posteriores acuerdos entre
niveles de gobierno y actores locales en la
aprobación de las DDOTDS muestran que
la ecuación local de poder no está
congelada, y que puede renegociarse la
posiciones si se cambia la mirada desde la
que se aprecia el OT.

La reforma constitucional de 1996
introduce la facultad del Estado para
impulsar políticas de descentralización que
fomenten el desarrollo y el bienestar
regional. Los niveles de gobierno de orden
preceptivo en Uruguay han sido
históricamente dos, el nivel nacional y

14. Art. 9 de le Ley 18 308 de 26/06/2008.

15. Con la redacción actual dada por el art 504 de la Ley No 19 355 de 19/12/2015.



subnacional asociado al nivel intermedio­
departamental del territorio, mientras que
el tercer nivel de gobierno de orden
preceptivo en el nivel local se constituye
formalmente recién en el año 2010 (De
Barbieri, 2013). La Ley 9.515 (Ley Orgánica
Municipal), promulgada en 1935, establece
la estructura administrativa de los
departamentos. Desde su promulgación, la
ley no ha sido actualizada, sino
“modernizada” con otras normas, como la
reforma constitucional sobre las elecciones
y financiamiento de 1996, y la Ley 18.567:
Descentralización, Política y Participación
Ciudadana del 2009. Parte del impulso
detrás de estos cambios es el deseo de
fortalecer el nivel de descentralización
territorial en el país.

La LDPC (18.567) promulgada el 13 de
setiembre de 2009 por el Poder Ejecutivo
inició formalmente el proceso de
descentralización local en Uruguay Esta
ley, seguida de otras complementarias y
modificativas16, desarrolla las facultades
establecidas por los artículos 262 y 287 de
la Constitución, estableciendo que habrá
una autoridad local que se denominará
Municipio, configurando un tercer nivel de
Gobierno y de Administración.

Según la redacción de la Ley Nº 19.272
“Toda población de más de dos mil

habitantes constituirá un Municipio y su
circunscripción territorial deberá
conformar una unidad, con personalidad
social y cultural, con intereses comunes que
justifiquen la existencia de estructuras
políticas representativas y que faciliten la
participación ciudadana. En aquellas
poblaciones que no alcancen el mínimo de
habitantes requeridos por el presente
artículo, podrá haber un Municipio, si así lo
dispone la Junta Departamental a iniciativa
del Intendente o el 15% (quince por ciento)
de los inscriptos residentes en una
localidad o circunscripción, siguiendo el
mecanismo dispuesto en el artículo 16 de la
presente ley. Para la constitución de
Municipios dentro de las capitales
departamentales se requerirá iniciativa del
Intendente y aprobación de la Junta
Departamental en concordancia con lo
establecido por el inciso segundo del
artículo 262 de la Constitución de la
República.” (Poder Legislativo, 2009).

Según el Art. 2 de la referida ley, será la
Junta Departamental, a propuesta del
Intendente, quien definirá la nómina de las
localidades que cumplan con las
condiciones establecidas para la creación de
Municipios, su denominación y sus
respectivos límites territoriales.

Como posibilidad, pero no con carácter

16. Ley Nº 18.644: “Descentralización territorial y participación ciudadana. Modificación de la ley Nº 18.567”, sancionada por el Senado

el 4 de febrero y promulgada el 12 de febrero de 2010. Contiene seis artículos que sustituyen, derogan o modifican parte del articulado

de la ley inicial y en algún caso agregan nuevos incisos (véase el cuadro con aportes de esta ley en el Anexo II de este documento). En

particular, brinda más detalles sobre las condiciones necesarias para quienes pretendan ser miembros del Municipio (artículo 10), agrega

definiciones sobre la instalación de municipios al 2015, y entre otras innovaciones agrega que la Corte Electoral reglamentará la ley en

todo lo atinente a los actos y procedimientos electorales referentes a las elecciones de los Municipios.

Ley Nº 18.653: Sancionada por el Senado el 11 de marzo y promulgada el 15 de marzo de 2010. Tiene dos artículos a través de los que

crea los primeros 89 municipios e identifica los respectivos distritos electorales que los componen.



preceptivo se establece que los acuerdos
previstos en el artículo 262 de la
Constitución de la República, entre el
Poder Ejecutivo y los Gobiernos
Departamentales, podrán incluir la
radicación de servicios y actividades del
Estado para su ejecución por parte de los
Municipios.

Las materias departamental y municipal
quedan diferenciadas en los artículos 6 y 7
respectivamente.

Es de la primera:

• Los cometidos que la Constitución de la
República y las leyes asignen a los
Gobiernos Departamentales.

• Los asuntos que emerjan de acuerdos
entre el Gobierno Nacional y el
Departamental.

• La protección del ambiente y el
desarrollo sustentable de los recursos
naturales dentro de su jurisdicción.

• La definición y diseño de las políticas
referidas al ordenamiento territorial, en el
marco de las disposiciones de la Ley de
Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Sostenible, así como de la legislación
vigente en materia nacional y
departamental.

• La definición de la política de recursos
financieros.

• El diseño y conducción de la política de
recursos humanos.

• La generación de programas
presupuestales municipales enmarcados en
el presupuesto departamental.

Ley Nº 18.659: Dispone que será alcalde el primer titular de la lista más votada del lema más votado dentro de la respectiva

circunscripción territorial que resulte electo y proclamado, sancionada por el Senado el 21 de abril y promulgada el 26 de abril de 2010.

Con un artículo único, establece la interpretación que deberá hacerse para la designación del alcalde.

Ley Nº 18.655: Establece el régimen de incompatibilidades, beneficios e inhibiciones de alcaldes (los mismos que los Intendentes) y

concejales (los mismos que los de los integrantes de las juntas departamentales y locales), sancionada por el Senado el 6 de julio y

promulgada el 7 de julio de 2010.

Ley Nº 19.272: Promulgada el 18 de Setiembre de 2014, establece nuevas modificaciones a la ley Nº 18.567.



Por su parte a materia municipal estará
constituida por:

• Los cometidos que la Constitución de la
República y la ley determinen.

• Los asuntos que le son propios dentro de
su circunscripción territorial. El
mantenimiento de la red vial local, de
pluviales, de alumbrado y de espacios
públicos; el control de fincas ruinosas. El
servicio de necrópolis, salvo la existencia de
disposiciones departamentales que lo
excluyan. El seguimiento y control de la
señalización del tránsito, de su
ordenamiento, en el marco de las
disposiciones nacionales y departamentales
vigentes. El seguimiento y control de la
recolección de residuos domiciliarios y su
disposición, asumiendo directamente la
tarea, salvo la existencia de disposiciones
departamentales que lo excluyan.

• La administración de los recursos
financieros establecidos en su programa
presupuestal, que deberán estar incluidos
en el presupuesto departamental.

• La administración de los recursos
humanos dependientes del Municipio, sin
perjuicio de lo dispuesto por el numeral 5°
del artículo 275 de la Constitución de la
República.

• La articulación con los vecinos y la
priorización de las iniciativas existentes, en
las que puedan intervenir.

• La relación con las organizaciones de la
sociedad civil de su jurisdicción.

• La celebración de convenios dentro del
área de su competencia.

• El conocimiento de las obras públicas a

implementarse en su jurisdicción.

• Los asuntos que, referidos a cuestiones
locales, el Poder Ejecutivo, por intermedio
del respectivo Gobierno Departamental,
acuerde asignar a los Municipios.

• La participación en proyectos de
cooperación internacional que comprendan
a su circunscripción territorial.

• Los asuntos que resulten de acuerdos
concretados entre más de un Municipio del
mismo departamento, con autorización del
Intendente.

• Los asuntos que resulten de acuerdos
entre los Gobiernos Departamentales para
ejecutarse entre Municipios de más de un
departamento.

• Los asuntos que el respectivo Gobierno
Departamental asigne a los Municipios.

• Los proyectos de desarrollo
comprendidos dentro de los numerales 11)
y 12) que obtengan financiamiento de
cooperación que sean respaldados por el
30% (treinta por ciento) de los inscriptos en
la respectiva circunscripción o por
unanimidad de los integrantes del
Municipio y que no comprometan el
Presupuesto Quinquenal del Gobierno
Departamental, deberán ser habilitados
para su ejecución.



La ley también establece que los
Municipios instrumentarán la participación
de la sociedad en las cuestiones del
Gobierno local, creando los ámbitos
necesarios y los mecanismos adecuados
“para que la población participe de la
información, consulta, iniciativa y control
de los asuntos de su competencia, los que
deberán ser implementados bajo su
responsabilidad política” (Poder
Legislativo, 2009). Si no fueren
establecidos podrá promoverse el derecho
de iniciativa ante el Municipio. Pasados
sesenta días sin que éste se pronuncie,
podrá presentarse dicha iniciativa ante la
Junta Departamental. El no
pronunciamiento de ésta en un plazo de
noventa días se considerará como
denegatoria, lo que termina haciendo de la
generación de participación ciudadana, una
posibilidad mediada por el gobierno local.

Vista desde un enfoque de derechos, la
descentralización busca la mejor
combinación entre políticas de Estado
nacionales y liderazgo del estado central,
con estrategias (o prioridades) endógenas
de desarrollo regionales – departamentales
– o locales que habiliten a su vez una mejor
llegada del estado a la ciudadanía.

Procura que no solo se expresen las
demandas articuladas por grupos de
presión o de interés ya consolidados, sino
también las ciudadanos o grupos sociales,
que frecuentemente, no logran articularse
ni tienen canales claros de posicionamiento
de esas demandas. El gobierno local
debería significar un interlocutor más

accesible y abierto al planteo de sus
demandas particulares.

Si se impusiera una versión virtuosa se
ampliaría por este medio la canalización de
la demanda social no articulada o de la
sociedad civil no organizada. En ese caso se
constituirían nuevas redes de gobernanza
local. En caso contrario estos nuevos
canales pueden reproducir no sólo la
demanda sino nuevas formas de
clientelismo que se delega de la
Intendencia al Municipio, y en el que las
demandas canalizadas podrían tender a ser
tratadas de manera particularista.

Los gobiernos locales son parte de un
sistema más amplio y en tanto abierto a
otros agentes analizaré las condiciones y las
consecuencias para la gobernanza que la
generación del tercer nivel ha producido.

Particularmente, en la construcción de
redes de actores territoriales y
extraterritoriales que mejoren la calidad y
la legitimidad de las políticas de
producción de los espacios locales, se juega
la generación de condiciones para la
gobernanza.

Con Mc Adam (1999)17, puede afirmarse
que la toma de decisiones por parte de los
actores es resultado de la intersección de
tres factores: los marcos estructurantes
(sistemas de representaciones que permiten
leer un hecho como oportunidad o
amenaza), las oportunidades políticas y las
estructuras organizacionales. El
aprovechamiento de las oportunidades no

17. Mc ADAM, D. Et al (1999), Oportunidades, estructuras de movilización y procesos enmarcadores: hacia una perspectiva sintética y

comparada de los movimientos sociales, en Mc Adam, D y otros Movimientos sociales: perspectivas comparadas, Madrid, Istmo, pp. 21

y ss.



sólo depende de la matriz orientadora
(pues muchas veces no explica de por sí las
diferencias de las decisiones de los
agentes), sino también de la disponibilidad
de recursos organizacionales (estructuras,
capacidades de descifrar el contexto,
liderazgos consolidados, entre otros). La
capacidad de integrar una matriz social
proclive a la descentralización, junto a la
disponibilidad de estructuras
organizativas, pone a los actores en
condiciones favorables para el
aprovechamiento de oportunidades
políticas.

La profundidad de esta triple articulación
de factores delimita el alcance de los
arreglos territoriales que los actores
pueden negociar: el nivel meta (los valores
últimos en función de los cuales se justifica
la descentralización), el nivel macro (la
vocación del territorio, su economía y
proyecto territorial), el nivel meso (las
formas organizativas que permite la
operacionalización de las decisiones de los
agentes) y el nivel micro (las relaciones de
confianza interpersonales que posibilitan el
diálogo entre los agentes). La complejidad
del entramado interno y externo de los
gobiernos locales depende de las
condiciones preexistentes del campo local,
pero hay un espacio para generar
innovación en la generación de condiciones
para la gobernanza que se construye en las
confianzas interpersonales y
organizacionales, en los niveles micro y
meso de la acción social. Cómo esto
condiciona desde la política local, la
producción de institucionalidad que
acompañe el desarrollo territorial será
analizado en el capítulo de conclusiones.

Las MDR son un instrumento de política
pública para el desarrollo rural y territorial,
creadas a través de la Ley Nº 18.126 del 12
de mayo de 2007.

Constituyen una instancia de diálogo
sociocultural, político y económico que
nuclea en territorio a representantes de las
organizaciones de la sociedad civil
–productores familiares y asalariados
rurales– y representantes de la
institucionalidad pública agropecuaria. Las
MDR son una respuesta desde la
participación social a los procesos
entrópicos que se dan en el Uruguay desde
hace décadas: disminución del número de
productores familiares, el corrimiento de
sus espacios de producción hacia la
frontera agrícola y el crecimiento de los
asalariados rurales.

Según Villalba (2015), la vulnerabilidad de
estos sectores de la población había llegado
en 2004 a la exclusión de políticas, procesos
y oportunidades de innovación, agregado
de valor, comercialización, de acceso a
tecnologías para el cuidado del medio
ambiente y formas de organización que les
permitan mejorar el acceso a los servicios
existentes y a visibilizar sus demandas.

La experiencia es impulsada por el
Ministerio de Ganadería, Agricultura y
Pesca (MGAP) a través de la Dirección
General de Desarrollo Rural (DGDR),
tomando como antecedente el trabajo con
MDR, que ya venía realizando el Programa
Uruguay Rural (PUR) financiado por el
Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola



(FIDA) y el Estado uruguayo en algunos
espacios rurales.

Genera una nueva institucionalidad
inclusiva (la DGDR) y reconoce y valida las
organizaciones de borde que surgen en las
instituciones formales de larga trayectoria,
y las integra como espacios de construcción
de conocimiento de participación y de
diálogo con el resto de la sociedad rural y
el sector político.

Hay al menos una MDR en cada
departamento, integrada por un miembro
del Consejo Agropecuario Departamental,
un representante de cada una de las
cooperativas agropecuarias, uno de cada
una de las organizaciones gremiales
agropecuarias y uno de la Comisión de
Agro de la Junta Departamental.

La referida ley estable que son cometidos
de las MDR:

a) promover un mayor involucramiento y
participación de la sociedad agropecuaria
en la instrumentación de las políticas del
sector;
b) detectar las demandas e inquietudes de
los productores rurales del departamento;
c) canalizar los distintos proyectos de
desarrollo;
d) promover una mayor articulación y
coordinación de los sectores público y
privado de las cadenas productivas
agropecuarias más representativas; y
e) orientar sus esfuerzos hacia la búsqueda
de una mayor equidad, desarrollo local y a
la preservación del medio ambiente.

Visto dese un análisis centrado en los
capitales, como señala Flora y Flora (2006),
este tipo de estrategias de acción para
poblaciones vulnerables surgen de un

equilibrio dinámico entre los capitales y las
inversiones que, en sentido amplio, se
realizan para mejorarlos.

Así, las MDR son nodos de red entre la
institucionalidad pública y las
organizaciones de la sociedad civil del
medio rural, que pretenden fomentar el
ejercicio de participar y decidir, siguiendo
la idea de A. Sen de que cualquier país se
prepara para la democracia a través de las
prácticas de la democracia (1999: 4).

Como señala Villalba (2015:16)” esta
dinámica de las Mesas, las configuran
como un espacio estructural de encuentro
entre bordes de la sociedad: el borde del
sistema gubernamental público en
territorio con el borde de la sociedad civil
(organizaciones rurales a través de sus
representantes).”

Esa peculiaridad, interpretada desde el
punto de vista del encuentro entre
conocimiento técnico como bien público y
la sociedad, permite al autor conceptualizar
a las MDR como organizaciones de borde,
siguiendo a Cash y Buizer (2005:44).

Por esta razón las MDR son un instrumento
de política pública que intenta articular
distintas formas de capitales presentes en el
territorio (institucional, productivo,
cultural y social). Estos capitales, en la
medida que se activen como tales, permiten
la formulación y realización de proyectos
implementados por el Estado que brindan
acceso a recursos que fortalezcan las
estructuras de los establecimientos, el
acceso tecnologías para el mejor manejo del
sistema y de los procesos productivos, y
mejoras en la calidad de vida.

Para Villalba (2015:44), siguiendo a North,



estamos frente al desarrollo de la “nueva
economía institucional”, en dos niveles
complementarios.

En primer lugar, el institucional, entendido
como las reglas fundamentales que
establecen las bases para la producción, el
intercambio y la distribución de bienes,
servicios y oportunidades.

El segundo nivel es el que se refiere a los
arreglos institucionales, o sea los acuerdos
entre unidades económicas, que gobiernan
las formas en que dichas de la competencia
o cooperación entre unidades productivas.

Para North, la historia del desarrollo es la
historia de las formas institucionales
exitosas, aquellas que disminuyeron
drásticamente los costos de transacción
(Coase, 1973). “En el caso de las Mesas,
bajan esos costos por la socialización de la
información y el consenso de la demanda
de bienes y servicios públicos”, señala
Villalba.

También acá, como en el caso de la
descentralización política, los procesos que
se dan en las MDR, si conforman una
círculo virtuoso provocan una
configuración de capitales que permiten un
salto en escalabilidad económica, política y
social.

Se convierten en experiencias de
apropiación de los instrumentos de la
política pública, “elementos instituyentes
que hacen al rostro sustantivo de lo
democrático” (2015: 44).

En cambio, si generan solamente
movilización, pero esta no se traduce en
nuevas ecuaciones económicas, políticas y
sociales en el territorio, se desgasta como

instrumento y refuerza los aspectos más
desmovilizadores de las reglas de juego del
campo local.

Por la Ley N° 18602 se creó la Agencia
Nacional de Desarrollo (ANDE), cuya
finalidad es “contribuir al desarrollo
económico productivo, en forma
sustentable, con equidad social y equilibrio
ambiental y territorial.”

Es una agencia pública de derecho privado,
cuyos programas e instrumentos de la
ANDE ponen énfasis en la promoción de
las micro, pequeñas y medianas empresas.
Su articulación con el Poder Ejecutivo se
realiza a través del Gabinete Ministerial de
Transformación Productiva y
Competitividad.

Los cometidos de la ANDE le confieren un
rol articulador entre la oferta pública y
privada orientada al desarrollo, así como
de promotor del emprendedurismo y la
innovación en la material. También opera
como un agente de capitalización del
territorio en materia de conocimiento
técnico, para fortalecer las capacidades de
las empresas y organizaciones que operan
desde una lógica de desarrollo territorial.

Específicamente le compete a la ANDE:



a) Asesorar al Poder Ejecutivo en materia de programas e instrumentos orientados al
desarrollo económico productivo.

b) Diseñar, implementar y ejecutar programas e instrumentos, financieros y no financieros,
para el fomento del desarrollo económico productivo.

c) Promover, articular y coordinar las acciones de los actores públicos y privados
vinculados al desarrollo económico productivo, de modo de potenciar las sinergias entre
ellos y aprovechar al máximo los recursos disponibles.

d) Evaluar sus programas e instrumentos en forma continúa dando adecuada difusión
pública de los resultados.

e) Promover la incorporación del conocimiento para la mejora de la gestión de las
empresas y organizaciones públicas y privadas vinculadas al desarrollo económico
productivo.

f) Promover el emprendedurismo en todo el territorio nacional.

g) Brindar asistencia técnica, apoyo logístico y asesoramiento a cualquier ente público y a
los Gobiernos Departamentales, para la implementación de los lineamientos estratégicos y
prioridades definidas por el Poder Ejecutivo.

h) Administrar fondos, por cuenta de terceros, dirigidos al fomento, promoción o
asistencia a actividades o sectores productivos.

i) Constituir fondos de inversión y fideicomisos y cumplir cualquiera de las funciones
referidas a fideicomisos en general, financieros o de cualquier otro tipo que tengan por fin
el cumplimiento de los cometidos de la Agencia.

j) Establecer relaciones de cooperación recíproca con instituciones públicas y privadas,
nacionales o extranjeras, y con organismos internacionales que permitan el óptimo
aprovechamiento de recursos disponibles en beneficio del país.

k) Actuar como ejecutora de proyectos vinculados al desarrollo económico productivo
financiados con préstamos o donaciones nacionales o internacionales.

l) Administrar, directamente o por intermedio de un fiduciario financiero profesional,
como uno o varios patrimonios de afectación independiente.

m) Fomentar los efectos positivos de las inversiones nacionales y de la radicación de
inversiones extranjeras en el país, con énfasis en las inversiones secuenciales, los
encadenamientos productivos y el desarrollo de proveedores.



Esta agencia se vincula estratégicamente al
Sistema Nacional de Transformación
Productiva) y Competitividad (STPC),
creado por la Ley N° 19472 con la finalidad
de “promover el desarrollo económico
productivo e innovador, con
sustentabilidad, equidad social y equilibrio
ambiental y territorial” (Poder Legislativo,
2017)

Esto incluye el impulso a un proceso de
“transformación productiva orientado a la
expansión de actividades innovadoras con
mayores niveles de valor agregado y
contenido tecnológico nacionales.” (2017:
2)

Como componente destacado de ese
impulso el STPC favorece la promoción de
actividades con potencial de generar
capacidades locales y de incorporarse en
cadenas de valor, especialmente las
nacionales y regionales.

En fin, el STPC, dentro del cual entender
las acciones de ANDE, pone énfasis en el
fortalecimiento de actividades económicas
con derrames en materia de tecnología,
innovación, empleo de calidad y
fortalecimiento de las capacidades
nacionales.18

De esta manera, traduciendo estos
objetivos al lenguaje propuesto en el marco
conceptual, estamos frente a estrategias
tendientes a afectar sistémicamente los
territorios, afectando las condiciones de
producción de valor y de circulación de
capital económico: promoción de economía

social, generación de competitividad
sistémica, movilización de las capacidades
nacionales de innovación radicación de
inversiones extranjeras en el país para
maximizar su contribución a los objetivos
de la estrategia nacional de desarrollo
productivo.

El PDGS constituye una iniciativa del
Gobierno Nacional con financiamiento del
Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y
contrapartida local. Se propone contribuir
a la mejora de la autonomía financiera de
las Intendencias Departamentales (IDs)
respecto del Gobierno Nacional y mejorar
la prestación de los servicios básicos que se
encuentran a su cargo.

Los objetivos específicos del PDGS son:

a) mejorar la capacidad institucional de la
IDs en materia de planificación, gestión
financiera, gestión de inversión pública y
gestión de ingresos fiscales propio; y
b) mejorar y expandir la cobertura de los
servicios básicos que brindan las IDs.

El programa se propuso intervenir en
primera instancia en el nivel
organizacional, actuando junto a las IDs
para mejorar la eficacia y eficiencia de estos
en la prestación de servicios y en la
generación de condiciones para el

18. Por ej. el Programa Generación y Fortalecimiento de Ecosistemas Regionales de Emprendimientos pretende colaborar en el impulso

del emprendimiento y la cultura emprendedora en diferentes zonas de Uruguay, acelerando los procesos de desarrollo de ecosistemas

locales, vincularlos con otros ecosistemas regionales y nacionales, para así de acortar curvas de aprendizajes y generar mejores

capacidades para el desarrollo de emprendimientos.



desarrollo en sus territorios.

El PDGS forma parte de un proceso de
fortalecimiento se enmarca en un proceso
de fortalecimiento que tiene sus
antecedentes el Programa de
Ordenamiento Municipal I y II (POM),
programa de Desarrollo Municipal III
(PDM) y el programa de Desarrollo de la
Gestión Municipal IV (PDGM). Estos
programas partieron de la necesidad de las
IDs por gestionar grandes obras como
productos tangibles, así como por la
necesidad de mejorar componentes de
gestión.

En cada una de sus versiones, la
preocupación fue cambiando: el POM I se
desarrolló en un momento en el cual las
IDs presentaban fuertes necesidades
básicas de equipamiento que permitiera
desarrollar mecanismos de recuperación de
los costos en los que debían incurrir.
Modernización de la gestión significó en
los gobiernos departamentales posteriores
a la dictadura cívico­militar (1973­1984)
adquisición de equipamiento informático.
En el POM II se trabajó en la mejora en la
gestión catastral.

El PDM III continuó con la línea de
inversión como principal medio de
intervención. Desde una lógica de
desarrollo local, haciendo especial énfasis
en el fortalecimiento de capacidades de los
gobiernos departamentales para proyectar,
comunicar y planificar.

En el caso de antecedente más reciente, el
PDGM, se puso nuevamente el foco de
atención en las necesidades de inversión
para el desarrollo urbano, social y
económico de las intendencias.

PDGS I y II han continuado la línea de
programa con dos componentes:
modernización de la gestión e inversiones
para el desarrollo subnacional.

La estrategia llevada a cabo por el PDGS se
sostuvo en tres pilares: el papel central y
articulador con el territorio de la OPP, la
apropiación de metodologías y técnicas de
cambio organizacional por parte las IDs, la
retroalimentación de los roles contenidos
en a) y b) con los mecanismos de monitoreo
y control internos generados por el propio
programa

Pensado desde una lógica de
fortalecimiento, dentro de la cual el
componente de inversión operaría como
estímulo al cambio organizacional, sin
embargo, es visto por las IDs como un
programa de obra de gran escala. Salvo en
el caso en que el fondo es percibido como
una pequeña parte del presupuesto de
obras, las IDs perciben en la oportunidad
de hacer una obra de transformación
urbana global, difícil de realizarse sin los
recursos y capacidades que este aporta.

Esta percepción y uso que las IDs le dan la
PDGS, es convergente en el hecho de que el
nivel de ejecución financiera está
fuertemente asociado a la ejecución de
proyectos, principalmente dentro del
componente de Inversión. En tanto, las
acciones de mejora de gestión
(modernización) tienen una menor
incidencia en la ejecución financiera, con
un perfil “no tangible”, que no tendría
“retorno político” tan inmediato como las
obras.

Existe una evaluación favorable del PDGS
por parte de los GGDD, lo que ha facilitado
la integración de innovaciones en materia



de gestión y la coordinación con otros
programas de OPP (Uruguay Integra,
Uruguay más Cerca), y otros organismos
públicos.

Como fue señalado anteriormente, el FDI
es un fondo de rango constitucional
destinado a proyectos de descentralización
que reviertan las desigualdades en
términos de desarrollo de los
departamentos.

Sin embargo, no existen elementos de
prueba suficientes para determinar si está
promoviendo el desarrollo del interior o si
se está utilizando para cubrir los gastos
departamentales para competencias que
deben o pueden ser financiadas de otra
manera. la mayoría de los proyectos
financiados por el FDI se están orientados a
la generación y mantenimiento de
infraestructura (ej., caminos, drenaje de
agua, reha¬bilitación de espacios urbanos,
etc.), siendo los proyectos productivos, de
menor valor.

La infraestructura es una preocupación
territorial importante en Uruguay, hecho
reconoci¬do por todos los niveles de
gobierno. Sin embargo, el desarrollo
territorial no se genera per se por su
expansión y mejora. La infraestructura
puede atraer, facilitar y mejorar la creación
y manten¬ción de fuentes productivas,
pero no es un motor autónomo o
independiente en el desarrollo territorial.
Otros factores como el capital humano, la
innovación, la aglomeración humana, y
reducción de la distancia a mercados
juegan un papel significativo en el
desarrollo territorial.

La producción de nueva infraestructura
opera al nivel de acceso a servicios de

calidad por los ciudadanos, y a nivel
cultural puede producir corrientes de
identificación positiva con el territorio,
hacer de él un mejor lugar para vivir.
Favorece la integración social, pero no
altera las reglas del campo local si no va a
unido a procesos de transferencia de
responsabilidad a la sociedad local. Si no
queda asociado a nuevas formas de
participación que alteren las reglas del
juego y que produzcan un salto de calidad
en términos de competitividad sistémica.

El Programa Uruguay integra, de la
Dirección de Descentralización e inversión
Pública de la OPP “busca promover
desarrollo con equidad territorial,
fortaleciendo la descentralización y
aumentando las oportunidades de
desarrollo en los territorios más
vulnerables del país” (OPP:2015).

Nació en 2008 como un programa de
cooperación internacional entre la Unión
europea (UE) y la República Oriental del
Uruguay, para fortalecer la
descentralización y contribuir a la cohesión
social y territorial en el país.

Para el período 2015­2020 se propuso
fortalecer las capacidades de gestión,
planificación y rendición de cuentas de los
municipios, así como reducir las diferencias
en el acceso a oportunidades de desarrollo
de la población en los territorios más
vulnerables. Ha favorecido un proceso de
desarrollo local inclusivo, integral o
sectorial, a través de la articulación entre
actores del ámbito público y privado.



Dentro de esos objetivos ha llevado a cabo
acciones de fortalecimiento del capital
cognitivo nacional sobre los territorios, y
de estos sobre sí mismos: ha generado y
difundido información relevante para
políticas territoriales y la profundización
del proceso de descentralización, y
desarrollado indicadores para medir los
avances en términos de reducción de
desigualdades intra e interterritoriales. El
foco en lo local ha intentado favorecer el
desarrollo endógeno y participativo que
fueran congruentes con los procesos
dirigidos desde el gobierno, indispensables
para la estimulación sostenida de procesos
locales de desarrollo, en particular la
planificación territorial, los procesos de
acercamiento al ciudadano y la
conformación de una política pública.

UI desarrolló e implementó diversos
instrumentos de gestión, articulando

acciones de asistencia técnica y
administrativa, estudios, formación, entre
otras, priorizadas y llevadas adelante por
los propios territorios (Fondo Concursable,
Proyecto + Local, otros).

Este programa constituye un esfuerzo por
afectar varios aspectos del campo local: las
reglas de juego (a través las estrategias de
participación y planificación), y la puesta
en valor del capital cultural de los
territorios (por ej. a través de “Cosas de
Pueblo”, unos de sus componentes).

Las intervenciones de UI han operado
significativamente sobre la dimensión
sociocultural del desarrollo, con efectos
posibles a nivel de la integración social,
aunque previsiblemente con alcance
limitado en términos de competitividad e
integración sistémicas.

19. Cosas de Pueblo busca fortalecer la participación social comunitaria como mecanismo para el desarrollo equitativo en pequeñas

localidades del país.

Uruguay ha desarrollado en la última
década y media una variedades de
programas y líneas de intervención que
procuran, desde distintos lugares,
fortalecer el desarrollo del territorio, y
achicar sus brechas internas, tanto entre las
personas como entre sus departamentos y
regiones.

Cada agencia de gobierno o legislación
generada ha puesto énfasis en una
dimensión del desarrollo: la política, la
cognitiva, sociocultural, infraestructural o
económica. No significa ello que hay
descuidado las otras, pero en todo caso el
foco fue puesto sobre una de ellas.

En la panoplia de instrumentos generados
son observables políticas generales de
desarrollo hacia los territorios y políticas de
desarrollo desde los territorios. Ambas
aparecen como necesarias, pero no son lo
mismo.

Las primeras procuran resolver desde el
centro los problemas de masa crítica en
materia de complejidad de algunos
sistemas locales (proveyendo
infraestructura, favoreciendo la emergencia
de actores organizados, acercando
infraestructura, etc.). La ley sobre las
asociaciones pública­privadas, por ejemplo,
fue diseñada específicamente para facilitar



el desarrollo de grandes infraestructuras y
la provisión de servicios asociados con
ellas, particularmente donde más se
necesita, las áreas menos desarrolladas o
accesibles.

El desarrollo territorial se puede financiar a
través de los presupuestos nacionales y
subnacionales, y también a través de la
inversión privada. Como señala Michalun
“Uruguay tiene mecanismos sólidos en
cada área, por ejemplo, un presupuesto de
mediano­plazo, fondos de inversión para el
desarrollo de los sectores públicos y
privados, y gobiernos departamentales que
pueden generar sus propios ingresos”
(2018: 72).

Al aumentar el número y tipo de
transferencias a las ID, el gobierno nacional
ha ayudado a reducir el nivel de
desigualdad entre departamentos,
favoreciendo que aquellos de menores
ingresos pudieran resolver algunas de sus
necesidades más importantes. A pesar de
ello, no tenemos elementos suficientes para
afirmar que existe un vínculo directo entre
los fondos y los resultados en materia de
desarrollo.20 Es posible que el aumento de
transferencia del gobierno nacional no se
haya reflejado en un aumento de los
recursos de los GGDD.21

Por su parte las políticas de desarrollo
desde los territorios, como las orientadoras
de las acciones que lleva a cabo la ANDE o
UI, procuran movilizar recursos endógenos
para aumentar la capacidad adaptativa de
estos a cambios en sus entornos.

Estos dos tipos de políticas, sin embargo,
no han sido integradas a un Plan Nacional
de Desarrollo que, rescatando cada una de
las dimensiones de intervención de los
programas referidos anteriormente, pueda
ser orientador general de las políticas de
desarrollo. Esto supone asumir una
posición sobre el rol del Estado y de los
GGDD como estrategas y conductores
deliberados de procesos de cambio social.22

En Uruguay siguen fallando los
mecanismos de coordinación. El desarrollo
es tratado fragmentariamente y son
variadas las áreas de programación del cual
puede salir presupuesto. Ello se expresa en
problemas de rendición de cuentas y de
coherencias de políticas. Específicamente,
no hay un área programática en el
presupuesto nacional para el desarrollo
territorial.

No se trata de generar más
institucionalidad; Uruguay tiene mucha y
muy fuerte. Sino de darle un rumbo

20. Uruguay muestra un notorio aumento de transferencias del gobierno nacional al subnacional, 125% entre 2004 y 2014 (Michalun,

2018).

21. Se suele decir que algunos GGDD tienen “pereza fiscal”, debido a que les cuesta aumentar la presión sobre los contribuyentes para

aumentar la eficiencia y eficacia de la recaudación, lo que los expone en una situación de crisis a una mayor dependencia de las

transferencias desde el nivel nacional de goiberno.

22. Si se asume que el mercado es el mejor asignador de los recursos y que las diferencias de desarrollo relativo entre los territorios se

pueden resolver por el libre juego de los factores de producción, esta afirmación carece de interés.



unívoco a todo lo que hay en el Estado y
los GGDD en materia de políticas de
desarrollo territorial.

“La falta de esta visión resulta en un
sistema de programas dedicados al
desarrollo territo­rial que son difíciles de
priorizar, difíciles de medir en términos de
resultados, y posi­blemente menos
efectivos a largo plazo. Además, dicha falta
de visión puede crear una incoherencia o
fragmentación entre las instituciones de
gobernanza pública, dado que los
ministerios y agencias nacionales, y
autoridades subnacionales, siguen sus
propios objetivos sectoriales o territoriales
sin necesariamente reflejar objetivos más
concretos de desarrollo.” (2018: 52)

Una iniciativa para destacar en ese sentido
es la EN 2050 que fijo sectores y políticas
prioritarias para el mediano plazo, como
resultado de un trajo de planificación
estratégica de tipo prospectivo con sectores
sociales y económicos y agencias de
gobierno. A esta EN aún le falta
“territorializarse”23, y ampliar su base de
acuerdo político, para que no sea otra
iniciativa frustrada de planificación, que
demandó esfuerzos, movilizó actores y no
transformó los territorios.

A pesar de estas debilidades, como se vio
en el capítulo anterior hay movimientos en
los indicadores que permiten hablar de un
proceso de reducción de desigualdades y
de desarrollo territoriales.

A nivel meta existe un consenso relativo de
que el proceso posicionamiento preferente
del desarrollo territorial en la agenda

pública, no tiene vuelta atrás. La
institucionalización y ampliación de las
potestades de los gobiernos locales y la
capacidad de iniciativa de los sistemas
sociales locales., llevan, en forma
gradualista, a que la descentralización se
vaya ampliando en extensión y
profundidad. Sin embargo, se está aún lejos
de un tercer nivel de gobierno y de un
sistema de participación ciudadana que
posicione a los actores locales como agentes
de desarrollo territorial consolidados
(Pintos y Alemany, 2014).

A nivel macro se están verificando en el
territorio nacional la transferencia de
recursos y la localización de inversiones de
una escala que tienden a potenciar a los
territorios y a interpelar a los sistemas
locales sobre sus capacidades para
aprovechar los efectos de tales
intervenciones. Constituyen oportunidades
para modernizar las relaciones sociales y
las formas de la gestión política existentes.
Es un desafío para los gobiernos locales,
departamentales y el gobierno nacional
favorecer las condiciones que permitan
hacer de los territorios sistemas
innovadores que corrijan los desequilibrios.

A nivel meso existen experiencias de
participación y articulación público­
privado que no han esperado la existencia
de un tercer nivel de gobierno para
canalizar la participación ciudadana
(comisiones locales, agencias de desarrollo,
asociaciones comerciales, mesas inter
actorales, etc.) que constituyen experiencias
a compartir para rescatar aprendizajes
útiles para la mejora de la gestión, la
búsqueda de recursos extraterritoriales y la

23. Una primera experiencia al respecto se llevó a cabo en el norte del país, con el trabajo de prospectiva Tacuarembó 2050.



generación de una cultura de negociación.

Finalmente, a nivel micro, las relaciones de
cercanía que predominan en las sociedades
locales de Uruguay constituyen el
termómetro de la legitimidad y la
aceptación de esta nueva estructura. Allí
donde la ciudadanía ve respuestas a sus
inquietudes, se generan las condiciones
para la emergencia de nuevos liderazgos,
nuevas formas de inclusión y movilización
social que ejerzan real influencia sobre
instituciones y políticas que afectan la vida
de la comunidad. A pesar de ello,
predomina aún la lógica de demanda y de
gestión uno a una de las necesidades. La
escala local no necesariamente favorece el
cambio de las relaciones de dominación
política, pero esto lejos de constituirse en
un obstáculo puede ser la oportunidad
para mediar por parte de agentes
nacionales o departamentales. La
descentralización hoy tiene que manejar la
tensión entre nuevas formas más modernas
de relaciones políticas o el reforzamiento
de formas tradicionales de control
clientelar. Las transformaciones
productivas que se están dando en varios
departamentos están insertando a las
comunidades locales en lógicas globales, y
desde los gobiernos locales se evidencia la
tensión entre verlos como amenaza o como
oportunidad; es una tensión que no
resolverán solos, ni con sus sociedades
solamente, sin la participación de otros
agentes que aporten escala y complejidad
al sistema local (gobierno nacional,
empresas, think tanks, organizaciones
sociales, ONGs o asociaciones de ONGs).

Un sistema local es un espacio de
interacción cuya complejidad varía según
la importancia relativa de los procesos de
cambio estructural a los que está sometido

el territorio, del punto de partida, de la
expansión del sistema público, así como de
la apropiación del conocimiento disponible
y de las capacidades de absorción y
conectividad con los sistemas globales.

Estos factores se asocian a las capacidades
para conocer y aprender, la
institucionalidad disponible y la
competitividad sistémica. Estamos frente a
procesos de transformación de los campos
locales. Pero no puede pensarse en una
ampliación de potestades a los gobiernos
locales ni de fortalecer la participación si no
se produce un aumento de la complejidad
de los sistemas locales y un cambio
significativo en las reglas de juego.

Las políticas de desarrollo territorial han de
pensarse en clave de familias que integran:
políticas de transformación de las
estructuras productivas de los territorios
rezagados o periféricos, la diversificación
productiva en territorios periféricos,
políticas nacionales de retención, captación
y redistribución territorial de ingresos y el
fortalecimiento de la organización social en
regiones rezagadas (CEPAL, 2019).

Las primeras aportan estrategias de cambio
estructural con igualdad, basada en la
diversificación productiva. Las segundas
operan como balance de las fuerzas que
dirigen los cambios hacia la divergencia
económica y social. Las terceras tienden a
potenciar la apropiación local del excedente
generado en el territorio, mediante
mecanismos como como royalties o
regalías, fondos nacionales de desarrollo
regional y bancos de desarrollo regional,
entre otros. Finalmente, las últimas
procuran el desarrollo de capacidades de
liderazgo, gobernanza, planificación,
gestión y control para contribuir a mejorar



la posición relativa de dichos territorios en
materia de participación en el diseño de
políticas públicas nacionales regionales y
locales.

Ese desafío se enfrente desde políticas
hacia los territorios, desde los territorios y
entre los territorios. Aquellos con
antecedentes en materia de experiencias de
gobernanza local presentan acumulaciones
que ayudarían a aquellos otros incipientes
en materia de autogobierno (estrategias de

peer suport). El conocimiento de esos
procesos puede formar parte de una
estrategia de fortalecimiento de la sociedad
civil produciendo procesos de aprendizaje,
renovación de los liderazgos locales y
fortalecimiento de las identidades. El
marco global de transformaciones
permitirá jerarquizar estrategias y
seleccionar aquellas formas asociativas que
contribuyan al desarrollo del territorio y
que puedan aprovechar las sinergias que
en él se producen.
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La trayectoria histórica mexicana en
materia de políticas públicas de desarrollo
y equidad territorial permite advertir un
proceso que transcurre por diferentes
cauces, lo cual confirma la multiplicidad
que experimentaron distintos países
latinoamericanos en cuanto a modelos,
estrategias y acciones. En dicho recorrido
hubo contextos favorables –políticos,
económicos y sociales– que permitieron
durante lapsos el posicionamiento de la
perspectiva territorial del desarrollo; no
obstante, bajo otras circunstancias se
dificultó el avance y consolidación de
esfuerzos en este renglón, sin dejar de
reconocer que en los últimos años

surgieron iniciativas y cambios
institucionales que pueden ayudar a
robustecer la participación de Estado
mexicano en este renglón.

En este capítulo se lleva a cabo un examen
de las modalidades y los alcances de las
políticas públicas en México que implícita o
explícitamente han tratado de promover la
equidad territorial. Para cumplir dicho
cometido, el trabajo se ha dividido en cinco
apartados. En el primero se revisa el marco
de referencia teórico con el propósito de
sistematizar los modelos y estrategias que
dan cuenta de las orientaciones en el diseño
de políticas públicas de corte territorial. El
apartado 2 sistematiza las experiencias
históricas correspondientes a dos fases



diferenciadas de intervención del Estado.
En el 3 se revisa el proceso de diseño de
instrumentos de planeación nacional y las
entidades federativas, incluyendo una
referencia a la agenda pública y el sistema
de arreglos institucionales para la
promoción del desarrollo territorial en su
etapa reciente En la siguiente sección se
analiza el impacto de la globalización en
los cambios territoriales de México y el
reajuste de las políticas territoriales, y se
incluye una revisión de los esfuerzos para
territorializar la política social. Finalmente,
el documento considera recomendaciones
para mejorar la política de desarrollo
territorial de acuerdo con las experiencias
analizadas y el diseño institucional en esta
materia.

La participación de instancias
gubernamentales en relación con el
territorio tuvo desde su inicio un sentido
político­administrativo. El sistema de
recortes espaciales de los estados
nacionales, tanto en su modalidad unitaria
como federal, resulta de una lógica de
coordinación y articulación del poder
nacional con sus extensiones
subnacionales, sea bajo su forma de
provincias, estados, departamentos,
cantones, municipios u otras entidades
propias de cada país. Sin embargo, el
territorio como instancia de intervención
del Estado en la búsqueda de un desarrollo
más equilibrado es una tarea que en
principio surge por la necesidad de atender
aquellos lugares que no habían sido
favorecidos por la lógica espacial que sigue
la ocupación social y el uso productivo del
territorio.

La política territorial es un ejercicio que
requiere la creación de marcos
institucionales que reconocen por principio
una racionalidad espacial en las
intervenciones del desarrollo; esto es
porque el territorio es un soporte
fundamental de la actividad humana y
como tal representa un medio para
desplegar acciones tendientes a promover
una mayor certeza respecto al uso
adecuado del espacio habitado, generar
una mejor distribución de las capacidades
productivas y garantizar una mayor y
mejor cobertura de necesidades sociales; el
logro de estas premisas aumenta las
posibilidades para crear condiciones de
equidad del territorio en su conjunto y de
cada una de las partes que lo integran.

La vertiente espacial de la política pública
también favorece el uso racional de
recursos públicos en la medida que el
territorio genera un campo relacional entre
actores, sectores y niveles de gobierno; la
acción coordinada del Estado en dicho
renglón coadyuva así a la mayor eficiencia
en las intervenciones públicas. Por esta
razón, a diferencia de otras políticas
públicas, las de corte territorial implican
procesos de planificación y gestión que
deben de operar desde un sentido espacial
más que sectorial, incluyendo sus distintos
medios para lograrlo, es decir planes,
programas, estrategias, presupuestos y
acciones.

El Instituto Latinoamericano de
Planificación Económica y Social (ILPES)
señala que no existe una política pública
territorial, sino a una “familia” de políticas
territoriales (ILPES, 2007). Por ello, es
importante distinguir los referentes
teóricos que subyacen a los parámetros,



directrices e ideas fuerza que han
estructurado diferentes modalidades en las
intervenciones del Estado. En otras
palabras, el vínculo entre teoría y acción es
una tarea que permite dar cuenta de la
lógica, orientación y alcances de las
políticas públicas territoriales desde los
modelos, estrategias y acciones que se han
procurado a lo largo del tiempo (cuadro 1).

Autores como Cuadrado­Roura (1995) y
Capello (2006) han realizado ejercicios de
sistematización para comprender la
evolución de las políticas de corte
territorial y los instrumentos que han
utilizado en el transcurso de cinco décadas
en Europa.

La diversidad de enfoques que orientan el
diseño y aplicación de políticas públicas
territoriales indican que no necesariamente
existe un consenso entre teoría y acción
pública del Estado, sino que depende de
circunstancias históricas de cada país, las
decisiones que priorizan los temas de la
agenda pública del desarrollo y los propios
diseños institucionales que marcan las
pautas en los ejercicios de intervención
pública del Estado.

Aspectos como el potencial exportador o
base económica de diversas regiones
subnacionales, impulsados por el valor y
demanda mundial de productos
agroalimentarios y/o provenientes de las
actividades extractivas, ha sido un
elemento para la promoción de políticas
públicas en Latinoamérica, mismas que se
propusieron colocar a algunos de sus
territorios en distintas sendas de
crecimiento, esto aplica tanto a regiones
internas de países durante su fase primaria­
exportadora como para otros que
recientemente reportan una tendencia

ascendente de reprimarización de sus
economías en función del incremento de la
demanda global de commodities,
fenómeno que ha acentuado los modelos
neoextractivistas de varios países
latinoamericanos.

En un sentido similar algunos países
también apostaron a una mayor
participación en los mercados globales
como elemento catalizador de sus
territorios por la vía de sus ventajas
comparativas, estrategia que opera bajo el
supuesto que algunas regiones se vuelven
más eficientes en la medida que se
especializan en aquellas actividades y
factores productivos en las cuales tienen
mayor ventaja relativa, en términos de
productividad relativa del trabajo; el
incremento de transacciones implicaría una
dinámica de crecimiento acelerado de
dichos territorios.

Más recientemente, el despliegue de
estrategias de segmentación mundial de
procesos productivos ha cobrado
relevancia según las ventajas generadas por
la participación de determinadas regiones y
ciudades en alguna parte de las cadenas
globales de valor; los esquemas de
organización espacial de la producción
desde esta lógica están asociados a la
generación de efectos de aglomeración
productiva, al atraer inversiones foráneas,
generar redes de infraestructura de
transporte y crecimiento de mercados
laborales domésticos, especialmente en
empresas de segmentos manufactureros.

Los modelos de economías de
aglomeración, promovidos directamente
por inversiones públicas y privadas, o
indirectamente por el efecto de
externalidades asociadas a incentivos



gubernamentales, también son
considerados importantes en la promoción
del desarrollo territorial, en este caso desde
una actividad conductora o un conjunto de
actividades dinamizadoras bajo el supuesto
que generan efectos multiplicadores
regionales. La estrategia de polos de
desarrollo, adaptadas a países como
México durante la década de los setenta,
representan experiencias que se
implementaron con este propósito; en una
lógica similar se formularon eventualmente
otras modalidades como las orientadas al
fortalecimiento de corredores industriales,
los clústeres de firmas manufactureras y
más recientemente proyectos como los de
Zonas Económicas Especiales (ZEE).

Desde otra perspectiva encontramos
modelos de descentralización que surgen
por una demanda de redistribución de los
recursos y el poder a fin de dotar de
capacidades de decisión a los gobiernos
subnacionales y de abrir espacios de
participación política y financiera para los
actores no centrales. En su vertiente
política la descentralización implica un
cierto empoderamiento de actores locales­
regionales mediante la devolución de
capacidades o atribución de funciones,
mientras la descentralización fiscal se
refiere a cambios de los mecanismos de
participación en la captación de impuestos
y/o de las fórmulas que promueven la
participación de ingresos públicos de los
ámbitos subnacionales, en el caso de
México de estados y municipios.

A diferencia de la descentralización, la
desconcentración administrativa implica la
reubicación geográfica de dependencias de
la administración pública federal,
generalmente mediante instancias de
representación, delegaciones más próximas

a la población o mediante el traslado de la
carga burocrática hacia ubicaciones
alternativas. La desconcentración
económica implica la relocalización de
empresas y actividades productivas
mediante políticas ad hoc como estímulos
fiscales; finalmente la desconcentración
demográfica opera sobre un sistema de
incentivos para la colonización de
territorios escasamente habitados y/o la
reubicación de la población hacia ciudades
alternativas con el propósito de disminuir
las externalidades negativas asociadas al
congestionamiento y saturación de los
territorios o los derivados de las
limitaciones físicas y ambientales para el
soporte del crecimiento de la población.

Un modelo más se relaciona con aspectos
que operan en el diseño de la gestión
pública y los arreglos institucionales como
parte de los ejercicios de planeación. Para
superar estructuras altamente centralizadas
de poder se han impulsado mecanismos de
coordinación intergubernamental, que
permiten tejer alianzas y esquemas de
cooperación entre el gobierno central y los
subnacionales. Este tipo de iniciativas
promueve estructuras de coordinación
horizontal que facilita acuerdos de
transferencia del gasto y la creación de
instancias conducidas que operan bajo una
lógica territorial del ejercicio de recursos
públicos mediante programas,
coordinaciones, consejos, agencias de
desarrollo, fideicomisos, asociaciones, entre
otros.

Los sistemas de coordinación intersectorial
e interinstitucional también plantean la
posibilidad de rediseñar ámbitos de acción
territorial de la gestión y el gasto público
mediante la coordinación entre sectores,
dependencias gubernamentales y políticas



públicas que generalmente operan bajo una
orientación sectorial. En este caso el
territorio se convierte en el campo
relacional para generar sinergias que
contribuyen a racionalizar los esfuerzos y
recursos públicos, ello supone un aumento
en la eficiencia y eficacia de las políticas
públicas al superar la dispersión y
fragmentación de esfuerzos públicos.

En la medida que la globalización
redimensiona el papel de los gobiernos
centrales como agentes preponderantes de
las intervenciones territoriales y los
gobiernos subnacionales tienden a asumir
un mayor protagonismo en la conducción
de sus territorios, el diseño de políticas
públicas suele considerar nuevos
parámetros. Por ello han surgido
estrategias como la para diplomacia
regional que se propone la promoción de
lugares y territorios para captar inversiones
foráneas, atraer firmas y generar empleos;
esta modalidad generalmente se conjuga
con estrategias de marketing territorial bajo
la idea de ofrecer incentivos: facilidades
fiscales, infraestructura, reservas de suelo,
entre otros, por parte de gobiernos
subnacionales que procuran incidir en el
despegue productivo de los territorios.

Dichas estrategias actúan como
externalidades que tratan de favorecer
efectos de aglomeración de firmas, en
algunos casos se suelen instrumentar con
acciones que revaloran los acervos del
capital humano como un elemento
propulsor de los territorios en aras de hacer
atractiva a las inversiones una oferta
laboral de mayor capacitación y de
segmentos creativos demandados por
ciertas firmas. Finalmente, una estrategia
frecuentemente utilizada son los efectos de
aglomeración productiva que promueven

los factores de atracción de empresas hacia
determinados territorios, ello desde el
despliegue de infraestructura física, con un
fuerte énfasis en la ampliación de las redes
y logística de transporte, el acento puesto
en este renglón supone efectos en la
disminución de costos de operación en las
empresas, lo cual a la vez deriva en un
aumento de la productividad y la
competitividad de los territorios.

Por su parte, desde una perspectiva social
se encuentra un modelo basado en
principios de cohesión social, con variantes
que van desde estrategias subsidiarias de
corte social, es decir transferencias
gubernamentales monetarias y en especie
para combatir la pobreza de poblaciones y
entornos marginados. Dicha modalidad
generalmente opera en principio bajo la
premisa que la “inversión social”
contribuye a resarcir las desigualdades, no
obstante, los resultados en este rubro
reportan impactos poco significativos para
el desarrollo territorial, los esfuerzos se
focalizan en la escala de individuos y
familias. Bajo el principio que los territorios
históricamente han desarrollado
capacidades dispares y atención
diferenciada por parte del Estado y
considerando que los procesos globales de
integración económica imponen grandes
retos para los territorios subnacionales, una
vía para tratar de alcanzar la equidad
territorial son las estrategias de
compensación a través de la constitución de
fondos financieros para regiones menos
desarrolladas. Este principio de solidaridad
interregional, que opera tanto a nivel
nacional como subnacional, tiene su mejor
expresión en la Unión Europea, donde se
ha generado una amplia experiencia de
iniciativas desde una perspectiva explícita
de contribuir a la equidad territorial,



especialmente mediante la reconstitución
de las capacidades productivas de regiones
y de cobertura de infraestructura
económica y social.

Un recorrido de la experiencia histórica
aporta evidencias empíricas de cómo los
modelos postulados por la teoría se
traducen en políticas, estrategias y acciones
específicas que han estado presentes de

diferentes maneras en los países
latinoamericanos. En el caso de México,
como se podrá ver en el siguiente apartado,
existe una rica y variada experiencia de
ejercicios en materia de políticas
territoriales bajo formas particulares de
diseño institucional y actuación pública
gubernamental.



Fuente: Elaboración propia.



Desde finales del siglo XIX y las primeras
décadas del XX diversos países de América
Latina recorrieron un camino difícil para su
organización social, económica y política. A
la larga etapa colonial le siguieron diversos
conflictos internos que requerían superarse
para consolidar Estados independientes,
funcionales y estables. En este contexto, el
desarrollo de la economía capitalista
latinoamericana fue un proceso prolongado
y se caracterizó, entre otros aspectos, por
una relación de subordinación a los países
que alcanzaron mayor hegemonía en el
contexto mundial.

Durante este periodo se configuró el
llamado modelo primario­exportador que
apostó al ingreso de divisas para financiar
el crecimiento por la vía de exportación de
productos provenientes de sectores
mineros, energéticos, agrícolas y forestales.

Desde finales del Siglo XIX y la primera
década del XX, México participó como
proveedor de bienes primarios para el
mercado internacional, entre ellos
minerales, petróleo y algunos productos
agrícolas, destinados principalmente para
el mercado de Estados Unidos de América
(EUA), lo que coadyuvó en el despliegue
de infraestructura de transporte ferroviario
y portuario para su traslado, factor que
favoreció una incipiente articulación
territorial del país; la mayor conectividad
entre sus regiones favorecida por el
ferrocarril aumentó la circulación de bienes
y personas al recorrer grandes distancias en

menor tiempo.

En este periodo la deplorable situación de
los campesinos, los jornaleros agrícolas y
del incipiente sector obrero industrial,
contrastó con una reducida elite de
hacendados y otros actores económicos
beneficiados del modelo de desarrollo
imperante, lo cual configuró un contexto de
exacerbada polarización social. Bajo este
contexto, la desigual dotación de la tierra
en un México predominantemente rural se
convirtió en el elemento reivindicatorio y
precursor del primer movimiento
revolucionario del Siglo XX en el mundo,
este evento tras haber iniciado en 1910 se
extendió en forma de conflicto armado
hasta 1917 y de acuerdo con distintos
sucesos políticos culminaría hasta la
década de los treinta.

Durante la segunda mitad de la década de
los treinta y a lo largo de la década de los
cuarenta del Siglo XX, México entró en un
proceso de reconstitución del Estado
Nacional por medio de la formación de un
marco de arreglos institucionales que
definieron la esfera de intervención del
Estado en la organización social, política,
económica y territorial.

Durante este periodo la Reforma Agraria
significó el principal instrumento de
redistribución social de los activos
productivos. Esta iniciativa benefició a
poblaciones de diversas regiones del país
mediante el reparto de la tierra, proceso
que promovió la creación de numerosas
unidades agrícolas de propiedad social
denominados ejidos, a la vez que favoreció
la colonización de distintos territorios y la
ampliación de la frontera agrícola.



El periodo presidencial de Lázaro
Cárdenas (1934­1940) representó un
parteaguas en la historia reciente de
México dado que afianzó el
posicionamiento del Estado como instancia
rectora del desarrollo nacional. Esto se
explica tanto por la ejecución más
importante de acciones de reparto agrario
como por el impulso hacia las políticas
redistributivas basadas en la transferencia
recursos públicos y la dotación de
equipamientos sociales.

Este tipo de políticas públicas, orientadas
primordialmente a la promoción del
desarrollo rural, se extendió a la década de
los cuarenta con esfuerzos sistemáticos
como la creación de un organismo de
desarrollo estatal bajo la figura de las
Comisiones de Cuencas Hidrológicas. La
creación de la Comisión de la Cuenca del
Papaloapan en 1947 representa un hito, por
lo que autores como Boisier (2006)
reconocen que México fue la cuna de la
política regional en América Latina.

La década de los cuarenta marcó un
parteaguas en México tras el ascenso de las
políticas de corte industrial como resultado
de la irrupción de la Segunda Guerra
Mundial, evento que en distintos países
latinoamericanos motivó el diseño de
estrategias de fortalecimiento del aparato
productivo nacional y el mercado
doméstico frente a los riesgos que
representaba la dependencia de insumos y
productos transformados provenientes del
extranjero. Bajo este contexto, el sector
manufacturero en México se convirtió en el
eje de acumulación de capital y articulación
económica, por lo que fue objeto de
diversos programas.

La estrategia de Industrialización por

Sustitución de Importaciones en México
(ISI), asociada al modelo fordista­
keynesiano, desplegó sus mayores acciones
a partir de la posguerra, sentó las bases de
un crecimiento económico que permitió
transitar hacia una fase de auge y
estabilidad macroeconómica denominada
“desarrollo estabilizador”, con tasas de
crecimiento sostenidas promedio anual del
PIB cercanas al 7% entre 1954 y 1970. Esta
condición favoreció el despliegue de
importantes acciones de inversión,
construcción de infraestructuras y
equipamientos físicos y sociales,
contribuyendo a dotar de mejores
capacidades y dinamizar distintas partes
del territorio nacional.

La estrategia ISI generó un impacto
espacial contrapuesto, por una parte los
incentivos hacia distintos lugares
impulsaron la relocalización del aparato
productivo industrial, sin embargo, la
capital y las ciudades que le circundan
configuraron el núcleo privilegiado de la
industrialización, a ello se sumaron algunas
ciudades fuera de la región central como
Monterrey, Guadalajara, Querétaro, León,
entre otras, lo que implicó una tendencia
transitoria hacia la convergencia regional
que se evidencia en las disminución de los
diferenciales del producto interno bruto
per cápita entre las entidades federativas.
Sin embargo, estas acciones fueron
insuficientes y no evitaron la concentración
espacial de activos productivos,
infraestructura y el mercado laboral en la
zona centro del país. Este hecho se explica
desde un fenómeno que Myrdal (1959)
denominó causación circular acumulativa,



que consiste en una tendencia de
reforzamiento continuo de aquellos lugares
que presentan las mejores dotaciones
iniciales productivas y externalidades
positivas que favorecen su mayor progreso,
en detrimento de los territorios que apenas
comenzaron a generar condiciones de
inversión y acumulación para su despegue.

El reconocimiento del efecto de
concentración espacial derivado del
modelo de ISI motivó la creación de
organismos para fomentar estudios e
iniciativas de desarrollo regional,
desconcentración física y descentralización
de recursos públicos, para estos propósitos
los gobiernos de algunos países recibieron
capacitación técnica de sus equipos en
cuanto planeación territorial por la vía de
los programas de formación de expertos,
donde la CEPAL, mediante el Instituto de
Planificación Económica y Social (ILPES),
jugaría un papel relevante, tal y como
documentó recientemente Riffo (2013).

Al iniciar la década de los setenta, la
administración presidencial de Luis
Echeverría (1970­1976), planteó el primer
ejercicio sistemático en México para
organizar políticas públicas bajo una
perspectiva territorial coordinada, la cual
contó con la asistencia técnica de
organismos internacionales3. En 1972 se
estableció en la entonces Secretaría de la
Presidencia, el Proyecto de Desarrollo
Regional y Urbano de México con el apoyo
del Programa de las Naciones Unidas para

el Desarrollo (PNUD), cuyo propósito fue
formular una política regional de
desarrollo desde una perspectiva nacional
tratando de superar las acciones casuísticas
y aisladas de las décadas precedentes
(Ferreira, 2005).

La política regional y el arreglo
institucional correspondiente fue
reconocida como un avance importante,
aunque efímero, basado en un mecanismo
de coordinación intergubernamental
liderado por el Gobierno Federal.
Paralelamente se formularon mecanismos
redistributivos y compensatorios hacia
regiones excluidas y en desventaja que
fueron llevadas a la práctica, tanto en
México como en varios países
latinoamericanos.

Stöhr (1972) encontró cinco modalidades: a)
políticas de descentralización; b) las
orientadas hacia polos de desarrollo; c) las
diseñadas para áreas deprimidas; d) las de
colonización de nuevas zonas; y finalmente
d) las destinadas a atender las regiones
fronterizas.

Estas modalidades tuvieron una clara
presencia en México durante un periodo
que podríamos señalar como uno de los de
mayor relevancia en cuanto se refiere al
diseño y adopción de políticas que
implícita o explícitamente se proponían
algún mecanismo que podría contribuir a la
equidad territorial. La modalidad a)
propuesta por Stöhr, constituyó el eje
principal del modelo de desarrollo regional

3. Al respecto existen diversas referencias que documentan este proceso de vinculación como el Proyecto "Desarrollo Regional y Urbano

de México", ONU­Gobierno de México. Para más información consúltese: Pedrão, F. (1976). “La experiencia del proyecto de desarrollo

regional y urbano en México”, en Comercio Exterior, Vol. 26, No.12. Ed. Banco Nacional de Comercio Exterior. Bases para una política

económica regional, Lineamientos de política económica regional, y Anteproyecto del Plan Nacional de Desarrollo Regional y Urbano.



previsto por el Gobierno Federal, es decir
ejercicios de descentralización y
coordinación intergubernamental para
ampliar la esfera de participación de los
estados en la gestión del desarrollo.

Surgieron así, en 1971, los Comités
Promotores del Desarrollo de los Estados
(COPRODES), organismos coordinadores
de las dependencias federales que actuaban
a nivel estatal. Para encabezar esta figura
pública se creó la Comisión de Desarrollo
Regional en el seno la Secretaría de la
Presidencia en 1974, un año después en
1975 se creó la Comisión de Desarrollo
Regional que coordinó las acciones de
inversión para la descentralización
económica y adoptó por primera vez un
esquema de regionalización para articular
proyectos entre diferentes estados.

Siguiendo la clasificación de Stöhr, las
estrategias de “polos de desarrollo” se
erigieron como instrumentos para la
desconcentración física y promoción de
lugares distintos a los lugares beneficiados.
Desde dicha vertiente se identificaron
territorios para impulsar centros de
producción industrial y de servicios no
tradicionales. Entre las distintas
experiencias de esta naturaleza se puede
destacar el Programa de Promoción de
Conjuntos, Parques, Ciudades Industriales
y Centros Comerciales (1971); los Decretos
de descentralización industrial (1971­1972)
y la construcción de la Siderúrgica Lázaro
Cárdenas­Las Truchas (1971), este último
considerado en su momento en México el
paradigma del enfoque de polos de
desarrollo.

Las políticas destinadas a áreas con
poblaciones deprimidas, es decir en
situación de mayor marginación, se

orientaron en varios sentidos. Uno de ellos
fue a través de la creación de la Comisión
Nacional de Zonas Áridas (1970), la cual
propuso organizar empresas industriales
para aprovechar los recursos de estas zonas
que padecen limitaciones de recursos
hídricos; otra iniciativa correspondió al
Programa de Inversiones Públicas para el
Desarrollo Rural (PIDER), cuyo inicio data
de 1973 tuvo una orientación de inversión
financiera para el desarrollo del sector
agropecuario con el objetivo de favorecer el
arraigo de la población y contener la
migración hacia las ciudades,
seleccionando 100 regiones para tales
propósitos; en este plano también se puede
mencionar la creación de los Centros
Coordinadores Indigenistas (1973) para
atender a los pueblos originarios del país
en materia agraria, jurídica, económica y
educativa.

Finalmente, la creación de la Coordinación
General del Plan Nacional de Zonas
Deprimidas y Grupos Marginados
(COPLAMAR), que emprendió funciones
en 1977, representó el esfuerzo más
significativo de política social focalizada en
poblaciones de mayores carencias,
destacando el despliegue de infraestructura
de salud a partir de las unidades de
atención médica IMSS­COPLAMAR y de
abasto alimentario mediante el
emplazamiento de una importante red de
tiendas DICONSA en zonas rurales, cabe
subrayar que ambas iniciativas siguen
vigentes hasta nuestros días.

Otras estrategias se diseñaron en torno a las
políticas de colonización y
aprovechamiento de nuevas áreas, de esta
manera se elaboró el Plan Nacional de
Nuevos Centros de Población Ejidal (1971),
que tuvo el propósito de crear nuevos



centros de población rural dotando de
parcelas de cultivo a campesinos carentes
de tierra. Bajo este contexto, se pretendió
mejorar los ingresos de la población rural
para arraigarla en el campo, evitar su
migración a las ciudades y expandir la
economía de mercado (Garza, 1985).

Finalmente, las políticas para las zonas
fronterizas también fueron acciones
distintivas en este periodo, dirigidas hacia
las áreas periféricas que hasta ese momento
presentaban una alta desarticulación con
respecto al resto país. Lo más
representativo de ello fue la continuación
del Proyecto de Industrialización de la
Frontera Norte, creado desde mediados de
la década de los sesenta, desde el cual
escaló al Régimen de Maquiladoras en
1972.

Cabe señalar que la mayor parte de estas
iniciativas integradas a la política nacional
de desarrollo regional se fueron
desdibujando, en parte por la reorientación
que llevaron a cabo las administraciones
que le sucedieron a la del periodo
presidencial del primer sexenio de la
década de los setenta, o bien debido a que
se priorizaron otros aspectos de la política
territorial y los cambios en la organización
de las instituciones encargadas de la
política pública en este renglón.

El final de la administración de Echeverría
se caracterizó por iniciativas como la Ley
de Desarrollo Urbano del Distrito Federal
(1975), un esfuerzo inicial para la
planeación y el ordenamiento de la capital.
Por su parte los trabajos preparativos hacia
la Primera Conferencia de Hábitat de las
Naciones Unidas que se llevó a cabo en

Vancouver, Canadá a mediados de 1976,
sirvieron de marco para impulsar una
agenda gubernamental en materia de
asentamientos humanos.4

Como resultado de ello se llevaron a cabo
adiciones constitucionales a los artículos 27,
73 y 115 en febrero de 1976, lo que marcó el
precedente principal para postular la
legislación mexicana en asentamientos
humanos. Para proveer contenido a la
reforma constitucional en esta materia, el
26 de mayo de 1976 se aprobó la Ley
General de Asentamientos Humanos
(LGAH) considerado el instrumento más
importante para la planeación territorial en
México hasta ese momento.

El proyecto de la LGAH surgió de la
Secretaría de la Presidencia y contó con la
participación de expertos académicos de
aquella época y miembros de la Sociedad
Mexicana de Planificación (Eibenschutz y
Rodríguez, 2013). Para hacer operativo el
marco legislativo en materia de
asentamientos humanos, desde 1976 se creó
en la Secretaría de la Presidencia un
organismo relacionado al desarrollo urbano
que se encargó de procesar información
para la elaboración de los planes de
desarrollo urbano, eventualmente se
crearon en 1977 la Secretaría de
Asentamientos Humanos y Obras Públicas
(SAHOP) y en ese mismo año la Comisión
Nacional de Desarrollo Urbano5 como el
espacio interinstitucional que trató de
incidir en acciones, inversiones y políticas
con un sentido territorial, como resultado
de ello en 1978 se lanzó el Plan Nacional de
Desarrollo Urbano. Con ello se dio
fundamento legal y se generaron
mecanismos operativos desde lo que se



denominó el Sistema Nacional de
Planeación del Desarrollo Urbano
(SNPDU), considerado un modelo inédito
de ordenamiento del territorio y de los
asentamientos humanos en las escalas
nacional, regional, estatal, municipal
(SAHOP, 1982).

El diseño de la LGAH y su instrumentación
se ubica en un complejo tránsito histórico
de México. Este esfuerzo aunque
importante, resultó tardío considerando
que el Gobierno central en la fase final de
su periodo administrativo sexenal
denotaba cierta debilidad en su capacidad
de intervención, pero al mismo tiempo
resultaba inevitable encarar la difícil
situación urbana que registró el país y que
se reflejó en el desorden del mercado de
suelos, el incremento de la demanda de
vivienda y el auge de la urbanización
irregular registrada por aquellos años en la
ciudad de México y otras grandes urbes.

El diseño centralizado de planeación y
gestión territorial, aunado a la tensión y
contradicción permanente entre enfoques
sectoriales y regionales es uno de los
elementos clave que persiste hasta la
actualidad y que obstaculizan tanto el

diseño institucional, como la continuidad y
el desempeño de las políticas territoriales
en México. Paradójicamente aunque la
LGAH brindó las pautas para diseñar un
primer sistema de planeación en las
distintas escalas de gobierno, quedando
implícita la política regional­territorial, a
principios de la década de los ochenta esta
propuesta fue desplazada por un esquema
de mecanismos de coordinación
intergubernamental, espacios de
concurrencia interinstitucional y políticas
sectoriales que pretendían desarrollar
ejercicios vinculantes a través de la creación
de un sistema de planeación
intergubernamental.

Desde principios de los años setenta
operaban en México instancias y
mecanismos formales y no formales de
coordinación entre la federación, los

4. La reforma al Artículo 27 en su párrafo tercero otorgó la prerrogativa al Estado para ordenar los núcleos de población y establecer las

formas de provisión, usos, reservas y destinos de tierras, aguas y bosques a efectos de generar obras públicas y planear y regular la

fundación, conservación, mejoramiento y crecimiento de los centros de población. La reforma al Artículo 73, en su fracción XXIX­C,

contribuyó a generar espacios de concurrencia entre federación, estados y municipios a fin de establecer leyes acordes a lo señalado en el

Artículo 27. Por su parte la reforma al artículo 115 constitucional otorgó un mayor margen de actuación a los municipios para llevar a

cabo zonificaciones y planes de desarrollo urbano; regular la tenencia de la tierra y el uso del suelo, otorgar permisos para construcción,

entre otros.

5. Esta instancia es uno de los primeros internos por generar un espacio transversal para alinear inversiones con un sentido espacial en

las ciudades a través de la participación de representantes de varias dependencias federales que tenían atribuciones directas o

colaterales con la política de asentamientos humanos, algunas ya desaparecidas, otras absorbidas por distintas dependencias, entre las

cuales estaban la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la Secretaría de Programación y Presupuesto, Secretaría de Patrimonio y

Fomento Industrial, Secretaría de Comercio, Secretaría de Agricultura y Recursos Hidráulicos, Secretaría de Comunicaciones y

Transportes, Secretaría de la Reforma Agraria, Secretaría de Turismo, entre otras.



estados y los municipios. Sin embargo,
éstos se reconocen como ejercicios de
vinculación intergubernamental poco
estructurados y frecuentemente
coyunturales. Eventualmente se fueron
actualizando algunas de las modalidades
preexistentes de coordinación entre la
federación y los estados, principalmente
para fines de distribución del gasto público
a escala subnacional. Como se señaló, en el
primer lustro de la década de los setenta
comenzaron a operar los COPRODES bajo
el diseño de una política nacional de
desarrollo regional6, a finales de 1976 se
creó el instrumento denominado Convenio
Único de Coordinación (CUC), un arreglo
jurídico, financiero y administrativo de
carácter vinculatorio entre el Gobierno
Federal y los estados para atender
problemas de carácter regional.

En el ocaso de la administración de López­
Portillo cobró relevancia los instrumentos
de planeación como el Plan Global de
Desarrollo 1980­1982 y los planes
sectoriales en salud, educación, energía,
industria y turismo. Reconocer a la
planeación como un medio de la gestión
pública permitió que a finales de 1982 se
reformaran los artículos 25 y 26 a nivel
Constitucional, dando lugar a un marco
jurídico con normas y procedimientos
integrados a la Ley Nacional de Planeación
promulgada en enero de 1983, así como la

modificación correspondiente a la Ley
Orgánica de la Administración Pública
Federal que dio lugar al surgimiento de
instituciones con atribuciones en dicho
campo.

Estos cambios constituyen el principal
esfuerzo gubernamental para ordenar la
plataforma sobre la que operan los
instrumentos de planeación, gestión
pública y coordinación entre la federación
y los estados. En este sentido, en 1983 se
creó lo que se denominó Sistema Nacional
de Planeación Democrática (SNPD), un
arreglo institucional diseñado para
fomentar los ejercicios de planeación
nacional, estatal, regional y municipal, así
como para promover la concurrencia y
coordinación intersectorial,
interinstitucional e intergubernamental y
mecanismos de participación social.

La puesta en marcha del SNPD, en el
transcurso de la década de los ochenta,
implicó que la mayoría de los gobiernos
estatales desarrollaran sus propios marcos
normativos y sistemas de planeación con el
propósito de adaptarlos a sus propios
ámbitos de competencia. El SNPD también
promovió un cierto nivel de coordinación
de las dependencias estatales respecto a la
perspectiva del Gobierno Federal a través
del Plan Nacional de Desarrollo y los
programas sectoriales y especiales. A partir

6. Los COPRODES comenzaron a operar en las entidades con mayor marginación y luego se extendieron a otras. A partir de los

decretos que los crearon, en orden de aparición se encuentran: Yucatán (1971), Oaxaca (1972), Chiapas, Durango y Sonora (1973); Nuevo

León, Guanajuato, Quintana Roo, Querétaro, Tabasco, Jalisco, Michoacán, Zacateas, Nayarit, Sinaloa, Aguascalientes, Morelos,

Campeche y Chihuahua (1974); y Tlaxcala (1975). Tuvieron tres etapas: de enero de 1971 a junio de 1975 se crearon 21 comités por

medio de acuerdos individuales; a partir de enero de 1975 se regulan a través de una sola disposición jurídica y mediante la Comisión

de Desarrollo Regional; finalmente a partir de 1976 se compatibilizaron con la LGAH y dejaron de funcionar en 1981, tras la creación de

los Comités Estatales de Planeación de Desarrollo (COPLADES) (Ruiz, 1984).



de la instauración de la ley reglamentaria
del Artículo 26 Constitucional se creó la
figura del Convenio Único de Desarrollo
(CUD), instrumento que sustituiría al CUC,
mediante del cual se promovieron acciones
de coordinación entre la federación y los 31
estados del país. La misma Ley de
Planeación reconoce la participación y
coordinación de los estados y los
municipios en el proceso de planeación
(Artículo 14); la definición de programas
regionales (Artículo 25) y la coordinación
entre los tres niveles de gobierno para los
procesos de planeación (Artículo 33).

Cabe destacar que la Ley de Planeación en
sus versiones estatales impulsó la creación
de los Comités Estatales de Planeación para
de Desarrollo (COPLADE) y los Comités
Municipales de Planeación para el
Desarrollo (COPLADEMUN); en otros
casos se implementaron estrategias de
gestión pública mediante ejercicios de
regionalización y la creación de
dependencias para promover estrategias de
desarrollo regional, municipal y
ordenamiento territorial, lo cual despertó la
percepción de que dicho marco normativo
representaba una suerte de regulación
paralela o sustituta de la LGAH, es decir
dos instrumentos jurídicos con
competencias y atribuciones similares, pero
guardando cada uno sus lógicas en sus
respectivos espacios de instrumentación: la
LGAH enfocada a la planeación de los
asentamientos humanos que otorgaba
atribuciones a estados y municipios en
aspectos de regulación del suelo y
ordenamiento territorial; y la Ley de
Planeación de corte político­administrativo
promovía instancias estatales y
municipales de planeación del desarrollo y
medios de coordinación
intergubernamental.

En lo que corresponde a los mecanismos de
coordinación intergubernamental, el Plan
Nacional de Desarrollo 1983­1988, propuso
un enfoque para el desarrollo del territorio
nacional a partir de una propuesta de cinco
grandes regiones que fueron motivo de una
estrategia espacial de la economía con el
propósito de intensificar la
desconcentración industrial, frenar las
migraciones hacia las grandes metrópolis,
consolidar sistemas urbanos en el
Occidente y la zona del Golfo del país,
restringir en forma más estricta la
localización de actividades manufactureras
y terciarias de la ciudad de México y
racionalizar su expansión física. También
definió líneas de acción para integrar
grandes regiones al desarrollo nacional,
con ese propósito se diseñaron programas
estratégicos que formalizaron mecanismos
de coordinación interestatal y tuvieron
diferentes alcances e implicaciones en
materia de desarrollo regional,
ordenamiento territorial y desarrollo
urbano.

El posicionamiento de la vertiente estatal y
regional del desarrollo incluida en la Ley
Nacional de Planeación ocurrió bajo un
discurso descentralizador que replanteaba
la idea de un “renovado” federalismo fiscal
y el fortalecimiento de los gobiernos
estatales y locales a través de nuevas
atribuciones otorgadas a los municipios;
proponía la redistribución espacial del
gasto público y la promoción regional de
actividades económicas. En este sentido,
cabe señalar que desde finales de los
setenta y durante la década de los ochenta
se llevaron a cabo acciones incipientes de
desconcentración de la administración
paraestatal, la transferencia de los servicios
de salud y educación a los estados, así



como la apertura de espacios de
participación social; además se consideró el
apoyo de las comunidades indígenas y
acciones de infraestructura y proyectos
productivos para zonas marginadas.
Paralelamente se implementaron las
reformas constitucionales al Artículo 115 en
1983, por las cuales los municipios
adquirieron nuevas atribuciones y
competencias en materia de servicios
públicos, financiamiento, gestión de
recursos e impuestos locales.

Uno de los esfuerzos importantes en este
sentido se había anticipado con de la Ley
de Coordinación Fiscal de 1980 (LCF),
creada para fortalecer, entre otros aspectos,
las finanzas de los estados. Si bien hasta
entonces los gobiernos estatales no habían
renunciado a las facultades en materia
hacendaria que ostentaban, cuando el
Gobierno Federal asumió el control de los
principales instrumentos fiscales (Impuesto
al Valor Agregado e Impuesto Sobre la
Renta), los gobiernos estatales cedieron sus
espacios de control a cambio de recibir
participaciones de los ingresos públicos
otorgados desde la federación.

En 1980 el gobierno federal transfería los
recursos participables a los gobiernos
locales, de acuerdo a LCF, a través del
Ramo 28 denominado “Participaciones
Federales a Entidades Federativas y
Municipios”, posteriormente se comenzó
un proceso de incorporación y reasignación
progresiva de partidas presupuestales
orientadas a la descentralización del gasto
público, ello tanto como resultado de una
demanda legitima de federalización del
gasto por parte de los gobiernos
subnacionales, pero también como
producto del escenario de crisis fiscal de la
década de los ochenta que motivo que el

gobierno federal delegara en los gobiernos
estatales la responsabilidad de atender
diferentes aspectos que había mantenido
bajo su tutela, como el sistema de
educación básica.

En 1992 se creó el Ramo 25 denominado
Aportaciones para la Educación Básica en
los Estados y posteriormente, en 1998, se
integraron al Ramo 33 denominado
Aportaciones Federales a Entidades y
Municipios. A diferencia del ramo 28, los
recursos del ramo 33 se encuentran
“etiquetados”, debido a que estas
transferencias del gobierno federal, a los
gobiernos locales se asignan a una función
específica a través de fondos7; de esta
forma se pretende diferenciar la
responsabilidad de cada nivel de gobierno
en la ejecución de estos y la rendición de
cuentas de su aplicación. Otra partida
presupuestal descentralizada es la del
Ramo 26 definida como Solidaridad y
Desarrollo Regional, vinculada
especialmente los programas de superación
de la pobreza implementada desde 1992 la
cual posteriormente cambió su
denominación a superación de la pobreza.

De acuerdo la serie histórica de las partidas
descentralizadas del gasto público a
entidades federativas y municipios, estas
mostraron una tendencia ascendente en
relación con el PIB y como parte del gasto
total del sector público. Así, en 1980 el total
del gasto del sector público descentralizado
equivalía a 3.6% del PIB y para el año 2002
llegó al 8.2%. En relación con el gasto total
del sector público, las partidas
descentralizadas en 1980 fueron del 11%,
para 1992 casi se había duplicado al llegar
al 20.6% y en el año 2002 ya representaba la
tercera parte del gasto público
gubernamental del país (cuadro 2).



El ramo 28 ha sido el más importante a lo
largo de este periodo y se duplicó
prácticamente al pasar del 7.4% en 1980 al
14.5% en el año 2002. Por su parte el ramo
25, destinado a la educación básica, pasó
del 5.9% en 1992 y se convirtió en el rubro
más importante del gasto descentralizado
en el año 2002 al recibir participaciones
equivalentes al 15.2% del total de las
erogaciones presupuestales del sector
público.

Cabe señalar que, en el año 2005, el 22% del
Ramo 28 se destinaba al 25% de la

población nacional en las entidades
federativas con menor ingreso per cápita,
mientras que el 27.5% beneficiaba al 25%
del total de individuos en las entidades de
mayor ingreso por habitante. En el mismo
año, el 29.7% del Ramo 33 se concentraba
en el 25% de la población en las entidades
con menor ingreso per cápita, mientras
17.4% beneficiaba al 25% de los individuos
en las entidades federativas de mayor
ingreso por habitante (PNUD, 2011). Estos
valores muestran que la asignación ha
favorecido ligeramente a las entidades con
menores recursos.

7. Se trata de siete fondos: 1. Fondo de Aportaciones para la Educación Básica y Normal, 2. Fondo de Aportaciones para los Servicios de

Salud, 3. Fondo de Aportaciones para la Infraestructura Social, 4. Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Municipios y de

las Demarcaciones Territoriales del Distrito Federal, 5. Fondo de Aportaciones Múltiples, 6. Fondo de Aportaciones para la Educación

Tecnológica y de Adultos y 7. Fondo de Aportaciones para la Seguridad Pública de los Estados y del Distrito Federal.



1980­2002 (millones de pesos constantes de 2002 y participaciones porcentuales)

*NA= No aplica. Fuente: Elaboración propia a partir de Cámara de Diputados­Centro de Estudios de las
Finanzas Públicas (2003).

Pese a lo anterior, la evolución regional de
la inversión pública federal muestra
tendencias dispares en la medida que su
impacto redistributivo no incorpora
criterios claros para su asignación
geográfica y en algunos casos son
susceptibles de alta discrecionalidad. Así,
por ejemplo, si se toma en cuenta el
comportamiento en diferentes periodos las

entidades que generaron mayor renta
petrolera han sido a la vez las más
beneficiadas respecto al promedio nacional
de inversión pública federal; en segundo
lugar se identifican entidades como Baja
California Sur y Quintana Roo, como
destinatarios de importantes proyectos de
infraestructura turística durante la década
de los setenta y ochenta presentan más del



doble de inversiones respecto a la media
nacional (gráfica 1). Sin embargo, la
Ciudad de México sigue captando la mayor
parte de inversión pública en términos
proporcionales, mientras la gran mayoría
de las entidades mantienen participaciones
entre un 50 y la media nacional
correspondiente a 100.

Se puede concluir que durante el lapso
1970­1988, correspondiente a tres periodos
presidenciales, se registraron ejercicios
sobresalientes en México en cuanto al
diseño de instrumentos de distinta
naturaleza para atender el tema de las
desigualdades territoriales, por primera
vez se adoptaron estrategias y arreglos
institucionales entre distintos niveles de
gobierno con la intención de avanzar en la
descentralización del gasto público hacia
estados y municipios, también se diseñaron
programas y proyectos para el impulso de
regiones con escasa articulación hacia el
resto del territorio, dieron inicio los
programas de atención a zonas marginadas
y se constituyó el andamiaje institucional
para el ordenamiento de los asentamientos
humanos y los ejercicios de planeación
nacional, de estados y municipios. Este
periodo culminaría con el diseño de un
sistema nacional de planeación para
articular una serie de mecanismos de
coordinación sectorial, interinstitucional e
intergubernamental.

Este conjunto de experiencias diversas en
las políticas públicas, estrategias y diseños
institucionales, implementadas durante
esta fase de alta intervención del Estado,
contribuyeron desde distintos frentes a
abatir las asimetrías territoriales y se
pueden distinguir por las orientaciones que
los gobiernos en turno les imprimieron en
cada sexenio político­administrativo
(cuadro 3).

Si consideramos el PIB per cápita de las
entidades federativas como un indicador
agregado para establecer una línea base
que permita evaluar la tendencia de
crecimiento regional, es claro cómo en este
periodo dichos instrumentos favorecieron
una cierta tendencia de dinamismo de
aquellos ámbitos donde se dirigieron
recursos y acciones, quienes presentan
tasas de crecimiento del PIB per cápita más
elevados que el Distrito Federal, la entidad
de referencia con mayor renta per cápita
del país.

De acuerdo con el ejercicio de Beta­
convergencia (gráfica 2), entre 1970 y 1985
de las 32 entidades federativas que integran
el país, 16 de ellas registraron tasas de
crecimiento iguales o superiores a la de la
Ciudad de México. Entre las entidades que
crecieron más se encuentran aquellas
históricamente muestran menores ingresos
per cápita, entre ellas Tlaxcala, Chiapas y
Oaxaca. Otras entidades muestran una
tendencia favorable considerando que se
encontraban en un periodo de auge en la
producción de hidrocarburos, como
Campeche y Tabasco, mientras que los
casos de Michoacán y Quintana Roo son
reflejo del efecto de cuantiosas inversiones
públicas en infraestructura industrial y
turística respectivamente.

Si bien durante este periodo hubo políticas
públicas y acciones que sentaron las bases
para avanzar en el desarrollo y la equidad
territorial, algunas de estas resultaron
difíciles de consolidar, toda vez que en el
transcurso de la década de los ochenta en
México se configuró un contexto
desfavorable por la crisis fiscal del Estado
derivada de la caída de los precios del
petróleo, la fuga de capitales, elevada
inflación y desaceleración de la economía
del país, ello se reflejó en limitaciones



presupuestales que afectaron la permanencia de programas y proyectos de inversión de
carácter regional, pero también mermó el impetuoso esfuerzo de descentralización del
gasto y los ejercicios de planificación en las entidades federativas y los municipios.





Fuente: Elaboración propia.



Como se señaló anteriormente, el marco
institucional más importante en materia
territorial estuvo vinculado a la Ley de
Asentamientos Humanos de 1976. Desde
entonces este instrumento regulatorio se ha
reformado en dos ocasiones tratando de
actualizarlo a las necesidades y retos del
desarrollo urbano y los cambios
territoriales que registró el país, lo cual
justifica la necesidad de contar con arreglos
institucionales bajo nuevas circunstancias
que guíen el diseño de políticas públicas
territoriales.

Hacia el final de la administración salinista
tuvo lugar la primera reforma importante a
la LGAH, dos décadas después de haberse
promulgado. Cabe señalar que desde 1990
más de la mitad de la población mexicana
ya vivía en asentamientos urbanos (casi 48
millones). Sin embargo, el principal motivo
que alentó el cambio de la LGAH fueron
las reformas a la Ley Agraria de 1992, pues
en la medida que se transformaron los
derechos a la propiedad social de la tierra,
vigentes desde la década de los treinta del
Siglo XX, lo que implicó un reajuste
estratégico al tema de provisión de suelo
como soporte del crecimiento urbano y los
proyectos de mayor impacto territorial que
demandaban la provisión de tierras de
propiedad social.

La reforma a la LGAH fue de grandes
dimensiones, abrogó la propuesta de 1976
y postuló un nuevo marco regulatorio
basado en el contexto más reciente de
desarrollo urbano, el rediseño de una
arquitectura institucional federal y la
adopción de atribuciones regulatorias
territoriales de los gobiernos estatales y

municipales. La nueva LGAH fue aprobada
el 2 de julio de 1993 y adoptó varios
ordenamientos vinculados a las relaciones
entre la federación con estados y
municipios; normas para planear y regular
los asentamientos humanos; adopción de
criterios ambientales y promoción de la
participación social en la planeación, entre
otros aspectos.

La intención de promover una mayor
coordinación intergubernamental fue la de
establecer mecanismos de concurrencia
entre la federación y los otros niveles de
gobierno para la ordenación y regulación
de los asentamientos humanos en el
territorio nacional. Para ello la ley precisó y
postuló normas básicas para planear y
regular los asentamientos humanos y el
desarrollo urbano de los centros de
población. Otro aporte fue la incorporación
del concepto de ordenamiento del
territorio, definido como el proceso de
distribución equilibrada y sustentable de la
población y de las actividades económicas
en el territorio nacional. La misma LGAH
señala al Sistema de Planeación como el
instrumento para llevar a cabo el
ordenamiento territorial,
fundamentalmente a través del programa
nacional correspondiente y los programas
estatales y municipales de desarrollo
urbano por su cobertura regional. Pese ello,
como se señaló, el ordenamiento territorial
fue incorporado en la agenda de políticas
públicas hasta el año 2000.

Desde otra vertiente, la planeación nacional
también planteó distintas tentativas de
cambios al marco institucional,
considerando la preocupación por
incorporar elementos explícitos de corte
regional. Aunque hubo propuestas que
merecen revisarse, se puede concluir que
adolecieron por la falta de respaldo de los



principales órganos legislativos en turno.
Como se anotó, la Ley Nacional de
Planeación de 1983 había propuesto la
estructuración de un sistema de planeación
en distintas escalas como mecanismo
vinculante a nivel intergubernamental. Sin
embargo, los constantes problemas
presupuestales y la arquitectura
institucional que operó bajo un esquema
marcadamente sectorial y de dependencias
con nulas o escasas capacidades de
coordinación, derivó en esfuerzos
fragmentados y desarticulados que
afectaron de manera desfavorable el
sentido transversal y relacional que
implican las políticas de corte territorial,
sean regionales, interestatales,
intraestatales o metropolitanas, incluyendo
evidentemente la asignación presupuestal
donde ha habido esfuerzos interesantes,
aunque con limitados recursos.8

Cabe mencionar que la Ley Nacional de
Planeación a lo largo de casi dos décadas
solo incorporó algunas reformas menores,
una de ellas se realizó en 2002 donde se
implementaron cambios a diez artículos,
destacando el tema de sustentabilidad

ambiental9. Otra se realizó en 2003 y
también se modificaron diez artículos, la
cual tuvo mayor trascendencia pues
incorporó dos modificaciones: a) hacer
explícita la categoría de pueblos y
comunidades indígenas y fomentar su
participación en el proceso de planeación; y
b) (re)definir atribuciones de la Secretaría
de Hacienda y Crédito Público y del
ejecutivo, la primera como instancia central
de coordinación del Plan Nacional de
Desarrollo, de la programación financiera
y la planeación regional, mientras que el
ejecutivo se erigió como una instancia de
consulta y validación.10

La necesidad de que dicho marco
normativo pudiera trascender hacia un
mejor diseño institucional motivó que
durante el primer lustro del siglo XXI se
reactivara el interés por reformar sus
contenidos mediante un conjunto de
propuestas con una atención explícita en el
enfoque regional del desarrollo. La
propuesta de reforma a la Ley de
Planeación se realizó a partir del trabajo de
la Comisión de Desarrollo Regional del
Senado de la República (LX Legislatura) y

8. El principal logro para territorializar presupuesto federal ha sido través de negociaciones de los estados, la CONAGO y Comisiones

Especiales del Senado y la Cámara de Diputados con el ejecutivo federal para incorporar partidas especiales en el Ramo 23 para

entidades federativas, regiones y municipios. Entre estos se encuentran 8 rubros: Fondos regionales (FONREGIÓN), Fondos

metropolitanos, Proyectos de Desarrollo Regionales, Fondo para el Sursureste (FONSUR), Fondo para las Fronteras, Fondo de

Capitalidad para la Ciudad de México, Fondo para el Fortalecimiento de la Infraestructura Estatal y Municipal y Fondo para la

Accesibilidad en el Transporte Público para las Personas con Discapacidad.

9. Decreto de reforma en el Diario Oficial de la Federación 23 de mayo de 2002.

10. Ello obedeció a la extinción de la Secretaría de Programación y Presupuesto y asimilación de funciones por parte de la SHCP.

Específicamente la Fracción II del Artículo 14 menciona que entre las atribuciones de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público está la

de “Proyectar y coordinar la planeación regional con la participación que corresponda a los gobiernos estatales y municipales; así como

consultar a los grupos sociales y los pueblos indígenas y, en su caso, incorporar las recomendaciones y propuestas que realicen; y

elaborar los programas especiales que señale el Presidente de la República”. El Artículo 29 señala textualmente que: “El Plan y los

programas regionales especiales, deberán ser sometidos por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público a la consideración y aprobación

del Presidente de la República. Consúltese el Decreto de reforma en el Diario Oficial de la Federación del 13 de junio de 2003.



11. Con fecha 15 de diciembre de 2005, el Pleno de la Cámara de Senadores aprobó el dictamen que contiene el proyecto de Ley General

de Planeación del Desarrollo Nacional y Regional y se reforma la Ley de Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público Federal (ahora Ley

Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria) en materia de desarrollo regional, turnándose la minuta a la Cámara de

Diputados para los efectos constitucionales.

12. El 1 de febrero de 2006 la Cámara de Diputados turnó la minuta a las Comisiones Unidas de Hacienda y Crédito Público y de

Presupuesto y Cuenta Pública, las cuales no emitieron dictamen alguno.

13. La Ley de Desarrollo Rural Sustentable prevé varios mecanismos de coordinación entre los que destaca la formación de Comisiones

Intersecretariales y programas especiales concurrentes. A escala territorial esta disposición reglamentaria promueve la creación de los

Consejos de Desarrollo Rural a nivel municipal, en los Distritos de Desarrollo Rural y entre entidades federativas.

representantes de la CONAGO, así como la
OPEDR, quienes en el año 2005 elaboraron
conjuntamente un paquete de propuestas
para actualizar el marco jurídico a fin de
promover e institucionalizar diversos
temas del desarrollo regional en México.
En diciembre de 2005 la Cámara de
Senadores aprobó la minuta con proyecto
de decreto que entraría en vigor en 2008,
misma que renombra y adiciona la Ley de
Planeación y reformaba la Ley de
Presupuesto, Contabilidad y Gasto Público
Federal. El marco jurídico propuesto en
materia de planeación acuño el nombre de
“Ley General de Planeación del Desarrollo
Nacional y Regional”.11

La iniciativa de reforma a la Ley Nacional
de Planeación no prosperó toda vez que
después de su aprobación en la Cámara de
Senadores, al girarse a las comisiones
respectivas para su evaluación en la
Cámara de Diputados, cayó en un terreno
de indiferencia, quedando detenido el
dictamen. Posteriormente, al incorporarse
cambios a la Ley de Presupuesto,
Contabilidad y Gasto Público Federal, la
propuesta perdió materia legislativa, lo que
significa que tendría que ser sometida
nuevamente a ajustes y correcciones para
transitar nuevamente los cauces
respectivos para su aprobación en ambas
cámaras.12

Cabe mencionar que en el caso de las leyes
de planeación de varias entidades
federativas han sido sometidas a diversas
reformas. A lo largo de más de tres décadas
las limitaciones de los sistemas de
planeación de los estados se han tratado de
superar mediante innovaciones ad hoc. Las
propuestas revelan una creciente
preocupación por incorporar nuevos temas
a sus agendas de desarrollo, entre los que
destacan estrategias territoriales de
desarrollo, adecuaciones a la coordinación
intergubernamental, incorporación de la
dimensión ambiental y el enfoque de
sustentabilidad, mecanismos de
observancia y participación ciudadana,
rendición de cuentas.

Las diversas entidades también han llevado
a cabo esfuerzos importantes para impulsar
la planeación en ámbitos intermunicipales
a través de ejercicios de regionalización y el
reconocimiento de instancias que podrían
jugar un rol importante en el marco de la
planeación estatal con un sentido
territorial, dada la posibilidad de
convertirse en mecanismos de concurrencia
de las inversiones y la coordinación
interinstitucional e intersectorial. En este
sentido destacan avances para
institucionalizar figuras como los Consejos
de Desarrollo Regional y los Comités
Regionales para el Desarrollo Rural



13. (cont.) Cabe destacar que la propia Ley considera que estos Consejos representan “instancias para la participación de los productores

y demás agentes de la sociedad rural en la definición de prioridades regionales, la planeación y distribución de los recursos que la

Federación, las entidades federativas y los municipios destinen al apoyo de las inversiones productivas, y para el desarrollo rural

sustentable conforme al presente ordenamiento. Además, señala que “Los Consejos estatales de varias entidades federativas que

coincidan en una región común o cuenca hidrológica, podrán integrar consejos regionales interestatales en dichos territorios”.

14. La SEMARNAT, el Instituto Nacional de Ecología (INE), el INEGI, el Consejo Nacional de Población (CONAPO) y la SEDESOL.Guía

metodológica para elaborar programas estatales de ordenamiento territorial. Subsecretaría de Ordenamiento Territorial, SEDATU.

Palacio Prieto, José L. (Coord.) (2004) Indicadores de Ordenamiento Territorial. SEDESOL­SEMARNAT­INE­UNAM, México.

[http://www2.inecc.gob.mx/publicaciones/download/434.pdf].

sustentable, estos últimos postulados en el
marco de la Ley de Desarrollo Rural
Sustentable.13

Las políticas de ordenamiento territorial
(OT) son relativamente recientes en
México. Aunque ya había antecedentes de
este enfoque desde los principios de los
noventa, fue durante la administración que
comenzó en el año 2000 que se dedicó un
esfuerzo mayor para posicionar estrategias
desde dicha perspectiva. En términos
generales el OT representa una opción de
política pública para orientar la gestión
espacial del desarrollo desde un enfoque
sistémico. Considerando el soporte de
instrumentos metodológicos utilizados por
estos ejercicios son la base de estrategias de
desarrollo socioeconómico, ocupación del
suelo y preservación ambiental tomando en
consideración su potencial productivo, las
dinámicas sociodemográficas y las
restricciones que se deben considerar para
una organización armónica del territorio
(Covarrubias, 2015).

Con la finalidad de promover la política de
OT, en el año 2000 se creó el Grupo Técnico

Interinstitucional de Ordenamiento
Territorial que se encargó de hacer
propuestas organizativas y metodológicas,
lo que llevó a establecer compromisos entre
distintas instancias de la administración
pública federal.14 Los primeros ejercicios
en este campo se llevaron a cabo con 19
gobiernos estatales. Posteriormente en el
año 2001 se formó la Subsecretaría de
Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial y en ese mismo año se publicó el
Programa Nacional de Desarrollo Urbano y
Ordenamiento Territorial 2001­2016 (Mejía,
2008).

Para tratar de generar un cierto
posicionamiento de la política de
ordenamiento territorial en la agenda del
desarrollo, la SEDESOL, desde la
Subsecretaría de Desarrollo Urbano y
Ordenamiento Territorial, compiló una
obra con trabajos de expertos académicos
que apareció bajo el título: Política
territorial en México: hacia un modelo de
desarrollo basado en el territorio
(Delgadillo, 2008). En los años
subsecuentes la perspectiva de OT se
convirtió en uno de los temas de la agenda
pública, a partir de lo cual se han elaborado
guías metodológicas y reglas de operación
para proveerles soporte técnico y una cierta



cobertura institucional que ha descendido
hacia estados, regiones intraestatales y
municipios.15

A finales del 2003, veintisiete entidades
federativas habían concluido el proceso de
elaboración de sus Programas Estatales de
Ordenamiento Territorial (PEOT): cuatro
presentaron avances parciales y una
entidad aún no lo había iniciado (Sánchez y
Palacio, 2004). Los copiosos esfuerzos en
materia de programas de OT, sus
resultados y alcances, requirieron
someterse a una evaluación para conocer
sus alcances e impacto. Ello permitió
identificar distintas problemáticas
relacionadas a su diseño y aplicación, entre
las que se detectaron estaban la carencia de
un marco legislativo adecuado en el
momento de inicio del programa y de un
Acuerdo Nacional para el desarrollo de los
PEOT; a sintonía entre los tiempos
administrativos en que se da inicio al
programa a nivel nacional y los tiempos y
presupuestos disponibles para el desarrollo
del proyecto; falta de implementación de
una estrategia de seguimiento en la
elaboración de los PEOT estatales por parte
del Grupo Interinstitucional de
Ordenamiento Territorial, con el fin de
garantizar una aplicación uniforme de la
metodología; la diversa composición y la
heterogénea calificación profesional y
técnica de los grupos de consultores a
quienes fue encargado el desarrollo de los
trabajos por las distintas entidades
federativas; y finalmente, las diferencias en
cuanto a la disponibilidad de bases de

datos cartográficas y estadísticas a nivel
nacional, actualizadas, suficientes y de
buena calidad (Ibidem).

Bajo un contexto donde se
sobredimensionó la política de
ordenamiento territorial, no se pueden
soslayar los esfuerzos para tratar de
posicionar estrategias de desarrollo
regional. Estas iniciativas, que se
impulsaron inicialmente a través de la
Dirección General de Desarrollo Regional
(DGDR) de la SEDESOL, derivaron en
estudios que intentaron promover diversas
acciones tendientes al impulso de ciertas
regiones tomando en cuenta la
participación de los actores institucionales
de cada ámbito.

A diferencia de las incipientes iniciativas
de OT, las propuestas de política de
desarrollo regional tuvieron una menor
resonancia. Bajo este escenario se podría
afirmar que la perspectiva territorial del
conjunto del país resultó incipiente en
ciertos aspectos y en otros se desdibujó; la
propia ausencia del programa de desarrollo
urbano y ordenamiento territorial en dicha
administración fue un signo elocuente de
ello, a lo que se sumaron las acciones
fragmentadas y frecuentemente inconexas
que presentaron las distintas subsecretarías
de la SEDESOL dedicadas al planeación y
gestión territorial, regional y urbana.

Para tratar de compensar esta situación, al
final de la administración de Felipe
Calderón (2006­2012), se llevaron a cabo

15. Durante el periodo comprendido entre 2001 y 2004 se diseñaron metodologías a escala estatal y macrorregional a través de

convenios entre la SEDESOL y el Instituto de Geografía de la UNAM, convenios que sirvieron de base para la elaboración de los

Programas Estatales de Ordenamiento Territorial (Sánchez, Casado y Bocco, 2013). Las guías se pueden consultar en: SEDESOL (2010).

Guía metodológica para elaborar programas municipales de ordenamiento territorial. SEDESOL, México.

[http://www.implansanluis.gob.mx/descargas/guia.pdf]. SEDATU (2013).



dos estudios. El primero fue la “Estrategia
Territorial Nacional” (SEDESOL, 2011),
misma que se llevó cabo bajo la
coordinación de la Subsecretaría de
Desarrollo Urbano y Ordenamiento
Territorial. Este trabajo propuso una serie
de directrices para avanzar en los procesos
de cohesión territorial, destacando la
necesidad de instrumentar un enfoque
basado en sistemas urbano­rurales. Esta
iniciativa no obstante mantener una
limitada aplicación en los años
subsiguientes, aportó algunos elementos
que se retomaron en la reforma a la Ley de
Asentamientos Humanos del 2016. El
segundo estudio se denominó: “Estado de
las Ciudades en México 2011” (ONU
Hábitat­SEDESOL, 2011), integró un
diagnóstico sobre la situación y
problemática de las ciudades en México,
llamando la atención sobre la necesidad de
mejorar los mecanismos de gestión urbana.
Este trabajo contó con la participación de
integrantes de la SEDESOL, ONU­Hábitat
y un grupo de expertos académicos.

La Secretaría de Desarrollo Agrario,

Territorial y Urbano (SEDATU) comenzó a
operar en enero de 2013. Su creación
resultó una decisión que ha marcado un
hito en México dentro de los esfuerzos de
institucionalizar el enfoque territorial del
desarrollo considerando participación de
una dependencia federal con atribuciones
en el diseño, operación de presupuesto y
ejecución de políticas en esta materia.
Dicha instancia generó diversas
expectativas respecto al posicionamiento de
una agenda de política regional, urbana y
territorial a partir de una serie de funciones
y atribuciones adquiridas, varias de la
cuales se encontraban anteriormente
sectorizadas en la SEDESOL (Cuadro 4).

El reposicionamiento de la política
territorial del país se orientó a distintas
estrategias que trataron de poner sobre
relieve una agenda de iniciativas
relativamente novedosas. En términos de la
política nacional se presentó el Programa
de Desarrollo Agrario, Territorial y Urbano
2013­2018, documento que postuló grandes
directrices en materia de ordenamiento
territorial y atención a zonas de riesgo,
movilidad urbana, desarrollo regional,
entre otros (SEDATU, 2013).



La política de OT instalada ahora en la
SEDATU se siguió fortaleciendo mediante
el Programa de Ordenamiento Territorial y
Esquemas de Reubicación de Población en
Zonas de Riesgo, iniciativa coordinada por
la Subsecretaría de Ordenamiento
Territorial de la propia SEDATU. Derivado
de ello, a finales de 2014 se publicaron las
reglas de operación16 de dicho instrumento
en el cual se determinaron, entre otros
aspectos, los mecanismos y recursos
destinados a la elaboración y/o
actualización de los PEOT, los Programas
Regionales de Ordenamiento Territorial
(intraestatales) y los Programas
Municipales de Ordenamiento Territorial.

Cabe destacar que en este proceso se

generó un marco de corresponsabilidad
entre la SEDATU y las entidades
federativas y municipios que se adhirieron
al programa y decidieron emprender los
estudios respectivos para la elaboración de
alguna modalidad de OT. Como resultado
de ello es importante destacar la
integración de Consejos de Ordenamiento
Territorial (CEOT), órganos de
coordinación entre órdenes de gobierno,
sectores de la administración pública y de
la sociedad civil. Desde 2014 ya se habían
instalado los 31 CEOT; asimismo se
suscribieron el mismo número de
convenios marco de colaboración en
materia de ordenamiento territorial entre la
SEDATU y los Gobiernos Estatales. Esto
facilitó la elaboración de los estudios para

16. Diario Oficial de la Federación. Reglas de Operación del Programa de Ordenamiento Territorial y Esquemas de Reubicación de la

Población en Zonas de Riesgo para el ejercicio fiscal 2015 y subsecuentes. Publicado el 30 de diciembre de 2014.

Cuadro 4. Unidades operativas y programas transferidos de la SEDESOL a la SEDATU
en materia territorial, regional y urbana

Fuente: Centro de Estudios de las Finanzas Públicas (2013).



formular programas de OT en distintas
escalas, donde la SEDATU aportó los
montos mayoritarios para su
financiamiento y las entidades federativas
y los municipios beneficiarios una
proporción complementaria.

En cuanto a la perspectiva regional del
desarrollo, se elaboraron los programas
regionales para el desarrollo del centro,
norte y sur de México. Esta propuesta
derivó en documentos que contienen
sendos diagnósticos y aunque plantearon
su articulación con los objetivos del Plan
Nacional de Desarrollo, su diseño técnico
basado en una regionalización poco
operativa y una cantidad desmedida de
estrategias y acciones dificultaría su
instrumentación.17

Finalmente, cabe señalar que la Dirección
General de Desarrollo Regional de la
propia SEDATU impulsó la iniciativa de
“Regionalización Funcional”, tratando de
posicionar una perspectiva de planeación
partiendo de un enfoque de regiones
funcionales desde los denominados
Sistemas Urbano Rurales (SUR’s) y
Subsistemas Urbano­Rurales (Sub SURs).
Esta perspectiva de regionalización menos
ortodoxa, a diferencia de la regionalización
nacional de tres franjas, resultó un
instrumento novedoso en una escala
operativa que aportaría mayores elementos

para la toma de decisiones a partir de la
identificación de los déficits que presentan
las áreas funcionales de las ciudades
integrados por las áreas articuladas a 59
zonas metropolitanas y 9 capitales
estatales.18

Derivado de ello se formó un Grupo
Técnico Interinstitucional que incorporó
representantes de las 18 secretarías y
dependencias del Gobierno Federal con
atribuciones en políticas territoriales, con la
intención de generar una caracterización
desde diferentes temas y avanzar en
propuestas para mejorar las condiciones de
infraestructura y equipamiento de los
SUR´s y Sub SUR´s. Como parte de este
grupo participó el Instituto Nacional de
Estadística y Geografía (INEGI), quien
desarrolló la plataforma de información
adecuada a esta regionalización a través de
un sistema de información de geográfica de
consulta denominado mapa digital.19

Otra propuesta, impulsada durante la
administración que recientemente culminó,
fue la de Zonas Económicas Especiales
(ZEE). Este modelo parte de la idea de crear
“polos de crecimiento” mediante
externalidades para favorecer economías
de aglomeración que eventualmente
puedan generar efectos multiplicadores en
un contexto regional. En este caso se
considera que, dado que la productividad

17. De manera complementaria se postularon tres programas regionales especiales: “Estrategia Nacional de Desarrollo Regional de

Tierra Caliente”; “Estrategia Nacional de Desarrollo Regional de los Corredores Económicos Pacífico y Canamex” y “Estrategia

Nacional de Desarrollo Regional del Mundo Maya­Frontera Sur”. Estas iniciativas pueden resultar importantes en sus respectivos

contextos espaciales, aunque suelen ser vistos como ejercicios coyunturales y reactivos, además presentaron escasas posibilidades de

instrumentación, dado que no se alcanza a distinguir con claridad la utilidad y su impacto, o bien porque no se consideraron como parte

de los programas operativos dado que generalmente carecían de fondos financieros para su ejecución.

18. Los frutos de este esfuerzo fueron publicados en: SEDATU (2015). Regionalización funcional de México. Metodología. Este trabajo

fue elaborado por la Dirección General de Desarrollo Regional de la SEDATU.

19. http://gaia.inegi.org.mx/mdm6



de las empresas depende no solamente de
sus propias acciones, sino también del
papel que asumen otras firmas y del
ambiente de negocios que prevalece a nivel
local, resulta necesario generar incentivos
públicos mediante infraestructura y un
régimen fiscal especial.

El proyecto de las ZEE está direccionado
hacia las zonas que presentan mayor
rezago económico y social del país,
ubicadas en el Sursureste, pero también en
algunas que presentan un colapso de sus
economías debido al declive de sus
recursos petroleros, como es el caso de
Campeche y Tabasco ubicados en esta
misma región. Con este propósito, se
aprobó la Ley Federal de Zonas
Económicas Especiales (LFZEE) en 2016, a
partir de la cual el Gobierno Federal emitió
la declaratoria de cinco ZEE hacia finales
de 2017 y dos más en los primeros meses
de 2018.

El proyecto de ZEE es muy reciente, por lo
que antes de entrar en operación
transitarán por varias etapas y más allá de
lo que plantean distintas lecturas
contrapuestas sobre dicho proyecto, lo
cierto es que hasta este momento resulta
prematuro evaluar su impacto en los
procesos de desarrollo regional y su
posible contribución en la disminución de
las disparidades territoriales.

Sin duda el mejor esfuerzo en el diseño
institucional de soporte actual de la política
territorial en México es la reciente Ley
General de Asentamientos Humanos que
se promulgó en noviembre de 2016. Esta
propuesta ha creado un marco de arreglos
institucionales y la posibilidad de avanzar
en el diseño y fortalecimiento de un
sistema de gobernanza territorial en
distintos niveles de gobierno con

directrices que marcarán las pautas
actuales y futuras de la gestión pública del
desarrollo y la organización territorial en
México. La actualización de dicha ley
recorrió un difícil camino, principalmente
por la falta de consenso de los legisladores
en cuanto a perspectivas y contenidos. Sin
embargo, la coyuntura de la reunión de
Hábitat III en Quito, Ecuador, celebrada en
octubre de 2016, generó un contexto
político que obligó a que el gobierno
mexicano llegará a dicho foro mundial con
una nueva legislación en materia de
asentamientos humanos.

La Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y
Desarrollo Urbano (LGAHOTDU), ha
generado nuevas expectativas en las
políticas de desarrollo territorial y otros
rubros considerando la propuesta de un
andamiaje institucional que favorece
instancias, instrumentos y orientaciones
que podrían renovar y permear los
enfoques actuales y futuros de política
pública. De inicio este marco normativo
plantea un reconocimiento explícito de la
dimensión territorial del desarrollo desde
principios de equidad e inclusión, lo cual
culmina un largo periodo en México en la
tarea de posicionar explícitamente el
territorio como un vehículo de la política
de Estado. Otros aspectos considerados son
directrices relacionadas a temas como el
derecho a la ciudad, la resiliencia urbana y
sustentabilidad ambiental, la movilidad, los
propios ejercicios de ordenamiento
territorial, la puesta en marcha de
instrumentos programáticos de política
territorial en distintas escalas y horizontes,
así como la incorporación de nuevas
figuras para la gobernanza y gestión
urbana y territorial, entre otros (cuadro 5).



Cuadro 5. Directrices y temas principales de la nueva Ley General de Asentamientos
Humanos, Ordenamiento Territorial y Desarrollo Urbano

Fuente: Elaboración propia a partir de la LGAHOTDU publicado en el DOF el 28 de noviembre de 2016.



A poco más de dos años de promulgarse
esta ley, varios de los temas previstos ya se
vienen desarrollando y otros se encuentran
en proceso de diseño e instrumentación.
Especialmente resulta importante destacar
la Estrategia Nacional de Ordenamiento
Territorial (ENOT), un proyecto en curso a
cargo de grupo consultor integrado por
especialistas de la UNAM y participantes
de la SEDATU en su nueva administración;
esta iniciativa cuenta además con el
auspicio del Banco Interamericano de
Desarrollo y se espera que la propuesta sea
sometida a foros de consulta y el escrutinio
de expertos a fin de mejorar y establecer
consensos con respecto a una versión
definitiva que se daría a conocer en el mes
de mayo de 2019.

El enfoque prospectivo de la ENOT lo hace
un instrumento inédito en México cuyo eje
principal es postular elementos que
contribuyan a mejorar el diseño de la
dimensión espacial del desarrollo del país
en un horizonte de mediano y largo plazo
(2019­2040). La propuesta pretende
establecer el marco básico de referencia y
congruencia territorial con el Plan Nacional
de Desarrollo, los programas sectoriales y
regionales del país en materia de
Ordenamiento Territorial en aras de que
coadyuven al uso racional del territorio y el
desarrollo equilibrado del país.

Para lograr estos propósitos, la ENOT
identificará los sistemas urbano rurales y la
regionalización que estructuran
funcionalmente al país; orientará la
delimitación y caracterización de las zonas
metropolitanas estratégicas para impulsar
el desarrollo económico y reducir las
disparidades regionales; planteará medidas
para el desarrollo sustentable de las
regiones del país, en función de sus

recursos naturales, de sus actividades
productivas y del equilibrio entre los
asentamientos humanos y sus condiciones
ambientales; también trazará lineamientos
para la dotación de la infraestructura,
equipamientos e instalaciones
fundamentales para el desarrollo de las
regiones y el país; y finalmente propondrá
mecanismos para su implementación,
articulación intersectorial y evaluación.

El Gobierno Federal que inició el 1 de
diciembre de 2018 bajo la administración
de López Obrador (2018­2024), también ha
formulado diversos proyectos de corte
territorial que pueden tener distintos
alcances; aunque algunos presentan
avances y fueron sometidos a consulta
pública para su aprobación, la mayoría de
ellos se encuentran actualmente en proceso
de diseño. Estas iniciativas han despertado
diversas expectativas tratándose de
ejercicios de distinta naturaleza que
sugieren rutas que podrían contribuir a
mejorar las condiciones de desarrollo de
diversos territorios en México,
especialmente para aquellos con los más
bajos indicadores de desarrollo económico
y social.

Se pueden agrupar en tres tipos de
modalidades las propuestas formuladas en
la nueva etapa de Gobierno Federal.

Primero, aquellas cuyo eje se orienta a la
ampliación o construcción de
infraestructura de transporte, entre estos el
más emblemático es el proyecto Ruta del
Tren Maya que incluye un circuito
ferroviario 1,500 kilómetros a lo largo de
las tres entidades de la Península de
Yucatán (Campeche, Yucatán y Quintana
Roo) y algunas porciones de Tabasco y
Chiapas.



En segundo lugar, se encuentran las
iniciativas que intentarán mejorar los
actuales sistemas de transferencias hacia
grupos vulnerables y los déficits de
cobertura de infraestructura y
equipamiento social. En primer lugar, se
puede mencionar que la Secretaría de
Bienestar, que sustituye a la SEDESOL,
coordinará varias iniciativas como el
programa universal de apoyo a adultos
mayores de 68 años y 65 para las personas
de ascendencia indígena, así como
personas con discapacidad que estén en
situación de pobreza.

La estrategia territorializada de la política
social considera la creación de los llamados
Centros Integradores del Bienestar, se trata
de 7,561 puntos de atención que operarán
en comunidades rurales para proveer
apoyos gubernamentales y coordinar
programas. Cada centro integrador tendrá
una instancia de representación federal ya
existente como clínicas comunitarias
Instituto Mexicano del Seguro Social
(IMSS), almacenes Diconsa, Oficinas
Bansefi, Telecomm, CADERs SAGARPA,
Centros CDI, CBTA, CONALEP, entre
otros que se articularán a una estructura de
266 microrregiones que intentarán
dispersar 25 programas prioritarios con
apoyos conjuntos entre la Secretaria de
Bienestar y SAGARPA, estos pretenden
beneficiar a 28 millones de personas.
Incluye varios componentes productivos y
otros dirigidos al equipamiento social. Este
programa tiene la intención de mejorar las
condiciones de infraestructura social y
generación de empleo, lo que ha planteado
la idea generar “cortinas de desarrollo”, es
decir acciones que contribuyan al arraigo
de la población en sus lugares de origen y

al mismo tiempo crear una “válvula de
escape” por la presión ejercida de los flujos
de reciente migración que se ha registrado
en algunas entidades del sur­sureste de
México y la proveniente de algunos países
centroamericanos como Guatemala y
Honduras.

Finalmente, respecto a los esfuerzos que
atenderá la SEDATU, destaca el Programa
de Mejoramiento Urbano que tiene como
objetivo garantizar el derecho al hábitat, la
vivienda y el patrimonio de las personas
que habitan en zonas urbanas de alta
marginación. En coordinación con otras
dependencias de la administración pública
federal, se propone articular estrategias
para reducir la violencia y mejorar el
entorno de los grupos que más lo
requieren. El paquete incluye tres
componentes: a) la regularización,
escrituración y certeza jurídica para la
constitución de reservas territoriales,
reparcelamiento, regularización de la
tenencia de la tierra, entrega de títulos de
propiedad y escrituras, la cual contará con
la participación del recientemente creado
Instituto Nacional de Suelo Sustentable
(INSUS) y la Procuraduría Agraria; b) el
rubro de vivienda incluye acciones de
mejora, ampliación y sustitución, dicha
iniciativa estará a cargo del Banco del
Bienestar que entregará subsidios y la
Comisión Nacional de Vivienda (CONAVI)
que ofrecerá asesoría técnica; c) el tercer
componente estará bajo la responsabilidad
de la propia SEDATU e incluye acciones
orientadas a mejorar y dotar de
infraestructura urbana básica,
equipamientos, espacios públicos y áreas
verdes y movilidad urbana. Cabe señalar
que dicho programa incluye 10 ciudades de
la frontera norte, 5 turísticas para el año



2019 y cinco municipios para el año 2020.20

Este conjunto de programas, estrategias y
proyectos formulados por la nueva
administración federal sugiere cambios
importantes en cuanto al diseño de
políticas públicas y la redefinición de una
agenda pública con una mayor atención
hacia la población de menores niveles de
vida, así como las regiones y comunidades
con mayores grados de marginación en el
país. Bajo este contexto, los esfuerzos de
política territorial en México han
despertado diferentes apreciaciones,
algunas de estas se miran con optimismo y

en otros casos inspiran cierto escepticismo.

La experiencia histórica mexicana y los
actuales esfuerzos del Estado revela un
proceso de aproximación progresiva de
política pública que intenta generar
mejores condiciones de organización
espacial y atenuar las desigualdades
territoriales; sin embargo, también resulta
evidente que los desequilibrios espaciales
en México siguen siendo una realidad,
situación que continua poniendo a prueba
los marcos institucionales y el alcance
actual de las políticas públicas orientadas
hacia la equidad territorial.

20. En su primera etapa se consideran las ciudades de la Frontera Norte: Tijuana, Baja California, Acuña, Coahuila, Juárez, Chihuahua,

San Luis Río Colorado, Sonora y Matamoros, Tamaulipas. En su segunda etapa de la misma región fronteriza: Mexicali, Baja California,

Piedras Negras, Coahuila, Nogales, Sonora, Reynosa, Tamaulipas y Nuevo Laredo, Tamaulipas; las ciudades turísticas comprenden: Los

Cabos, Baja California Sur, Bahía de Banderas, Nayarit, Puerto Vallarta, Jalisco, Acapulco, Guerrero y Solidaridad, Quintana Roo.

Finalmente, los municipios considerados en la segunda etapa corresponden a cinco del Estado de México: Chalco, Chimalhuacán, Villa

Nicolás Romero, Texcoco y Cuautitlán Izcalli.





Fuente: Elaboración propia.



Uno de los rasgos del cambio estructural de
la economía mexicana, como consecuencia
de la política neoliberal adoptada desde
mediados de la década de los ochenta, fue
la profundización de medidas de
liberalización y desregulación económica.
Ello favoreció el ascenso de los acuerdos
bilaterales y multilaterales de libre
comercio e inversión que colocaron a
México como una de las economías más
abiertas del mundo en el transcurso de
pocos años. El Tratado de Libre Comercio
de América del Norte (TLCAN),
promulgado en enero de 1994, trascendió
como el arreglo multilateral de mayores
alcances para México considerando la
relación histórica y vecindad geográfica
con la principal potencia del globo.

La coalición de los tres países para formar
una zona de libre comercio en América del
Norte resultó en su momento una opción
estratégica frente al avance de los procesos
de regionalismo y multilateralismo
registrados en otras partes del mundo,
especialmente por el fortalecimiento de la
Unión Europea, el despunte de Japón y
otros países emergentes, entre ellos los
denominados tigres asiáticos –Corea del
Sur, Singapur, Hong Kong y Taiwán–, a los
que se sumarian posteriormente naciones
como China y la India. El ascenso de
alianzas entre distintos países y la
multipolaridad resultante sentarían las
bases del nuevo orden geoeconómico
mundial que se forjaba desde finales de los
ochenta y principios de los noventa con

consecuencias distintas para los países que
más se involucraron en esta ruta debido a
la configuración de nuevos fenómenos
transfronterizos y un creciente vínculo de
sus espacios subnacionales en los circuitos
la economía global.

El TLCAN implicó un re­escalamiento
progresivo de las relaciones comerciales a
partir del desarme arancelario gradual
entre los tres países y promovió una
agenda de inversiones foráneas en México
que estimuló la relocalización de
numerosas empresas manufactureras
estadounidenses en territorio mexicano,
evento asociado principalmente a los
menores costes salariales y las ventajas
generadas por la proximidad espacial; ello
configuró el ascenso de plataformas de
producción­exportación organizadas en
clústeres y cadenas de valor
transfronterizas en segmentos como la
industria automotriz, la producción de
partes y dispositivos eléctricos, aparatos de
precisión y más recientemente la industria
aeronáutica, entre otras.

La emergencia de lugares de mayor
crecimiento económico asociados a la
agenda de comercio e inversión impuesta
por el TLCAN promovió una lógica de
crecimiento selectivo en el interior de
México, es decir durante los últimos cinco
lustros se fortalecieron ciudades y regiones
que captaron flujos importantes de
inversión, atrajeron firmas trasnacionales y
han creado ambientes de negocios que
permitieron impulsar mercados laborales
en sectores exportadores. Se trata de
territorios más dinámicos porque
registraron tasas del crecimiento del PIB y
de empleo sostenidas y mayores a la media
nacional; corresponde a lugares donde sus
economías de aglomeración y conectividad



en los principales ejes de circulación
asociados al TLCAN han generado un
mejor posicionamiento, situación que
contrasta con el comportamiento nacional,
errático y de modesto crecimiento durante
el último cuarto de siglo.

Este proceso se puede ilustrar con el
resultado del ejercicio de Beta­
convergencia, que representa el
crecimiento del PIB per cápita de las
entidades federativas para el periodo 1986­
2015 (gráfica 1). Para ello se tomó como
línea base el año de 1986 que corresponde
al momento que México se adhiere al
Acuerdo General de Aranceles y Comercio
(GATT por sus siglas en inglés,
actualmente Organización Mundial del
Comercio), lo cual marca el despegue de la
fase de liberalización comercial, ello como
parte de la orientación de política
neoliberal.

A diferencia del periodo fordista­
keynesiano en este periodo distintas
entidades del norte del país (Nuevo León,
Coahuila, Sonora) y el centro occidente
(Guanajuato, San Luis Potosí,
Aguascalientes y Querétaro) presentan un
mejor dinamismo, toda vez que registraron
tasas de crecimiento del PIB per cápita
iguales o superiores a la Ciudad de México,
la entidad de referencia con mayor renta
per cápita del país. Su crecimiento se
relaciona por el proceso de apertura
comercial y la llegada de inversiones
foráneas a ramas generadoras de productos
de exportación. En contraste, con excepción
de las entidades que se mantienen con altos
ingresos per cápita por su renta petrolera
(Campeche y Tabasco), se presenta un
rezago de las entidades que presentan bajo
PIB per cápita y tasas de crecimiento
menores como Chiapas, Tlaxcala, Guerrero,
Morelos, Puebla y México.

Gráfica 1. Tasa media de crecimiento del PIB per cápita de las entidades federativas,
1986­2015 y PIB per cápita 1986

Fuente: Elaboración propia a partir de INEGI (2015) y cifras ajustadas por Almanza (2018).



No obstante que hubo una mayor
participación de ciudades y entidades en
los nuevos circuitos de inversión derivados
del TLCAN, México registró un efecto de
ampliación de las brechas de desarrollo de
sus regiones; un proceso de reforzamiento
de los territorios históricamente
consolidados, como se señaló, destaca el
ascenso de regiones que presentaron
mayores ventajas para participar en un
modelo orientado hacia el mercado
externo, como el caso de la región Centro
Occidente y la franja fronteriza de norte,
mientras que otros territorios, como el Sur­
Sureste, permanecieron indiferentes ante el
mismo evento. El TLCAN configuró así un
modelo de regiones y ciudades
“ganadoras” y “perdedoras”, situación que
en parte fue resultado de la ausencia de
políticas públicas compensatorias, pero
también por las limitadas capacidades que
a lo largo del tiempo han presentado
algunas regiones para participar en los

circuitos más importantes de la economía
mexicana.

El resultado global de este proceso se
puede apreciar a partir de un ejercicio
denominado Sigma­Convergencia (gráfica
2), en éste se muestra la tendencia de largo
plazo del PIB per cápita de las 32 entidades
federativas para el periodo 1970­2017. La
trayectoria observada de la curva de
descenso y ascenso del PIB per cápita
confirma una primera fase de convergencia
relativa que corresponde a los últimos años
del modelo de economía orientada hacia el
mercado interno (1970­1985), dicha
tendencia contrasta con lo que ocurre a
partir de mediados de la década de los
ochenta, es decir el proceso de ampliación
de las brechas regionales del PIB per cápita
que se corresponde con el inicio del modelo
de economía orientado hacia el mercado
externo.

Gráfica 2. México: tendencia de crecimiento de las entidades federativas, 1970­2017
(Logaritmo natural del PIB per cápita)

Fuente: Elaboración propia a partir del Sistema de Cuentas Nacionales. Producto Interno Bruto por Entidad
Federativa (INEGI, 2015) y Censos de Población y Vivienda (INEGI varios años).



Bajo un contexto de desregulación y
liberalización de la economía, donde las
pautas más importantes del crecimiento
regional se delegaron progresivamente a
los agentes privados, las acciones del
Estado mexicano destinadas al desarrollo
territorial se colocaron en un segundo
plano. Llama la atención que mientras
México se encargaba de desmontar parte
del andamiaje institucional durante los
primeros lustros en que comenzó a operar
el modelo neoliberal, en otros países se
reivindicaba la política pública territorial
(Ferreira, 2005).

A pesar de que México transitaba por un
contexto poco favorable para emprender
políticas territoriales, se registraron
algunos intentos para redimensionar la
perspectiva de política regional, y urbana.
Como parte de su incorporación al club de
países de la OCDE en 1994, intentó adoptar
algunas de las directrices aplicadas a sus
miembros, especialmente porque se tuvo
como referencia algunos países con mayor
trayectoria en cuanto a enfoques y
experiencias de política pública
explícitamente de corte territorial. Así, en
1999 este organismo organizó la
conferencia “Hacia un nuevo modelo de
planeación espacial” en donde se consideró
que las condiciones mundiales habían
generado un marco que reafirmaba el papel
de la planeación territorial (Ibidem).

El contexto adverso de la década de los
noventa opacó los esfuerzos del gobierno
mexicano para emprender estrategias de

desarrollo y de equidad territorial. Las
contadas iniciativas emprendidas en esta
fase adolecen por mantener un carácter
simbólico más que operativo, pues
presentaron una instrumentación
deficiente, derivada del escaso respaldo
financiero. Ejemplo de ello fue el Programa
Nacional de Desarrollo Urbano 1990 ­ 1994.
Este instrumento formuló el
reordenamiento territorial a través de la
potencialidad de desarrollo de subsistemas
urbanos, la consolidación de enlaces de
articulación y distribución jerarquizada de
servicios.

Aún con las limitaciones presupuestarias
de estas acciones, autores como Garcés
(2001) reconocen ciertas bondades del
Programa Nacional de Desarrollo Urbano
1990 ­ 1994 y su antecesor propuso en el
periodo 1984 ­ 1988, en la medida que
considera que ambos instrumentos
enfrentaron de manera más directa los
efectos del crecimiento urbano acelerado y
desordenado, además se instrumentaron
distintas acciones para impulsar el
desarrollo regional. Adicionalmente
promovieron el interés en la coordinación
intersectorial y el establecimiento de las
condiciones técnicas y administrativas para
operar la política de ordenamiento
territorial y desarrollo urbano.21

Durante la administración de Ernesto
Zedillo (1994 ­ 2000), hubo una relativa
recuperación de las estrategias de
desarrollo urbano­regional. Para tal
propósito se puso en marcha el Programa

21. Un ejemplo fue el impulso a los sistemas de información para la planeación, la elaboración de los planes y programas de

desarrollo urbano a nivel regional, estatal y municipal, la definición de una regionalización programática, el establecimiento de

Comités para el Desarrollo Urbano, la generación de leyes y normas estatales para la planeación local y la generación de

numerosos documentos técnicos para la instrumentación de la política en la materia



Nacional de Desarrollo Urbano 1995­2000.
El planteamiento de documento trató de
orientar el ordenamiento territorial de las
actividades económicas y de la población
conforme a las potencialidades de las
ciudades y las regiones, así como inducir el
crecimiento ordenado de diversas
ciudades. Este programa presentó cuatro
iniciativas: 1) Programa de 100 Ciudades;
2) Programa de Consolidación de las Zonas
Metropolitanas, 3) Programa de
Ordenamiento Territorial y Promoción del
Desarrollo Urbano, 4) Programa de
Impulso a la Participación Social en el
Desarrollo Urbano.

Para la aplicación de los programas se llevó
a cabo una división del país en nueve
regiones interestatales y se crearon
iniciativas de gran impacto territorial como
el Megaproyecto del Istmo de Tehuantepec,
como se señaló, una estrategia que intentó
infructuosamente conectar
internacionalmente esta zona del país; el
Programa Frontera XXI, que representó el
proyecto binacional con EUA más
importante en el rubro ambiental, emanado
a partir de los acuerdos paralelos del
TLCAN.

Aun con los esfuerzos anteriores, la
administración de Zedillo se caracterizó
por la ausencia de una visión de conjunto
en materia de territorial debido a que el
PNDU tuvo serias limitaciones en su
instrumentación y los esfuerzos de
planeación regional quedaron
subordinadas a las políticas sectoriales
operadas por la Secretaría de Desarrollo
Social (SEDESOL), la Secretaría del Medio

Ambiente y Recursos Naturales
(SEMARNAT) y la Secretaría de
Agricultura, Ganadería y Pesca
(SAGARPA) (Ferreira, 2004).

La administración de Vicente Fox (2000­
2006), constituyó el primer gobierno de la
alternancia partidista en México después
de 70 años y generó expectativas de
cambios políticos e institucionales. Sin
embargo, en la práctica hubo continuidad
en cuanto al modelo de desarrollo
económico imperante y la estructura
precedente de instituciones y dependencias
de la administración pública. A pesar de
ello, resultó hasta cierto punto inédito que
la perspectiva territorial del desarrollo,
escasamente tomada en cuenta por los dos
gobiernos anteriores, tuviera un
posicionamiento importante en la agenda
de desarrollo del nuevo gobierno.

Desde la Secretaría de la Presidencia se
diseñó una propuesta de desarrollo
regional bajo la coordinación de la Oficina
para la Planeación Estratégica y el
Desarrollo Regional (OPEDR)22. El
esquema de planeación de este organismo
se orientó hacia el impulso de la gestión
regional interestatal con la intención de
formular “programas integrales de
desarrollo sustentable”, inspirados en
buena medida en la estrategia del Centro
Occidente referida adscrita a la
SEMARNAT. En este sentido el Plan
Nacional de Desarrollo 2001­2006
incorporó una propuesta de cinco
mesorregiones, estrategia poco ortodoxa si
la comparamos con las propuestas de
regionalización de administraciones

22. En este proceso jugaron un papel importante funcionarios que provenían del Gobierno del Estado de Guanajuato, donde en años

previos se había propuesto una perspectiva innovadora de gestión territorial basada en la figura de los Consejos Promotores del

Desarrollo Regional. Para más detalles de la propuesta consúltese: Madrigal (2002).



anteriores con fines de planeación nacional.
Básicamente se trató de generar ámbitos de
coordinación intergubernamental desde
asociaciones voluntarias de los estados a
fin de hacer operativos programas
federales y/o definir una plataforma para
gestionar presupuesto orientado a
proyectos comunes de los estados
integrantes de cada ámbito espacial.

Las mesorregiones estuvieron vinculadas a
una figura denominada Fideicomisos
Regionales, mismos que se convirtieron en
instancias de gestión regional y espacios
desde los que se trató de captar recursos de
la federación para emprender diversos
proyectos. Los resultados de la labor de
dichas instancias fueron limitados y en
algunos casos prácticamente nunca
operaron, destacando excepcionalmente la
experiencia del Fideicomiso Centro­
Occidente (FIDERCO), que resultó durante
tres lustros uno de los mejores esfuerzos
logrados en los procesos de gestión del
desarrollo regional intergubernamental
gracias a su diseño institucional basado en
la participación de grupos sectoriales, redes
de trabajo intergubernamentales y espacios
de negociación para establecer consensos
desde los cuales se acordaron carteras de
proyectos comunes a las ocho entidades
integrantes de esta región.23

Las mesorregiones también estuvieron
relacionados a la idea de crear ámbitos
para hacer operativos proyectos regionales
especiales y alinear presupuestos
interestatales, entre estos destacan: el Plan
Puebla Panamá (PPP) y el Programa de

Desarrollo de la Frontera Norte, ambas
iniciativas formaron coordinaciones
independientes bajo la dirección de la
Presidencia de la República.

Las directrices en el diseño de algunas de
las estrategias de desarrollo regional
durante la administración Fox, se
inspiraron en el trabajo: “El Sur también
existe” de Dávila, Kessel & Levy (2002).

En dicho documento se parte del supuesto
que el modelo de economía orientada hacia
el mercado interno, como el que prevaleció
en México durante el periodo de ISI, causó
desequilibrios regionales ya que
privilegiaron el enfoque sectorial y no el
territorial, distorsionaron el efecto de los
subsidios gubernamentales para el
desarrollo al encauzarlo a programas
sociales y provocaron un incremento de la
pobreza. En contraposición a ello el
enfoque sugiere el diseño de nuevas
estrategias acordes con el modelo de
economía abierta que podrían compensar
esos desequilibrios.

Las orientaciones de política pública,
contenidas en el trabajo de Dávila, Kessel &
Levy retomadas por la administración de
Fox para aplicarla a sus programas
regionales, se incluyeron principalmente en
los cursos de acción del polémico PPP para
el Sur­Sureste de México, tal y como lo
advierten Bartra (2010 y Torres y Gasca
(2004), sin embargo, también pueden ser
aplicables al Programa de la Escalera
Náutica del Mar de Cortés en el Noroeste
del país, estos programas plantearon que

23. El FIDERCO desempeñó un papel muy importante en su momento y es reconocido como un caso paradigmático de asociacionismo

regional con una cartera de proyectos que intentó apuntalar la integración y el dinamismo de esta región, si bien fueron pocos los

proyectos que realmente se contaron con fondos financieros, ha dejado un legado muy importante que puede ser consultado través del

Programa de Desarrollo de la región Centro­Occidente y su página web: www.centrooccidente.org.mx.



una forma de revertir estos desequilibrios
era insertar las regiones rezagadas a los
procesos globales de inversión y comercio
mediante la creación de infraestructura y
otorgándoles incentivos para que la
inversión privada fluyera hacia dichos
espacios de mayor potencial de recursos
naturales y productivos (agua,
biodiversidad, energéticos y fuerza laboral
de bajo costo, entre otros). Desde este
mismo esquema se trató de posicionar
regiones que mantienen una localización
estratégica en los esquemas de circulación
y distribución de mercancías y se partió del
supuesto que la promoción de mayores
montos de inversión productiva
incrementaría el ingreso, mejoraría la
calidad de vida, el arraigo de la población y
la contención de los flujos migratorios
hacia el vecino país del norte.

La transición de un modelo territorial
basado en el mercado interno y de amplia
intervención estatal a otro relativamente
descentralizado, impulsado por el mercado
externo y las inversiones privadas
domésticas y foráneas, reconfiguró el
diseño de políticas públicas territoriales,
donde el Estado mexicano relegaría
relativamente sus funciones de
inversionista y regulador para privilegiar la
de promotor y facilitador en la lógica de
generar ambientes de negocios proclives a
las estrategias internacionales de inversión­
comercio, emprender coaliciones con la
iniciativa privada y reformar los marcos
institucionales en materia de propiedad de
los recursos naturales y la participación de
inversión en áreas anteriormente
reservadas o reguladas ampliamente por el
Estado, como la minería, la construcción de
infraestructura de transporte, la
producción de energía eléctrica y más
recientemente la extracción de petróleo.

Así, por ejemplo, Oxfam (2018) señala que
de 2000 a 2008 se otorgaron más de 24 mil
concesiones mineras en México y para el
2017 su número ha llegó a 25,500,
correspondiente al 13.5% del territorio
nacional; en el caso de la energía eléctrica
las reformas del 2013 posibilitaron que
particulares adquirieran la facultad de
generación, trasmisión y distribución,
estimándose en 2017 que casi el 40% de la
electricidad que se consume en el país
fuese ya producida por el sector privado,
incluyendo sistemas de producción
independiente, autoabastecimiento,
cogeneración, pequeña producción, entre
otros (SENER, 2018); respecto, al caso de la
producción de petróleo, la reforma
constitucional en este sector emprendida en
el 2014 generó condiciones para que las
actividades de exploración y extracción de
hidrocarburos se realicen mediante
asignaciones y contratos a empresas
privadas, las primeras licitaciones
internacionales, denominadas “Ronda 0” y
“Ronda 1”, para explorar y aprovechar
reservas probables y prospectivas en el
Golfo de México tuvieron lugar
recientemente, aunque mostraron escasa
participación por parte de los agentes
inversionistas.

Veinticinco años después de la firma del
TLCAN, actualmente denominado por
México Tratado de Libre Comercio México,
Estados Unidos y Canadá (T­MEC), y a casi
dos décadas de que el gobierno mexicano
emprendiera una perspectiva de política
pública adaptada a la agenda internacional
de inversión y comercio, el saldo nacional y
subnacional presenta resultados
contrapuestos. Durante este periodo
México registró una tendencia hacia el
estancamiento y bajo desempeño



macroeconómico, de lo que se deduce que
el acuerdo comercial de América de Norte
podría haber significado un proceso de
“suma cero” para nuestro país, pues el
“éxito” de determinadas regiones no
parece haber impactado lo suficiente en los
indicadores macroeconómicos, como
tampoco el hecho de que hubiese
entidades que crecieron a niveles más altos
a raíz del TLCAN permitió compensar el
patrón de desigualdades interregionales.
Por el contrario, como se evidenció en las
gráficas 1 y 2 los diferenciales del PIB de
las entidades federativas mostraron
tendencias hacia la divergencia en la
medida que las capacidades dispares para
adaptarse a las dinámicas del mercado
internacional ampliaron sus brechas de
ingreso.

Con el agotamiento del modelo de
crecimiento económico, basado en el
mercado interno y en una amplia
participación del Estado, el ajuste
estructural iniciado desde mediados de la
década de los ochenta se profundizó en los
años subsecuentes. Bajo un escenario de
colapso fiscal que restringió los ingresos
del Estado mexicano, resultó difícil
mantener el financiamiento para el
crecimiento económico y el empleo con el
gasto público, incluyendo las inversiones
gubernamentales dirigidas a los sectores y
empresas públicas que sostenían en buena
medida el mercado interno.

La administración de Salinas de Gortari
(1988­1994) aceleró las reformas
estructurales de la economía mediante
cambios institucionales e intensificó la
privatización de activos públicos iniciados

en el sexenio precedente, incluyendo la
desregulación de sectores donde el Estado
mantenía exclusividad y la
desincorporación de importantes empresas
estatales e instituciones proveedoras de
bienes y servicios públicos. Bajo este
contexto se reajustaron o eliminaron los
aparatos y esfuerzos de las instituciones
públicas federales en materia de planeación
nacional y regional. Con la reforma a la Ley
Orgánica de la Administración Pública
Federal en 1992 la Secretaria de Hacienda
absorbió las funciones de planeación que
estaban integradas en la entonces Secretaria
de Programación y Presupuesto (SPP). Esta
reingeniería de los aparatos
administrativos desdibujó los ejercicios de
planeación, pues se impuso un esquema
altamente centralizado de control y
racionalización de recursos financieros e
institucionales desde el Gobierno Federal,
razón por la cual se registró un retroceso en
los esfuerzos de descentralización fiscal y
del gasto público.

La búsqueda de una cierta legitimidad por
parte del Gobierno Federal, derivado de los
altos costos del ajuste estructural, colocó a
la política social en un lugar privilegiado
de su agenda, creando para ello la
Secretaría de Desarrollo Social en 1992
(SEDESOL). Los limitados recursos
institucionales hacia la población se
concentraron en el Programa Nacional de
Solidaridad (PRONASOL) coordinado por
dicha dependencia federal. La iniciativa
operó sobre un esquema de intervenciones
focalizadas de atención a grupos
vulnerables con el propósito de erradicar la
pobreza; ésta incluyó principalmente
transferencias en fondos sociales y ayudas
en especie a la población rural y la dotación
de servicios urbanos en algunas áreas
marginadas de las ciudades y metrópolis.



El PRONASOL operó fundamentalmente
desde acciones focalizadas de gasto social
con las cuales se crearon dos instrumentos:
los Convenios de Desarrollo Social (CDS) y
los Fondos Municipales de Solidaridad
(FMS). Los CDS establecían compromisos
conjuntos de inversión entre el gobierno
federal y los estados a través de los
COPLADES. Con este instrumento se
planteaba que cada entidad federativa
seleccionara y jerarquizara las obras
sociales y proyectos productivos a los que
se destinan los recursos del Ramo 26,
Solidaridad y Desarrollo Regional
(Cabrero, 2007). Los FMS se crearon para
transferir recursos adicionales a los
municipios catalogados con mayor pobreza
y su ejecución se llevó a cabo por los
Consejos Municipales de Solidaridad en
cada ayuntamiento. A partir de esta lógica,
las acciones de desarrollo regional se
delegaron a los propios estados y
municipios.

A los esfuerzos asistenciales focalizados, se
sumaron 16 programas regionales dirigidos
hacia zonas de población indígena, áreas
de alta marginación y sectores en crisis.

Debido a que la política territorial se
mantuvo sectorizada en una dependencia
como la SEDESOL, con una preeminente
orientación de sus recursos en programas
sociales, el tema de descentralización y la
planeación regionales y la de los estados
pasaron a un segundo plano en la agenda
gubernamental. Lo anterior implicó que la
política de desarrollo territorial se
percibiera en cierto sentido como el efecto
indirecto de la propia política social y que
los escasos programas federales adscritos a
la política territorial, regional y urbana
estuvieran supeditados a esta dependencia

federal durante un periodo de poco más de
dos décadas donde formó parte de su
estructura administrativa.

Durante el mandato de Ernesto Zedillo
(1994­2000) se formuló el Programa de
Educación, Salud y Alimentación, conocido
como PROGRESA, el cual inició en 1997.
De acuerdo Hevia (2009), esta iniciativa
pretendió integrar en un solo programa las
dimensiones de salud, alimentación y
educación con la idea de trabajar al mismo
tiempo en el alivio de la pobreza (por
medio de transferencias económicas
condicionadas) y la creación de capital
humano partiendo del propósito de crear
una mejor inserción de las siguientes
generaciones en el mercado de trabajo.

Una innovación de PROGRESA fue la de
operar sobre un doble proceso de
focalización: uno por elección de localidad,
de acuerdo con parámetros censales de su
grado de pobreza, y otro la familia, como
unidad de intervención principal de la cual
emanaba un padrón de beneficiarios, a
quienes en vez de subsidios o canastas
básicas se le entregaba dinero en efectivo
por medio de instituciones financieras
gubernamentales y privadas. Sus
resultados globales parecen no haber
impactado favorablemente para abatir los
indicadores agregados de pobreza, que se
han mantenido e incluso aumentaron en los
últimos años.

Los programas de atención social
incrementaron sus fondos en el transcurso
de los años, independientemente que se
reconoce que la cobertura de
infraestructura social sigue siendo limitada
para las regiones presentan rezagos
persistentes. Aunque PROGRESA se
mantuvo en los primeros dos años de la



administración de Vicente Fox, en el año
2002 cambio a la denominación de
OPORTUNIDADES bajo un diseño similar
a su antecesor, en cuanto a favorecer la
tríada salud, alimentación y educación, sin
embargo, también promovió la articulación
hacia otras acciones de desarrollo social.

Un año previo a la aparición del programa
OPORTUNIDADES, en 2001 se lanzó la
Estrategia de Microrregiones; esta
perspectiva consideró el antecedente de la
identificación de Zonas de Atención
Prioritaria formulada en años previos y se
propuso superar la pobreza y promover el
desarrollo de comunidades con rezago
crónico. A diferencia de los programas
sociales que le antecedieron, cuya unidad
principal de intervención fueron las
personas y/o los hogares, la focalización en
este caso tuvo un carácter explícitamente
territorial considerando un universo
seleccionado de 263 microrregiones,
conformadas por 1,338 municipios con los
más altos índices de marginación y un
componente mayoritariamente de
población indígena.

Durante la administración de Peña Nieto,
OPORTUNIDADES fue renombrado para
dar lugar al programa PROSPERA,
considerada como una iniciativa de
inclusión social que comenzó a operar en el
año 2014. Su diseño privilegió el
componente de apoyos alimentarios, al
fusionarse con el Programa de Apoyo
Alimentario, sin embargo, también
propuso un esquema de articulación y
coordinación de la oferta institucional de
programas y acciones de política social,
incluyendo aquellas relacionadas con el
fomento productivo, generación de
ingresos, bienestar económico, inclusión
financiera y laboral, educación y salud.

Como en anteriores programas, su
población objetivo fue la población
reconocida en situación de pobreza
extrema, aunque las transferencias dentro
del tema alimentario no se condicionaron a
requerimientos de salud y educación como
en los programas antecesores.

El énfasis de PROSPERA se aplicó al rubro
de alimentación, lo que dio lugar al
lanzamiento de la denominada Cruzada
Nacional contra el Hambre (CNCH).
Operó bajo una perspectiva diferenciada de
atención rural y urbana. En el primer caso
destinada hacia población en comunidades
rurales desde transferencias condicionadas
de recursos y otros incentivos para apoyo a
infraestructuras básicas orientadas a
generar condiciones de autoconsumo
alimentario, mientras que en los entornos
urbanos se puso énfasis en el
fortalecimiento de la cohesión social, el
rescate de espacios públicos y la promoción
de infraestructura deportiva y cultural.

Los resultados de las políticas públicas de
combate a la pobreza, en términos
generales suelen presentar resultados
contrapuestos respecto a su contribución
para disminuir las asimetrías territoriales.
Ello debido a que la transferencia de
recursos monetarios a las poblaciones más
vulnerables permite mejorar en algún
grado la satisfacción de necesidades
esenciales como alimentación, vivienda y
acceso a servicios básicos, sin embargo, el
sistema de subsidios no es suficiente para
una transformación estructural de las
condiciones productivas y reproductivas
para dicha población.

De acuerdo a cifras oficiales del Consejo
Nacional de Evaluación de la Política de
Desarrollo Social (CONEVAL, 2016) en



1992 el 53.1% de la población mexicana,
equivalente a 46.1 millones de personas, se
encontraba en condiciones de pobreza24 ,
para el año 2002 había alcanzado el 50.0%
(50.4 millones de personas), una década
más tarde en el año 2012 la cifra de pobres
aumentó al 52.3% (61.4 millones de
personas) y en el último año de referencia
2016 la proporción de pobres en México
llegó al 52.3% equivalentes a casi 65
millones de personas. Estas cifras revelan
que aún con la aplicación de recursos
destinados para erradicar la pobreza, en
términos globales el fenómeno no parece

menguar, por el contrario, tiende a
permanecer en el tiempo e incluso
aumentar.

En el caso del comportamiento del
indicador de pobreza de las entidades
federativas (cuadro 7), medido por la
proporción de población bajo esta
condición, los resultados suelen ser
disímbolos en el transcurso del tiempo, es
decir algunas entidades han tendido a
disminuir modestamente su proporción de
población pobre, mientras que en otras es
un fenómeno persistente o ascendente.

24. El criterio de pobreza utilizado se refiere insuficiencia del ingreso disponible para adquirir la canasta alimentaria y efectuar los

gastos necesarios en salud, educación, vestido, vivienda y transporte, aun si se hiciera uso de todo el ingreso disponible en el hogar

exclusivamente para la adquisición de estos bienes y servicios.

Cuadro 7. Porcentajes de población en situación de pobreza por Entidad Federativa, 1990­2016

Fuente:
CONEVAL (2016).



Así, por ejemplo, estados como
Aguascalientes, Baja California Sur, San
Luis Potosí, Jalisco, Sinaloa, Yucatán, entre
otros, bajaron su proporción de población
en pobreza entre 1990 y el año 2000.
Mientras que entidades como Chiapas,
Puebla, Oaxaca y Guerrero, sin bien
presentan alguna mejoría durante el
periodo, más del 60% de su población
continúa todavía bajo situación de pobreza
en el año 2010.

Un modelo de intervención de integración
de varios programas destinado a zonas
urbanas fue emprendido en el año de 2014.
Se trató de una propuesta para la
articulación de varias estrategias, entre
ellas la CNCH, el Programa Nacional para
la Prevención Social de la Violencia y la
Delincuencia y el Programa Hábitat para la
inclusión y atención de la pobreza urbana y
los procesos de violencia social. Para el
desarrollo de estos trabajos se conformó un
Comité de Intervención Conjunta integrado
por la Secretaría de Gobernación, la
SEDESOL y SEDATU que trabajaron en la
identificación de universos comunes, cruce
y georreferenciación de la información, así
como el consenso de una metodología
común para el diagnóstico y actuación
focalizada en zonas urbanas caracterizadas
por sus niveles de rezago, exclusión y
violencia social que se propuso denominar
Sectores Urbanos de Intervención Conjunta
(SUIC).

Esta metodología de intervención socio
urbana tuvo el propósito de incidir, a partir
de la alineación de esfuerzos de los tres
órdenes de gobierno y de la elaboración de
diagnósticos integrales que tomaron en
consideración las particularidades del
territorio y sus dinámicas demográficas
sociales, culturales y económicas en la

solución de las principales problemáticas
en los sectores urbanos caracterizados por
sus altos índices de pobreza, exclusión
social, carencia alimentaria y donde
además han configurado entornos de
violencia.

El aspecto más notable del análisis
territorial consiste en identificar “anillos de
inclusión económica”, que dan cuenta de
los patrones de dependencia económico­
espacial. Dichos anillos permiten
aprovechar las ventajas del territorio, lo
que, a su vez, ayuda a la focalización de la
política pública; debido a lo anterior, fue
necesario hacer una encuesta a
establecimientos con el fin de detectar los
flujos de bienes y servicios en el territorio.

Un ejercicio para mejorar el diseño y la
gestión de las políticas públicas para la
equidad territorial en México implica
considerar, por una parte, los avances
recientes que se han desarrollado en
términos del diseño institucional emanado
de la Ley General de Asentamientos
Humanos, Desarrollo Urbano y
Ordenamiento Territorial (LGAHOTDU),
pues es un referente indiscutible respecto a
los códigos que han fijado algunas de las
directrices más relevantes en México en
materia de política pública territorial. Por
otra parte, resulta necesario explorar cómo
se podrían fortalecer otras formas de
intervención pública del Estado,
considerando sus distintos efectos y
alcances en cuanto a la organización y el
desarrollo territorial del país. Algunos de
los elementos críticos de este proceso



transicional se señalan en el cuadro 8.

Reconocer no solo una política territorial,
sino un conjunto de acciones públicas del
Estado articuladas bajo una perspectiva
espacial del desarrollo puede ayudar a
perfilar la propuesta de una “matriz de
políticas territoriales” como lo sugiere
Reyes (2012), con orientaciones de distinta
naturaleza, pero con un objetivo común
dirigido al desarrollo y la equidad
territorial. Para dicho propósito se destaca
la importancia de superar obstáculos e
incorporar aspectos que permitan transitar
hacia cuatro orientaciones estratégicas: la
integración de políticas territoriales, la
gobernanza territorial, el desarrollo de
capacidades endógenas territoriales y la
cohesión territorial.

En México las políticas públicas operan
desde una perspectiva centralizada y
sectorizada porque la administración
pública parte de considerar la separación
temática de la realidad que debe ser objeto
de atención por parte del gobierno. En ese
proceso se impone la lógica de reducir la
complejidad inherente de esta realidad a
elementos simples, susceptibles de ser
administrados en forma individual dentro
del sector público. Este problema,
ampliamente reconocido, deviene en un
carácter de preeminencia de las políticas
sectoriales sobre las políticas territoriales.
Aun cuando las primeras tienen una
expresión espacial, generalmente operan
desde una lógica fraccionada. La estructura
vigente de dependencias de la
Administración Pública Federal mexicana
favorece esta situación porque el
presupuesto y el ejercicio del gasto público

están diseñados para incidir de manera
aislada en el territorio.

Bajo un arreglo institucional donde cada
dependencia federal controla sus propios
programas y distribuye recursos desde sus
criterios, orientaciones y reglas, dificulta la
articulación intersectorial e
interinstitucional, dicha situación tiende a
reproducirse en la forma en cómo operan
también los gobiernos subnacionales
–estatales y municipales­. Ante la ausencia
de una perspectiva transversal vinculante
que supone la política territorial, se
mantiene una lógica de planeación de alta
dispersión de esfuerzos y recursos, lo que
eventualmente repercute en mayores costos
de transacción y baja efectividad de las
acciones públicas.

Una forma de generar esquemas de
concurrencia que faciliten una lógica
integrada de intervención territorial es
mediante mecanismos de articulación y
coordinación intersectorial e
interinstitucional, especialmente
considerando aquellas instancias con
competencias que les permiten incidir en la
dimensión territorial del desarrollo. Se trata
de la construcción de espacios que implican
un nivel de entendimiento para generar
consensos, definir acciones y destinar
recursos que puedan converger bajo una
lógica espacial.

Se ha venido avanzado en la formulación
de instancias con un claro sentido
territorial, éstas pueden resultar vehículos
útiles en la planeación y gestión territorial,
especialmente algunas de ellas cuentan con
reconocimiento legal; se trata de figuras
que operan bajo una perspectiva regional,
estatal o local, como Consejos, Agencias o
Fideicomisos, a los cuales se les transfieren



capacidades de decisión y, en ciertos casos,
se les dota de potestades presupuestales
que siguen una lógica de aplicación
territorial, interestatal y/o intermunicipal.

La perspectiva de OT contiene los
principios más importantes para
reivindicar el sentido de integralidad de las
políticas públicas en este renglón. La
LGAHOTDU, vigente desde finales del
2016, no solo reconoce la importancia de
contar con perspectivas sistémicas del
desarrollo que requieren del concurso de
distintas instancias sectoriales y niveles de
gobierno, sino que postuló la creación de
órganos de gestión para coordinar las
políticas públicas territoriales. En la escala
federal se creó un Consejo Nacional de
Ordenamiento Territorial y Urbano que ya
viene funcionando y es coordinado por la
SEDATU; en el nivel de entidades
federativas y los municipios se propone la
formar y reactivar órganos equivalentes.

El rubro del financiamiento público, que
podría convertirse en el instrumento más
robusto para territorializar las acciones
públicas, es quizás el más débil, dado que
también está estructurado para operar bajo
una lógica sectorial. Aunque en México se
han registrado avances en cuanto al diseño
de partidas especiales de gasto público con
un diseño claramente territorial, como el
Fondo Metropolitano, el Fondo Regional
(FONREGION) y el Fondo Especial para el
Desarrollo del Sur Sureste, estas y otras
iniciativas suelen tener recursos
extremadamente limitados, o bien adolecen
de un diseño operativo que frecuentemente
desvirtúa el propósito y los recursos para
los que fueron creados; por este motivo han
contribuido escasamente al desarrollo
territorial.

La descentralización política en México ha
tenido avances en cuanto a delegación de
capacidades de decisión y mayor
participación de los recursos federales e
ingresos propios de gobiernos
subnacionales. La propia Constitución
Política de México prevé un sistema de
arreglos vinculantes entre el gobierno
central y el de las entidades federativas y
municipios mediante el llamado pacto
federal, mientras que el Sistema Nacional
de Planeación y la Ley de Coordinación
Fiscal también tienen considerados
diferentes mecanismos que prevén arreglos
administrativos, de planeación y fiscalidad
intergubernamental. Sin embargo, es bien
conocido que durante muchos años en la
práctica el Gobierno Federal ha ejercido un
esquema de control del ingreso y el gasto
público altamente centralizado.

En el pasado reciente, como se señaló, se
generaron experiencias valiosas en cuanto a
propuestas de coordinación
intergubernamental como el Consejo
Nacional de Desarrollo Regional que
activaron mecanismos de coordinación
entre la federación y las entidades
federativas. Una modalidad similar
resurgió posteriormente bajo la creación de
las denominadas mesorregiones y la figura
de Fideicomisos Meso regionales, mismos
que presentaron avances limitados. En
cuanto a la forma de interacción entre la
Federación y los estados también es
importante señalar la mediación que ha
desempeñado la Conferencia Nacional de
Gobernadores (CONAGO), una instancia
de coordinación de los gobiernos de las
entidades federativas creada desde 2002



con el propósito de generar contrapesos
políticos para descentralizar recursos
presupuestarios federales; su impacto se ha
reflejado en un mayor margen de
participación de los estados y alianzas
interestatales (regionales) que han sido
destinatarios de partidas presupuestales.

Recientemente se postularon iniciativas
como la creación de los delegados estatales
que podrían contribuir a mejorar la
coordinación administrativa del Gobierno
Federal y las entidades federativas. Esta
polémica figura, incorporada en la
administración actual, se propone la
articulación de acciones del Gobierno
Federal hacia el resto del país a partir de la
coordinación e implementación de planes,
acciones y los programas a cargo de las
secretarías, las dependencias y entidades
federales. Como en otras ocasiones, la
aparición de estas figuras federales o
similares en las entidades federativas son
miradas con recelo en la medida que se
tiene la percepción que pueden transgredir
la relativa autonomía que detenta las
propias entidades federativas donde
operaran.

Es importe promover acciones que
coadyuven a la transición de un modelo
centralizado, vertical y unidireccional entre
el gobierno central y las dependencias
federales con los estados y municipios a
uno descentralizado, horizontal y
multidireccional para favorecer tanto la
concurrencia entre instituciones y
dependencias como la cooperación
articulada entre distintos niveles de
gobierno. Para este propósito resulta
pertinente considerar el referente de los
sistemas de gobernanza multinivel
propuesto por la OCDE (2007), modelo que
implica el desarrollo de ejercicios de

cogestión mediante el involucramiento de
actores públicos, privados y sociales
interactuando en escalas que van de lo
nacional a lo regional y hasta lo local. Estos
arreglos multiactor y multiescala
promueven espacios para la coordinación,
negociación, generación de acuerdos y
reparto de responsabilidades entre
involucrados, aspectos que eventualmente
pretenden generar mayores consensos y
legitimidad a las intervenciones
territoriales.

Una escala de articulación territorial poco
explorada y utilizada en México es aquella
que promueve la asociación entre
municipios, esta medida es pertinente en
un país que cuenta con 2,458 municipios,
especialmente para entidades federativas
que suelen albergar decenas y hasta cientos
de ellos, donde las acciones y recursos
públicos tienden hacia una extremada
atomización. En México la mayoría de las
entidades federativas cuentan con
divisiones regionales intermunicipales que
atienden un propósito predominantemente
administrativo, sin embargo, existen casos
interesantes de mecanismos institucionales
de desarrollo regional e identificación de
zonas prioritarias del desarrollo.

Es importante advertir que la LGAHOTDU
reconoce la importancia de un modelo de
arreglos institucionales en diferentes
niveles de gobierno mediante la creación de
un Sistema de Planeación del
Ordenamiento Territorial, Desarrollo,
Urbano y Metropolitano, lo cual permitirá
generar una plataforma progresiva para la
creación de legislaciones e instancias de
Ordenamiento Territorial y Desarrollo
Urbano en las diferentes escalas de
gobierno, ello a la vez puede favorecer la
alineación entre la perspectiva federal y la



correspondiente a los niveles
subnacionales.

Finalmente, esta misma ley reconoce una
dimensión de regiones funcionales en una
escala meso regional a partir de la
identificación de los Sistemas Urbano
Rurales (SUR). Esta modalidad, que ya
había sido formulada con anterioridad,
posee ahora un referente explícito dentro
de la LGAHDUOT y la ENOT. En principio
se cuenta con la identificación de 20 SUR,
que si bien representan un medio para
entender el funcional “real” de los
territorios, se requiere un esfuerzo técnico
y político que permita diseñar acciones
operativas en una escala que no coincide
con las delimitaciones político­
administrativas de los estados y las que
suelen operar en las regionalizaciones con
fines de planeación, especialmente se
pueden tratar temas como déficits de
cobertura de infraestructura, servicios y
agentes económicos en cada ámbito
regional.

En México han cobrado auge en los últimos
años los programas sociales dedicados a
generar transferencias de recursos públicos
bajo ejercicios de focalización en
individuos, familias y municipios en
condiciones de alta marginación.

Estas acciones, aunque han coadyuvado a
la supervivencia de determinadas
poblaciones, no son suficientes si no se
articulan a otro tipo de políticas públicas
macroeconómicas y locales que incidan en
los cambios estructurales que generan el
empobrecimiento y no solo su resultado: la

pobreza.

Por ello, es necesario considerar aspectos
relacionados en una escala de políticas
macro orientadas a mejorar la estructura
actual de salarios, combatir el desempleo y
la precarización del trabajo, promover
precios asequibles de bienes y aumentar la
cobertura y calidad de servicios básicos;
también resulta importante seguir
avanzando en cambios institucionales que
coadyuven a la progresividad de los
derechos sociales y transformar los
contextos que influyen en la desigualdad
de las oportunidades como es la condición
de etnia y género. En esta misma lógica es
importante la dimensión espacial, ya que
en la medida que se puedan mejorar los
entornos de vida de la población ­barriales
y comunitarios­ también se podrán ampliar
las oportunidades y capacidades para
favorecer mayores y mejores condiciones
de equidad territorial.

Desde otra vertiente se reconoce la
necesidad de transitar de una perspectiva
subsidiaria y de dependencia de recursos
exógenos de los territorios a otra que
promueva el desarrollo de sus capacidades
internas. Una vía para ello es la
construcción de alternativas que se
inscriben en lo que se ha reconocido como
el enfoque del desarrollo endógeno
territorial (DET). Esta perspectiva
considera en principio que la acción
pública territorial no solo se refiere a la
escala geográfica o el ámbito político­
administrativo de las intervenciones;
tampoco es el resultado de la inyección de
recursos, la intensificación en el uso de los
activos materiales territoriales o la
intermitente transferencia de recursos a los
grupos más marginados. Para incorporarse
en la ruta del desarrollo endógeno



territorial se plantea que es imprescindible
considerar a quienes son los principales
animadores y beneficiarios de este proceso,
es decir el enfoque apela al papel proactivo
de los agentes sociales como sujetos de
cambio. La relevancia de ello radica en que
las personas pueden construir y alcanzar
capacidades técnicas, cognoscitivas,
organizacionales e institucionales, que les
permita formular estrategias y proyectos
para generar recursos y otros beneficios
desde sus ámbitos territoriales de acción
inmediata.

La endogeneidad territorial también opera
en un plano político. A diferencia de las
etapas anteriores donde se considera que
política territorial era competencia casi
exclusiva del Estado, el DET posibilita una
creciente capacidad local/regional para
tomar decisiones relevantes que competen
a los actores y el lugar al que pertenecen.
En este sentido cobran relevancia los
sistemas de gobernanza descentralizados y
los arreglos institucionales que permiten
coordinar la acción colectiva mediante
espacios de negociación, establecimiento de
consensos y mecanismos de observancia y
rendición de cuentas.

La perspectiva del DET apunta hacia una
nueva generación de políticas públicas
articuladas, integrales y acumulativas que
trata de generar una nueva óptica en la
relación entre desarrollo­calidad de vida y
actores sociales. En este caso no solo se
trata de acciones que contribuyan a suplir
las desventajas y carencias de los
territorios, sino de transformarlos mediante

el desarrollo de capacidades de sus
integrantes en aras de generar los recursos
para la satisfacción de sus necesidades y las
del entorno donde habitan.

Los mecanismos de compensación bajo
principios de subsidiaridad y solidaridad
hacia territorios menos desarrollados o con
menores capacidades han sido importantes,
sobre todo cuando los recursos asignados
están dirigidos a una transformación
estructural de las regiones que repercuten
en un incremento de la calidad de vida
después de un plazo determinado. Sin
embargo, es importante explorar la
posibilidad de una perspectiva integradora
que apunta hacia la construcción de una
matriz de políticas públicas territoriales
que incluyen no solo la búsqueda de
equidad territorial, sino también otros
cambios cualitativos orientados a mejorar
las capacidades de las personas para
insertarse de manera favorable en sus
entornos de vida, así como favorecer
mejores condiciones materiales,
organizativas, identitarias y de
participación en las decisiones. La
perspectiva que se aproxima a estos
propósitos está relacionada a la perspectiva
de cohesión territorial.

El enfoque de Cohesión Territorial de
ascendencia europea se planteó en el Libro
Verde de la Cohesión Territorial25. Se trata
de una aproximación a una política integral
que no sólo abarca cuestiones de equidad o

25. Comisión De Las Comunidades Europeas (2008). Libro Verde sobre la cohesión territorial. Convertir la diversidad territorial en un

punto fuerte. COM (2008) 616 final, Bruselas.



solidaridad interterritoriales, sino también
incorpora objetivos de integración /
coordinación de las distintas políticas con
incidencia territorial26.

La cohesión territorial podría definirse en
términos generales como un principio para
las actuaciones públicas encaminadas al
logro de objetivos como crear lazos de
unión entre los miembros de una
comunidad territorial (cohesión social) y
favorecer su acceso equitativo a servicios y
equipamientos (equidad/justicia espacial),

configurar un auténtico proyecto territorial
común que conjuga una perspectiva
solidaria con principios de justicia espacial;
la idea implica acciones que puedan
contribuir a configurar un proyecto común
para los territorios, donde además de
elementos de compensación para la
reactivación productiva y generación de
ingreso, considera la necesidad de reforzar
la densificación de relaciones sociales, la
identidad, así como la sostenibilidad
ambiental (Fernández, et al, 2009).

26. El enfoque plantea cinco vertientes principales:

1) Un desarrollo socioeconómico territorialmente equilibrado dentro de una región o un Estado, caracterizado por la ausencia de

desigualdades y polarizaciones territoriales acusadas en términos de renta, oportunidades de empleo, entre otros.

2) Un grado adecuado de articulación física del territorio a través de las redes del sistema de transporte, tanto entre las diferentes partes

del territorio considerado (articulación física interna) como en lo que se refiere a la conexión de dicho territorio con otros territorios

vecinos (articulación física externa).

3) La creación de condiciones equivalentes de accesibilidad de los ciudadanos a los servicios públicos, equipamientos e infraestructuras

en las diferentes partes de un territorio (principio de equidad territorial), garantizando la disponibilidad de umbrales adecuados de

servicios en todo el territorio y el intercambio de servicios entre las distintas partes de este.

4) El grado de cohesión del territorio en un sentido político, lo que supone la existencia de mecanismos de asociación y/o coordinación

entre diferentes niveles de gobierno para garantizar los intercambios entre ellos.

5) La existencia en un territorio determinado de un sentido de identificación y pertenencia entre los ciudadanos, agentes económicos y

sociales, así como y fuerzas políticas, que da lugar a un compromiso colectivo y un proyecto compartido para el futuro desarrollo de

dicho territorio.



Fuente: Elaboración propia.

Cuadro 8. Elementos de la transición de un enfoque convencional a uno emergente en
las políticas públicas orientadas hacia el desarrollo y la equidad territorial



El diseño y aplicación de políticas
territoriales en México no ha seguido una
tendencia unívoca y resulta un proceso
inacabado. En una primera etapa los
esfuerzos tuvieron como propósito
principal la disminución de las
disparidades regionales, para lo cual se
confeccionaron estrategias como la
transferencia de recursos y la construcción
de infraestructuras físicas y sociales hacia
territorios marginados y en desventaja;
eventualmente la política territorial transitó
por varios derroteros que fueron
redefiniendo la manera misma en que se
conceptualizarían las intervenciones del
Estado en dicho renglón. En este sentido, se
pusieron en práctica diferentes clases de
externalidades, incluidos incentivos
estatales como detonadores de
movilización del potencial productivo y la
competitividad de los territorios; más
recientemente cobraron relevancia
esquemas de trasferencia de capacidades
de decisión y descentralización del gasto
público hacia gobiernos subnacionales.

Una pieza importante en el desarrollo
reciente de las políticas territoriales en
México ha sido el rediseño de un marco
institucional que ha postulado un marco
con códigos orientados hacia enfoques,
instrumentos y organismos de desarrollo
territorial. La propia participación de
instancias federales dedicadas
explícitamente a la coordinación de
políticas y estrategias de corte territorial ha
favorecido el posicionamiento dicha
perspectiva mediante ejercicios de
planeación de corte regional y mediante
propuestas de orden federal orientadas al
ordenamiento territorial y urbano. Sin
embargo, aunque actualmente México

cuenta con diseños institucionales más
robustos, todavía se requiere instrumentar
cambios en las formas de coordinación
intergubernamental y estrategias de
concurrencia intersectorial e
interinstitucional de las políticas públicas
que puedan favorecer las perspectivas
sistémicas y transversales requeridas por la
planeación y gestión del desarrollo
territorial.

Uno de los retos importantes a considerar
en el tránsito hacia un nuevo enfoque de
desarrollo en México es que el territorio no
es solo el ámbito de intervención de los
actores gubernamentales, noción asociada
al contorno político­administrativo objeto
de las intervenciones gubernamentales;
tampoco es el resultado de los ejercicios
localizados de inyección de inversiones
públicas y privadas o la intermitente
transferencia de recursos dirigidos hacia
poblaciones objetivo. Aunque estas
orientaciones han sido medios para tratar
de disminuir las desigualdades
territoriales, se debe de reconocer que los
procesos de desarrollo que pueden
favorecer la equidad territorial cobran
mayor sentido cuando las políticas públicas
reconocen, promueven e incluyen los
múltiples actores que integran los
territorios que son objeto de intervención,
en los cuales éstos son capaces de
desplegar sus capacidades organizativas
desde sus propios entornos de vida para
generar condiciones de aprovechamiento
de sus recursos, que a la vez favorezcan
mejor calidad de vida; bajo esta idea
también resultan necesarios los espacios de
coordinación y participación en la toma de
decisiones.
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El presente documento tiene como objetivo
exponer el balance de las políticas de
desarrollo territorial en Colombia entre
2010 y 2018 con un énfasis especial en
aquellas derivadas del Plan Nacional de
Desarrollo (PND) 2014­ 2018. Para este
balance se analizaron las bases normativas
e institucionales que sustentan el desarrollo
territorial colombiano, teniendo como
marco el nivel de descentralización y
desconcentración en Colombia, el marco
fiscal y de financiación de las entidades
territoriales, así como los mecanismos de
coordinación multinivel disponibles. El
análisis parte de una línea de tiempo donde
se visibilizaron las políticas de desarrollo
territorial y, en algunos casos, de
ordenamiento territorial desde 1991, para
posteriormente abordar más
profundamente un conjunto de políticas
recientes relevantes para avanzar en el
proceso de desarrollo territorial en
Colombia.

El trabajo está estructurado en cuatro (4)
capítulos. En el capítulo 1 se realiza un
diagnóstico de la desigualdad territorial en
Colombia. En el siguiente se describe la
metodología empleada para el análisis de
las políticas públicas, desde el concepto de
desarrollo territorial. A continuación, se
expone el proceso evolutivo experimentado
por este, que ha permitido diseñar e
implementar estrategias para disminuir
brechas al interior y entre territorios,
además de reducir la pobreza y la
desigualdad (DNP, 2017). También se
presentan, a través de una línea de tiempo
algunas políticas, instrumentos y
mecanismos, tanto convencionales como
novedosos o actuales, que han permitido
avanzar en el desarrollo territorial del país.

Seguidamente se da cuenta de los
resultados de algunas de las más relevantes
políticas e instrumentos de desarrollo
territorial, mediante la identificación de
elementos tales como problemas que
buscan resolver, objetivos, beneficiarios de
la política, arreglos institucionales,
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mecanismos de intervención,
financiamiento y sistemas de evaluación y
seguimiento. Para finalizar, se desarrollan
en profundidad algunos de los hallazgos
antes enunciados y se presenta un conjunto
de lecciones aprendidas teniendo en cuenta
los objetivos de las políticas de desarrollo
territorial, así como se analiza si estas
políticas han sido efectivas. Además, se
exponen los desafíos que en materia de
desarrollo territorial están pendientes de
abordar en el contexto colombiano, en
términos de descentralización,
funcionalidad de los territorios,
asociatividad territorial, autonomía
presupuestal de los entes territoriales,
gestión fiscal de los recursos de estas
entidades, coordinación nación­territorio y
potenciamiento de los territorios.

Según cifras del Departamento Nacional de
Estadística (DANE), en 2017 la incidencia
de la pobreza monetaria y pobreza
monetaria extrema a nivel nacional fue de
26,9% y 7,4%, respectivamente. No
obstante, al analizar los resultados
teniendo en cuenta diferencias territoriales,
se pueden apreciar desigualdades
significativas. Así, la incidencia de pobreza
monetaria y pobreza monetaria extrema
para las 13 ciudades más importantes y sus

áreas metropolitanas (“ciudades
principales”) en 2017 fue 15,7% y 2,7%,
respectivamente. Para el resto de las
cabeceras municipales o zonas urbanas del
país, fue 36,5% y 8,4%, respectivamente, y
para zonas rurales (centros poblados y
rural disperso), fue 36,0% y 15,4%.

Al analizar la evolución de la incidencia de
la pobreza monetaria desde 2010, se aprecia
que las ciudades principales tienen
menores niveles de incidencia, seguidas
por las demás zonas urbanas, mientras que
en los territorios rurales la incidencia de
pobreza monetaria es la más alta. En
cuanto a pobreza monetaria extrema, la
tendencia presenta cifras más preocupantes
dado que los resultados para las otras
cabeceras municipales son
aproximadamente 3 veces mayores a los de
las ciudades principales, mientras que la
incidencia en centros poblados y rural
disperso es aproximadamente 2 veces
mayor a la de las otras cabeceras
municipales, es decir, más de 6 veces
mayor a la de las ciudades principales. Se
debe anotar que la tendencia general de la
incidencia en pobreza monetaria y pobreza
monetaria extrema es decreciente con el
paso de los años para todos los niveles
territoriales analizados (Gráfico 1).



Gráfico 1: Evolución de la incidencia de la pobreza monetaria y pobreza monetaria en
Colombia (2010­2017).

Fuente: Estadísticas de pobreza y desigualdad 2008­2017, DANE.

En cuanto a desigualdad medida a través
del coeficiente de Gini, el total nacional
para 2017 fue de 0,508. A diferencia de lo
ocurrido con la pobreza, según las cifras
oficiales, los territorios menos pobres son
más desiguales. Específicamente en 2017 el
coeficiente de Gini en las ciudades
principales fue de 0,477; en las demás
cabeceras municipales fue de 0,469 y en los

centros poblados y territorios rurales
dispersos fue de 0,456. Teniendo en cuenta
las cifras presentadas, se puede ver que
Colombia es un país con altos niveles de
desigualdad tanto a nivel nacional, como
en los diferentes niveles territoriales. Con el
paso de los años la desigualdad medida a
través del coeficiente de Gini ha venido
disminuyendo paulatinamente (Gráfico 2).

Gráfico 2: Comportamiento del coeficiente de Gini en Colombia (2008­2017).

Fuente: Estadísticas de pobreza y desigualdad, 2008­2017 DANE



Las diferencias territoriales en niveles de
pobreza se acentúan significativamente al
analizar el Índice de Pobreza
Multidimensional (IPM). A nivel nacional
en 2017 el IPM fue del 17,0%, en las zonas
urbanas fue de 11,4% y en las zonas rurales
de 36,6%. Además de la brecha del IPM
entre territorios rurales y urbanos, el ritmo
al que este índice varía también difiere
entre territorios. Entre 2011 y 2017 la tasa
de variación promedio del IPM en las

zonas urbanas fue de ­10%, mientras que en
las zonas rurales fue de ­5%. Esta diferencia
en las tasas de variación produce que la
brecha urbano­rural se haga cada vez más
grande (Gráfico 3). En 2010 la incidencia de
pobreza multidimensional en zonas rurales
era 2,3 veces mayor que la incidencia en las
zonas urbanas, pero en 2017 la incidencia
en las zonas rurales es 3,2 mayor a la
incidencia en zonas urbanas.

Gráfico 3: Comportamiento de la incidencia de la pobreza multidimensional en
Colombia (2010­2017)

Fuente: Estadísticas de pobreza y desigualdad 2010­2017, DANE.

Al analizar el IPM a nivel municipal
utilizando los datos del censo de 20051,
agrupando por tipologías de municipio a
partir de la metodología de Rimisp (2017)
(ver caja 1), se observa que los municipios
más rurales son los que tienen mayores
valores de este índice, lo cual puede ser
interpretado como condiciones de vida más

desfavorables. Aunque el promedio del
IPM entre las distintas categorías varía, las
diferencias de medias entre los municipios
metropolitanos y urbanos, urbanos y rural­
urbano 3 y, rural­urbano 1 y rural­urbano
2, no son estadísticamente significativas
(Gráfico 4).

1. Este es el dato oficial más reciente que se tiene a nivel municipal.



Gráfico 4: IPM promedio por categoría de municipio y dispersión de datos (2005)

Fuente: Censo 2005, DANE

Caja 1: Definición de Territorios Funcionales

Fuente: Rimisp, 2017.
Programa PTT



Con respecto a capacidades institucionales,
el DNP construyó un indicador de
Medición de Desempeño Municipal
(MDM), que permite medir las capacidades
de las entidades territoriales. Para el
cálculo de la MDM se tiene en cuenta la
capacidad de gestión y de generación de
resultados, ponderado por las condiciones
iniciales de cada municipio. En la MDM se
entiende gestión como aquellas acciones
que realizan las entidades territoriales cuyo
objetivo es transformar los recursos en
mayores niveles de bienestar y desarrollo
para la población. Por su parte, el
componente de generación de resultados
tiene en cuenta los determinantes del
bienestar para la población (DNP, 2017)

Agrupando los resultados en las categorías

de municipios, se pueden apreciar
desigualdades territoriales relevantes. El
componente de gestión está relacionado
con la categoría de los municipios, siendo
los más rurales, los que presentan peores
resultados. El componente de resultados es
más homogéneo y no se presentan grandes
diferencias entre territorios, siendo así que
las únicas diferencias significativas se
presentan en los municipios
metropolitanos que tienen el mayor puntaje
en promedio y los municipios rurales que
tienen el menor puntaje en promedio.
Finalmente, en el puntaje total del MDM, se
repite la tendencia del componente de
gestión, es decir, los más urbanos tienen
mejores resultados y entre los rural­urbano
1 y rural­urbano 2 no existen diferencias
estadísticamente significativas.

Gráfico 5: Medición de Desempeño Municipal por categoría de municipio (2017)

Resultados promedio MDM



Fuente: MDM 2017, DNP

En cuanto al Producto Interno Bruto (PIB),
es posible apreciar diferencias en las tasas
de crecimiento entre categorías de
municipios (Tabla 2). Aunque los datos
disponibles son pocos para extraer
conclusiones claras sobre la tendencia de
las variaciones porcentuales del PIB, si se
puede afirmar que los municipios

metropolitanos tuvieron un
comportamiento más estable con tasas de
variación positivas en cada año. Además,
se evidencia que el 2015 fue un año de des
aceleramiento, pues las tasas de
crecimiento disminuyeron en cada una de
las categorías, llegando a ser negativas en
algunos casos.

Tabla 2: Crecimiento porcentual del PIB a precios constantes de 2015 por categoría de
municipios y promedio 2012­2016

Fuente: Cálculos propios con base en cuentas nacionales, DANE 2012­2016.



Entendemos el desarrollo territorial como
aquel proceso de transformación
productiva, social e institucional de un
territorio con el fin de reducir las
desigualdades al interior y entre territorios,
promoviendo dinámicas virtuosas en las
que el crecimiento económico esté
acompañando de reducciones en los
niveles de pobreza y desigualdad (Rimisp,
2016a). Desde el enfoque de Rimisp, el
desarrollo territorial parte de reconocer que
los territorios presentan un conjunto de
desequilibrios espaciales asociados a
factores geográficos, sociales, económicos e
institucionales que perpetúan las
desigualdades y limitan los procesos
integradores de mercados y la
convergencia regional.

Esta conceptualización afirma que en todas
las regiones existen oportunidades para el
crecimiento, por lo que pone el acento en
las acciones de política pública para la
transformación productiva e institucional
de un espacio determinado que buscan
reducir la pobreza (Schejtman y Berdegué,
2004), y lograr cohesión territorial con
crecimiento económico ambientalmente
sostenible2 (Berdegué, et. jal., 2013).

Para Schejtman y Berdegué (2004), la
transformación productiva tiene el
propósito de articular competitiva y
sustentablemente la economía del territorio
a mercados dinámicos, y el desarrollo
institucional, el de estimular y facilitar la
interacción y concertación de los actores
locales entre sí y entre ellos con agentes
externos relevantes, así como de
incrementar las oportunidades para que la

población pobre participe del proceso y de
sus beneficios.

Para Penagos (2018) los determinantes del
desarrollo territorial son las relaciones
entre actores, instituciones y estructuras
sociales en busca de una mayor cohesión
territorial. Por lo tanto, son parte del
desarrollo territorial todas aquellas
acciones, instrumentos y políticas que
buscan los objetivos de transformación de
un territorio. Es así como el desarrollo
territorial es un proceso de transformación
productiva, social e institucional que
permite que los individuos de un territorio
logren ejercer plenamente sus libertades y
aprovechar su potencial sin importar el
lugar donde están.

Los anteriores conceptos resaltan al
territorio como un espacio activo de cambio
dadas sus condiciones dinámicas y
multiescalares, es decir, no sólo como el
espacio donde ocurre y se gestionan las
transformaciones, sino el recipiente que
moldea las condiciones de vida de sus
habitantes. Los territorios no son espacios
físicos ni espacios político­administrativos,
sino espacios construidos socialmente,
cuyos límites pueden o no coincidir con
fronteras naturales, ecológicas, físico­
biológicas o administrativas. Allí confluyen
un conjunto de relaciones sociales, una
historia común, identidad, diversidad
cultural y étnica, las instituciones, una
estructura ecológica y productiva similar
(RIMISP, 2016a).

Cada territorio tiene unas ciertas
potencialidades. El desarrollo territorial
debe asegurar condiciones equitativas para
el despliegue del máximo de esas

2. Schejtman y Berdegué se referían concretamente al desarrollo territorial rural.



capacidades, las cuales estarán
influenciadas por condiciones geográficas o
físicas irreversibles, pero también por el
tipo de opciones y arreglos político­
institucionales que legítimamente pueden
darse y modificar en el tiempo los actores
en el territorio. Según Serrano (2014) el
pleno desarrollo del potencial de los
territorios y regiones diversas con sus
propias visiones, desafíos y oportunidades
implica un compromiso nacional para dar
este avance.

Este proceso se puede estimular y apoyar a
través de estrategias integrales que
combinen cuatro tipos de políticas
públicas: (a) políticas sectoriales
territorialmente focalizadas cuyo objetivo
es reducir o cerrar brechas de bienestar, de
derechos o de oportunidades; (b) políticas
sectoriales generales, que, sin embargo,
reconozcan y sean sensibles a las
diferencias territoriales; (c) políticas de
desarrollo territorial, orientadas a fortalecer
las capacidades, activos y acción de los
territorios y de su población,
organizaciones y empresas, para que
puedan hacer una contribución decisiva a
su progreso y bienestar; y (d) políticas de
descentralización política, administrativa y
fiscal.

Entenderemos las políticas de desarrollo
territorial como todas aquellas cuyos
objetivos están orientados a fortalecer la
autonomía y capacidades de los territorios
(o de sus actores) para aprovechar el
potencial de los territorios y reducir
desigualdades territoriales. Son políticas
que desde su diseño internalizan que sus
efectos serán diferenciados por las
condiciones sociales, institucionales,
económicas e incluso geográficas de los
territorios y cuya implementación asigna

un papel importante a los actores locales.
Contribuyen a activar procesos de
descentralización y fortalecimiento
institucional; así como a potenciar
capacidades, activos y acciones de los
territorios y de su población,
organizaciones y empresas para que
puedan hacer una contribución decisiva a
su progreso y bienestar.

Para este propósito, el desarrollo territorial
requiere un ordenamiento del uso del suelo
de carácter funcional, lo que permite
“configurar un modelo de ocupación más
sostenible que favorezca la conectividad
entre territorios a través de diversos flujos
que permitan a sus pobladores contar con
más oportunidades para realizarse como
individuos y ciudadanos” (Penagos, 2018).

A partir de estos elementos conceptuales, el
análisis de políticas públicas de desarrollo
territorial en Colombia que se realiza a
continuación se centra en los siguientes
elementos: problema que busca resolver la
política, objetivos, beneficiarios, arreglos
institucionales para su ejecución,
mecanismos de intervención, fuentes de
financiamiento y sistema de evaluación y
seguimiento. Antes de ello, se realiza a
continuación un diagnóstico de la
desigualdad territorial en Colombia.

A partir de la Constitución Política de 1991,
en la cual se plantea objetivo encontrar el
equilibrio entre la independencia político­
administrativa de los entes territoriales y
un Estado unitario, se introdujo una larga
lista de nuevos conceptos y problemáticas
que debían ser resueltos para el
funcionamiento de un país descentralizado.



A partir de allí se dieron una serie de
desarrollos, tanto de políticas como de
instrumentos, que fueron abonando el
terreno para la incorporación, en 2010 del
enfoque territorial, como base de las
políticas y de la inversión pública.

Es así como entre los periodos
presidenciales de 2010 ­ 2014 y 2014 ­ 2018,
el Gobierno Nacional impulsó una nueva
visión de la planeación, al incorporar el
enfoque territorial. Esta visión se reflejó en
la estructura y contenidos del PND 2010­
2014 “Prosperidad para Todos” y del PND
2014­2018 “Todos por un nuevo país”.
También se reflejó en la gestión misional
del DNP que incorporó dentro de sus
funciones la atención integral al
desempeño territorial y a sus dinámicas. En
estos casos “se combinó una mirada
multisectorial y regional para promover el
desarrollo desde y para las regiones, como
estrategia fundamental para un crecimiento
económico y social que incluyera a todos
los colombianos” (Documento CONPES
3870).

El PND 2010 ­ 2014 “Prosperidad para
Todos” tenía como objetivo consolidar la
seguridad con la meta de alcanzar la paz,
dar un gran salto de progreso social y
lograr un dinamismo económico regional
que permitiera desarrollo sostenible y
crecimiento sostenido, más empleo formal
y menor pobreza y, en definitiva, mayor
prosperidad para toda la población. Allí se
reconocieron las diferencias regionales
como marco de referencia para la
formulación de políticas públicas y
programas sectoriales, y se destacó la
importancia de fortalecer las capacidades
institucionales para el desarrollo territorial.

Posteriormente, y a partir de estos y otros
lineamientos relacionados con el desarrollo
de las regiones, se desplegaron políticas,
instrumentos e iniciativas que dieron
cuenta de la importancia de cerrar las
brechas intra e interregionales y entre el
campo y la ciudad, así como de la
necesidad de superar las dificultades que
genera el desequilibrio regional y la
tenencia desigual de la tierra sobre grupos
poblacionales. Este fue el caso de las tres
misiones técnicas de estudio que desarrolló
el DNP: la Misión de Equidad y Movilidad
Social, la Misión para el Fortalecimiento del
Sistema de Ciudades y la Misión para la
Transformación del Campo Colombiano
(Documento CONPES 3870).

La Misión para la Transformación del
Campo tuvo como objetivo definir los
lineamientos de política pública para
contar con un portafolio robusto y amplio
de políticas públicas e instrumentos para
tomar mejores decisiones de inversión
pública para el desarrollo rural y
agropecuario en los próximos 20 años, que
ayudaran a transformar el campo
colombiano. También llamada “Misión
Rural” se estructuró en seis (6) estrategias
para superar las limitaciones en el campo
colombiano: i) Ordenamiento y desarrollo
territorial; ii) Cierre de brechas sociales con
enfoque de derechos; iii) Inclusión
productiva; iv) Desarrollo de una ruralidad
competitiva con énfasis en el sector
agropecuario; v) Elementos de
sostenibilidad ambiental para el desarrollo
rural y; vii) Reforma institucional
profunda3.

Por su parte la Misión para el
Fortalecimiento de Sistema de Ciudades en

3. https://www.dnp.gov.co/programas/agricultura/Paginas/mision­para­la­transformacion­del­campo colombiano.aspx



Colombia se enmarcó en lo establecido por
la Ley Orgánica de Ordenamiento
Territorial ­LOOT­, que en materia de
ordenamiento territorial le fija a la Nación
la competencia de definir los lineamientos
del proceso de urbanización y el Sistema de
Ciudades; y en la Ley del PND
“Prosperidad para todos”, que indicó la
importancia de formular una política de
largo plazo para consolidar un Sistema de
Ciudades como motor de crecimiento del
país, promoviendo la competitividad
regional y nacional, el mejoramiento de la
calidad de vida de los colombianos y la
sostenibilidad ambiental, en un contexto de
equidad y post conflicto (DNP, 2014c).

Esta política plantea también la
importancia de prestar asistencia técnica
desde el nivel nacional a municipios y
departamentos para fortalecer sus
capacidades en la formulación de Planes de
Ordenamiento Departamental ­POD­ y la
revisión y ajuste de los POT.

Con respecto a la Misión de Equidad y
Movilidad Social su objetivo era estudiar la
elevada desigualdad y la escasísima
movilidad social en Colombia y presentar
recomendaciones de política pública para
resolver estos problemas. De acuerdo con
los principios conceptuales y la experiencia
internacional sobre la equidad y la
movilidad social, se trabajaron tres grandes
áreas de trabajo para esta Misión: (i) La
distribución equitativa de capital humano
como un instrumento indispensable para
lograr la igualdad de oportunidades; (ii) La
política tributaria y de gasto público como
un instrumento de equidad; y (iii) las
políticas de igualdad y no discriminación
de géneros, etnias, sexos, regiones y los
problemas de la distribución de tierra en el
sector rural (DNP y Uniandes, 2014).

En desarrollo de estas nuevas perspectivas,
y en cumplimiento de la Ley 1450 de 2011
PND, el DNP puso en marcha el Proyecto
de Fortalecimiento de las Entidades
Territoriales (PFET). Este proyecto está
dirigido a proponer ajustes normativos
para hacer más efectiva la distribución
actual de competencias y recursos entre
entidades territoriales (DNP, 2014a).

Por otro lado, en este período se destaca la
reforma al Sistema General de Regalías, con
la cual se buscó orientar los recursos de
propósito general hacia desarrollo
territorial. Así mismo, en 2011 se
reglamentó la Ley de Ordenamiento
Territorial la cual legisló sobre normas de
organización político­administrativa del
territorio, dio principios rectores de
ordenamiento, estableció el marco
institucional e instrumentos para el
desarrollo territorial y delegó competencias
de ordenamiento territorial.

En el año 2012 se inició la mesa de
conversaciones de paz con las Fuerzas
Armadas Revolucionarias de Colombia
­FARC, proceso que, como se verá más
adelante, marcó un hito en Colombia no
solo en cuestiones de paz sino en temas de
desarrollo con enfoque territorial. En este
mismo año se creó la Subdirección General
de Territorio y de Inversiones Públicas del
DNP que se encargó de la convergencia
territorial, de impulsar el ordenamiento
territorial y de la articulación entre niveles
de gobierno.

El siguiente paso para que Colombia
avanzara en esta materia fue el PND 2014 ­
2018, cuyo objetivo fue “construir una
Colombia en paz, equitativa y educada, en
armonía con los propósitos del Gobierno



nacional, con las mejores prácticas y
estándares internacionales, y con la visión
de planificación, de largo plazo prevista
por los objetivos de desarrollo sostenible”.
Según el documento Bases del PND 2014 ­
2018, este plan adoptó una estructura
territorial centrada en un enfoque de cierre
de brechas que reconoció las
particularidades regionales y puso acento
en su convergencia.

Para ello, contempló el aprovechamiento
de un conjunto de instrumentos de Buen
Gobierno (Contratos Plan, catastro
multipropósito, POT Modernos, entre
otros) para facilitar la coordinación
multinivel y fortalecer las capacidades de
las entidades territoriales para gestionar su
desarrollo y mejorar la calidad de vida de
sus habitantes. Así mismo, se fortaleció la
estructuración de proyectos desde los
territorios para optar a recursos del Sistema
General de Regalías y se dio un gran
impulso a la asociatividad territorial, la
cual posibilitaría proyectos de integración
regional de alto impacto.

Esta estructuración debe entenderse como
una evolución del enfoque territorial
planteado en el PND 2010 ­ 2014, lo que
implicó incorporar no solo una visión
territorial sino, especialmente, “un marco
para la identificación y definición de cursos
de acción concretos para cerrar las brechas
de desarrollo existentes entre las regiones,
los departamentos –sus subregiones y
municipios­, y el centro del país” (DNP,
2014d). Esta estructura exigió, igualmente,
un proceso de construcción participativo, a
partir del diálogo entre la institucionalidad
nacional y regional. Otro elemento que se
destaca de este PND fue su esquema de
gobernabilidad el cual tuvo como premisa
construir el Estado y su legitimidad “desde

y para los territorios”, y no “llevar el
Estado a los territorios”.

Por otra parte, es importante mencionar
que este plan, según el documento
denominado Bases del PND 2014 ­ 2018
(DNP, 2014d), está construido de acuerdo
con dos enfoques: la orientación hacia
resultados y la orientación territorial. Con
respecto a esta última, por primera vez se
transitaba de un enfoque conceptual hacia
una estructura territorial lo que implicó
explicitar las estrategias nacionales en
lineamientos y acciones para cada una de
las regiones de la geografía nacional.

Para la consolidación de los tres pilares
establecidos por el PND 2014 ­2018 (Paz,
Equidad y Educación) se incorporaron una
serie de estrategias transversales y
regionales. Entre las transversales se
encuentran: competitividad e
infraestructura estratégicas; movilidad
social; transformación del campo (donde se
estableció la necesidad de la adopción de
un enfoque integral para lograr un
equilibrio urbano­rural y contribuir el
cierre de brechas en el territorio);
seguridad, justicia y democracia para la
construcción de paz; buen gobierno (se
destaca que tiene como objetivo de
fortalecer la articulación nación territorio
para promover el trabajo coordinado entre
la nación y los gobiernos territoriales) y
crecimiento verde.

Por su lado, en la estrategia regional se
materializó el mencionado transito del
concepto a la acción, teniendo como
objetivo el establecimiento de las
prioridades para la gestión territorial y el
desarrollo, para lo cual se crearon las
siguientes regiones con sus respectivos
propósitos:



En suma, un modelo de gestión más
efectivo con el propósito de cerrar las
pronunciadas brechas de desarrollo que se
presentan entre las regiones. Además, para
fortalecer la gobernanza multinivel en sus
aspectos institucionales, financieros, de
información y de cooperación entre los
distintos niveles de gobierno para lograr
coordinar y articular sus perspectivas de
desarrollo en propósitos comunes y
acciones conjuntas.4

Para el desarrollo de este objetivo se han
definido una serie de estrategias que
buscan: a) gestión territorial fortalecida y
Gobierno Nacional con la capacidad de
respuesta a las necesidades del territorio; b)
asignación de competencias diferenciadas
por nivel de gobierno y tipología; c)
ingresos de las entidades territoriales
incrementados; d) herramientas de
articulación nación – territorio fortalecidas;
y e) una Política General de Ordenamiento
Territorial que articule instrumentos e
instancias. Con esta última (actualmente se
encuentra en construcción) se espera
obtener una hoja de ruta para disminuir
conflictos de OT regionales y locales y por
uso del suelo y para la articulación de las
intervenciones sectoriales con enfoque
territorial.

Por otro lado, la identificación y
focalización de acciones del PND en los
territorios fue el resultado de la
combinación de cuatro (4) dimensiones
analíticas de diagnóstico y priorización
estrictamente vinculadas: a) una
metodología de identificación de brechas
en infraestructura de transporte, vivienda,
agua potable, educación, salud, y
capacidad institucional territorial, basada
en las tipologías de municipios y las
subregiones que conforman los
departamentos y regiones del país; b) la
caracterización regional de las dinámicas e
incidencia del conflicto armado y la
violencia en el territorio nacional; c) la
articulación del Sistema de Ciudades y la
configuración de corredores urbano­rurales
en el territorio; y d) la identificación de las
zonas ambientalmente estratégicas que
representan la riqueza natural del país, de
cuyo uso adecuado dependerá la
sostenibilidad del desarrollo (DNP, 2014d).

En su implementación, junto a los
mecanismos convencionales de gestión y
asignación de recursos, el PND involucró
una serie de instrumentos novedosos. Entre
estos, de una parte, se planeó hacer uso
activo de los denominados “Contratos
Plan” con los cuales se mejoraría la

4. Objetivo No. 3 del eje transversal de “Buen Gobierno”. Bases del PND 2014­2018



alineación de objetivos entre niveles de
gobierno, articular mejor las fuentes de
recursos disponibles, e incrementar el
impacto de las inversiones regionales,
particularmente de las regalías, a nivel de
los departamentos y sus municipios.
Igualmente, el PND propuso la
incorporación de un modelo de
presupuestación de la inversión bajo un
enfoque de gestión por resultados. Esto
mejoraría la calidad de la inversión
independientemente de la fuente,
incrementar la transparencia en su
asignación, y facilitar la evaluación del
desempeño y la rendición de cuentas. Por
la otra parte, se enfatizó en el uso de
Esquemas de Asociatividad Regional y
Alianzas Publico Privadas (APP) con el fin
de canalizar recursos y capacidades hacia
el desarrollo de proyectos.

La visión de una Colombia en paz en el
PND se soportó en cuatro enfoques básicos:
(i) el enfoque de derechos; (ii) el enfoque
territorial que implica la atención
diferenciada de los territorios con el fin de
cerrar las brechas existentes entre los
ámbitos urbano y rural, especialmente en
aquellos que se han visto más afectados por
los efectos del conflicto armado interno y
que tienen un mayor rezago en su
desarrollo; (iii) el enfoque participativo; y
(iv) la reconstrucción de la confianza (PND
2014 ­ 2018).

Además de los anteriores elementos, la
visión de paz del Gobierno de Juan Manuel
Santos reconoció la necesidad de hacer
visibles las diferencias regionales como
marco de referencia para formular y
ejecutar políticas públicas acordes con las
características y prioridades de cada

región, teniendo en cuenta las
particularidades de sus grupos
poblacionales.

Por último, cabe mencionar la nueva Ley
Regiones promulgada por el Congreso de
la República en diciembre de 2018 y
pendiente de ser sancionada por el actual
presidente, la cual permitirá que los
departamentos emprender proyectos de
asociatividad y presentar proyectos al
Presupuesto General. Esta Ley contribuirá
a la articulación del ordenamiento de los
municipios con las dinámicas del territorio;
permitirá avanzar en la integración de las
RAP y de los órganos colegiados de
administración y decisión (Ocad);
clarificará la función de los departamentos
y obligará a las entidades competentes
replantear la financiación de los
departamentos. En general esta Ley es
compatible con el capítulo XV de las Bases
del Plan de Desarrollo, que es el “Pacto por
la Descentralización” y con el Acuerdo de
Paz firmado en La Habana5.

A continuación, se presentan algunas
políticas, instrumentos y mecanismos tanto
convencionales como novedosos o actuales
que han permitido avanzar en ciertos
puntos del desarrollo territorial tales como:
fortalecimiento de la autonomía y
capacidades de los territorios (o de sus
actores) para agenciar su propio desarrollo
y cerrar brechas; activación de procesos de
descentralización y fortalecimiento
institucional, potenciamiento de
capacidades, activos y acciones de los
territorios y sus actores y, crecimiento
incluyente.

Las políticas, instrumentos y mecanismos

5. En: https://www.larepublica.co/analisis/jorge­ivan­gonzalez­506394/ley­de­regiones­2808352



se presentarán a través de una línea de
tiempo que se inicia desde 1991 con la
Constitución Política, pero se hace énfasis

en los desarrollos que se dieron entre 2010
y 2018, más específicamente entre 2014 –
2018.









Fuente: Elaboración propia con base en los textos de las normas y documentos relacionados.



Como se puede apreciar, para el período
del 2014 al 2018 se evidenciaron al menos
17 desarrollos de políticas, instrumentos de
intervención o eventos enfocados al
desarrollo territorial desde diferentes
frentes, ya sean para fortalecer autonomía o
financiación de los ET.

En el siguiente bloque se mostrará el
análisis realizado a algunas de las más
relevantes políticas e instrumentos de
desarrollo territorial mediante la
identificación de elementos tales como
problemas que buscan resolver, objetivos,
beneficiarios de la política, arreglos
institucionales, mecanismos de
intervención, financiamiento y sistemas de
evaluación y seguimiento.

Para la elaboración de este aparte se
seleccionó un conjunto de políticas o
instrumentos recientes relevantes para el
desarrollo territorial en Colombia durante
este último cuatrienio. Algunas ya se han
mencionado anteriormente en este
documento, pero por su impacto en los
territorios se retoman nuevamente. Se trata,
en todos los casos, de políticas cuyo origen
o impulso estuvo previsto en algún
mandato de los Planes Nacionales de
Desarrollo 2010 ­ 2014 o 2014 – 2018.

Para cada política descrita, se analizan a
continuación los siguientes elementos:
problema que busca resolver la política,
objetivos, beneficiarios, arreglos
institucionales para su ejecución,
mecanismos de intervención, fuentes de

financiamiento y, sistema de evaluación y
seguimiento.

Previamente, conviene tener en cuenta que
el análisis distingue entre tres categorías de
iniciativas públicas: i) Políticas y
programas, ii) instrumentos de
intervención, iii) instrumentos
presupuestales.

Por políticas nos referimos a la
“materialización de la acción del Estado, el
puente visible entre el gobierno y la
ciudadanía” (Torres­Melo y Santander
2013)6. Son apuestas sociopolíticas para
resolver problemas públicos concretos,
necesidades individuales y colectivas que
son definidas por la misma sociedad, en
este caso relacionadas con el desarrollo
territorial. Las políticas públicas son una
construcción social donde el gobierno,
como el orientador de la acción colectiva,
interactúa con múltiples y diversos actores
sociales y políticos que en este contexto
corresponden a las comunidades y
autoridades de los territorios. La política es,
por naturaleza, la respuesta a una
necesidad que logra surgir triunfante en la
discusión pública, donde lo relevante no se
da por el grado de afectación social del
problema, sino por la capacidad de captar
la atención del gobierno y de discusión de
los actores sociales clave (Aguilar, 2003
citados por Torres­Melo y Santander, 2013).

Las políticas que presentamos a
continuación son estrategias con las cuales
el gobierno coordina y articula el
comportamiento de los actores en el
territorio a través de un conjunto de
sucesivas acciones intencionales, que

6. Torres­Melo, Jaime y Santander, Jairo (2013). Introducción a las políticas públicas Conceptos y herramientas desde la relación entre

Estado y ciudadanía. Instituto de estudios del ministerio público, Procuraduría General de la nación. Bogotá D.C.



representan la realización concreta de
decisiones en torno a uno o varios objetivos
colectivos, considerados necesarios o
deseables en la medida en que hacen frente
a situaciones socialmente relevantes, en
concreto a las brechas territoriales. En
cuanto a los programas, nos referimos a un
“conjunto homogéneo y organizado de
actividades a realizar para alcanzar una o
varias metas en una política, a cargo de una
unidad responsable”. Una política pública
implica una articulación con un propósito
superior (más allá de cumplimientos
institucionales y normativos) y un conjunto
de acciones y programas tendientes a
solucionar un problema socialmente
relevante (Torres­Melo y Santander, 2013).

De otro lado, los instrumentos de
intervención se refieren las herramientas
normativas o arreglos institucionales con
los que se cuenta para poner en marcha los
programas y acciones previstas en las
políticas de desarrollo territorial. Facilitan
la llegada al territorio y proporcionan
medios para que las acciones se puedan
desarrollar. La vocación natural de los
instrumentos de intervención, previstos en
este documento, es llevar a la práctica la
descentralización y promover el desarrollo
territorial, además permite a los gobiernos
territoriales priorizar las inversiones a
realizarse, en función de sus necesidades y
visión propia del desarrollo. La ejecución
de tales iniciativas priorizadas depende, sin
embargo, de la concurrencia de esfuerzos y
recursos por parte de la Nación y de los
gobiernos territoriales, así como de la
alineación y coherencia entre las políticas y
los objetivos de desarrollo de cada uno de
los aportantes.

Los instrumentos presupuestales se
refieren a los medios a través de los cuáles
se canalizan los recursos públicos para la
ejecución de las políticas públicas. Es por
ello por lo que la coordinación y
programación del presupuesto es un
catalizador del grado de desarrollo
institucional de una sociedad. De acuerdo
con los elementos que dan importancia al
proceso presupuestal, los instrumentos
presupuestales son un punto clave en la
conformación del esquema de gobernanza
en el que se va a basar la implementación
de la política pública, porque la asignación
de los recursos deriva en una asignación de
funciones, que permite identificar las
capacidades de los actores ejecutores, al
igual que parte de sus intereses.

• Problemas/diagnóstico

El Gobierno colombiano y la guerrilla de
las Fuerzas Armadas Revolucionarias de
Colombia ­FARC­ firmaron en el año 2016,
el Acuerdo Final para la Terminación del
Conflicto y la Construcción de una Paz
Estable y Duradera.

El Acuerdo se compone de seis (6) puntos7:

a) Reforma Rural Integral ­RRI­. Hacía un
Nuevo Campo Colombiano
b) Participación política: Apertura
democrática para construir la paz
c) Fin del Conflicto
d) Solución al problema de las Drogas
ilícitas

7. En: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/herramientas/Documents/Acuerdo­Final­AF­web.pdf



e) Acuerdo sobre las Víctimas del
Conflicto: Sistema integral de verdad,
justicia reparación y no repetición;
Jurisdicción Especial para la Paz y
Compromisos sobre Derechos Humanos
f) Implementación, verificación y
refrendación

• Objetivo

El primer punto del Acuerdo Final para la
Terminación del Conflicto y la
Construcción de una Paz Estable y
Duradera se refiere a la Reforma Rural
Integral ­RRI­ la cual establece los
lineamientos para transformar las
condiciones de marginalidad del campo
colombiano y alcanzar el bienestar de la
población rural.

Según el texto del Acuerdo8 , la RRI busca
que los habitantes rurales tengan la
propiedad de la tierra, las condiciones y
recursos para hacerla producir y que
participen en la planeación y desarrollo de
sus regiones. Entre los objetivos de la
reforma se encuentra la erradicación de la
pobreza rural extrema; la disminución de la
pobreza en el campo; la promoción de la
igualdad; la reactivación del campo; el
cierre de las brechas entre el campo y la
ciudad y; el desarrollo de la agricultura
campesina, familiar y comunitaria

Para que esto fuera posible fue necesario
poner en marcha acciones integrales y con
carácter territorial. De este modo, para la
implementación de la RRI se contemplaron
las siguientes estrategias: i) Acceso y uso de
la tierra (creación de un fondo de tierras,

acceso integral a la tierra, formalización de
la propiedad, plan masivo de formalización
de la propiedad, restitución de tierras,
catastro rural multipropósito, Jurisdicción
Agraria, definir la vocación del suelo); ii)
Planes Nacionales para la RRI
(proporcionar servicios y bienes públicos:
vías terciarias, distritos de riego,
electrificación y conectividad, salud,
educación, vivienda y agua potable,
economía solidaría y cooperativa, capital
financiero, formalización laboral y
seguridad social, seguridad alimentaria y
nutricional, estímulos a la producción
agropecuaria, asistencia técnica, subsidios,
crédito, generación de ingresos, mercadeo,
formalización laboral y; iv) Programas de
Desarrollo con Enfoque Territorial ­PDET9­.

Los PDET son el medio para implementar,
en los territorios priorizados, los planes
nacionales para la RRI, de manera que se
facilite el escalamiento de la provisión de
bienes y servicios públicos y se focalicen
mayores recursos para promover la
celeridad de la puesta en marcha de esta
reforma en las zonas priorizadas.

• Beneficiarios

Teniendo en cuenta que hay distintas
regiones del país en las que hay economías
ilegales, altas tasas de pobreza y alta
incidencia del conflicto armado, se
definieron los siguientes criterios de
priorización de zonas en el marco de los
PDET:

a) Áreas de cultivos ilícitos
b) Grado de afectación por minas

8. En: http://www.altocomisionadoparalapaz.gov.co/herramientas/Documents/Acuerdo­Final­AF­web.

9. Ídem



antipersona en cada municipio
c) Presencia de Contratos Plan
d) Presencia de sedes regionales de la
Agencia de Renovación del Territorio
­ART­
e) Presencia de Zonas Veredales de
Transición10

f) Participación en Sistema de Ciudades

Para la implementación de los PDET se han
priorizado 170 municipios que se agrupan
en 16 subregiones. En cada una de estas
subregiones se formulará e implementará
un PDET11 y están conformadas así:

• 11.000 veredas
• 1630 núcleos veredales de participación
• 305 consejos comunitarios de afro
• 452 resguardos indígenas
• 6 zonas de reserva campesina
• 6.6 millones de personas
• 2,5 millones de víctimas
• 24% población rural del país
• 57% población rural pobre
multidimensional
• 36% del territorio nacional
• 45% de áreas de parques nacional
naturales

Cada una de las 16 subregiones contará con
un PDET y un Plan de Acción para la
Transformación Regional ­PATR­. Su
vigencia es de diez años y cada PATR será
revisado luego de cinco años de ejecución.

• Estrategia de solución

La ruta operativa para la elaboración de los

PDET incluye tres niveles de planeación
participativa: el veredal, el municipal y el
subregional. En cada nivel se dan espacios
de deliberación, con la participación de
representantes de la comunidad, del
Gobierno nacional, de las autoridades
locales y de entidades privadas que
desarrollan acciones y/o tienen intereses en
los territorios. Los tres niveles se articulan a
través de una ruta operativa que relaciona
insumos, actores, resultados y toma de
decisiones en las cuales será fundamental la
participación.

Esto requiere la coordinación de diferentes
herramientas de planeación con el fin de
trazar las rutas, acciones y presupuestos
que permitan el desarrollo territorial. Es así
como los PDET y sus respectivos PATR
deben articularse y armonizarse con el
PND 2014­2018, los Planes de Desarrollo de
las ET (departamentales, distritales y
municipales) y demás instrumentos de
planeación y ordenamiento del territorio. Si
la subregión en donde se implementará el
PDET y el PATR incluye territorios y zonas
con presencia de pueblos, comunidades y
grupos étnicos, estos deberán armonizarse
también con los planes de vida, planes de
salvaguarda, etnodesarrollo, planes de
manejo ambiental y ordenamiento
territorial o sus equivalentes. A su vez, los
Planes Nacionales de Desarrollo y Planes
de Desarrollo de las ET de las próximas
administraciones de gobierno deberán
integrar las prioridades y metas de los
PDET y los PATR, en los municipios y
subregiones priorizadas.

10. Las Zonas Veredales Transitorias de Normalización (ZVTN) y Puntos Transitorios de Normalización (PTN) son aquellas áreas de

ubicación temporal de los excombatientes hasta la culminación del proceso de dejación de armas.

11. http://www.renovacionterritorio.gov.co/Publicaciones/municipios_pdet_subregiones



• Arreglo instituciona

El diseño e implementación de los PDET es
coordinado por la Agencia de Renovación
del Territorio (ART), en articulación y con
la corresponsabilidad de las entidades de
los Gobiernos nacional y territoriales.

• Mecanismo intervención

Para los PDET las definiciones de líneas
estratégicas, proyectos y acciones partirán
de las necesidades, visiones e iniciativas de
las comunidades rurales de los territorios.
La llamada “Ruta PDET” se inició con la
socialización de la metodológica
participativa del PDET con alcaldes,
gobernadores, actores del territorio y
representantes de las instituciones. Luego
se iniciaron las etapas de elaboración de
PDET con la fase veredal, en la que
mediante una pre­asamblea comunitaria se
designan delegados para conformar grupos
motores encargados de construir una
visión de desarrollo productivo y social del
municipio. Luego, en asamblea general, se
aprueba el Pacto Comunitario por la
Renovación Territorial (PCTR).

En la siguiente fase, la municipal, se
construye el Pacto Municipal para la
Transformación Regional (PMTR) con base
al PCTR. En esta fase participan el sector
privado, la institucionalidad pública local,
las organizaciones sociales, entre otros
actores. En la última fase, la subregional,
los delegados de los municipios que
conforman la subregión se encargan de
concertar y aprobar el PATR.

Los PATR son instrumentos de planeación
que se derivan de los PDET y constituyen
la herramienta para concretar las acciones
de la RRI. Cada uno de los 16 PDET

resultantes debe contener un PATR, en
cuya ejecución se involucra a todos los
niveles del ordenamiento territorial con sus
actores y recursos. Se revisarán y
actualizarán cada cinco (5) años, de manera
participativa en el territorio.

• Financiamiento

Con un presupuesto de 79,6 billones de
pesos, se garantizó la ejecución y
sostenibilidad de los PDET por un periodo
de 15 años, según lo establecido en el
documento CONPES 3932 de junio 29,
“Lineamientos para la articulación del plan
marco de implementación del Acuerdo
Final con los instrumentos de planeación,
programación y seguimiento a políticas
públicas”. En este CONPES se realizó un
ejercicio de costeo de las inversiones
mínimas necesarias para la implementación
de la RRI en los 170 municipios, asimismo
se identificaron las diferentes fuentes de
financiamiento para hacer realidad dichas
inversiones.

La garantía de los recursos corresponde a
los próximos tres gobiernos, aunque los
acuerdos de inversión que queden allí
estipulados deberán ser realizados por el
Gobierno entrante en articulación con los
Gobiernos territoriales, el sector privado y
la cooperación internacional.

El CONPES también presentó la
regionalización de los costos indicativos
por PDET teniendo en cuenta las
necesidades propias de cada una de las 16
subregiones. Estos costos, al igual que el
total del ejercicio deberán revisarse una vez
finalice el proceso de planeación
participativa.



• Seguimiento y evaluación

En el marco del proceso de construcción de
los PDET, la Agencia de Renovación del
Territorio (ART) establece la necesidad de
realizar un proceso de evaluación durante
el desarrollo de cada una de las etapas de
construcción (veredal, municipal y
subregional). El proceso de evaluación de
la etapa veredal fue realizado directamente
por la Subdirección de Seguimiento y
Evaluación de la ART.

Desde el 2014, la Fundación Ideas para la
Paz ­FIP­ ha venido impulsando un
proceso de reflexión y acción sobre el papel
de la participación de la ciudadanía en la
construcción de paz y el desarrollo
territorial. En este contexto, y gracias al
apoyo de la Fundación FORD, la FIP ha
desarrollado una metodología para medir
28 indicadores sobre la calidad y la eficacia
de la participación formal. La llamada
metodología tiene el objetivo de medir la
calidad y la eficacia de la participación
ciudadana, por ejemplo, en espacios
derivados de la implementación del
Acuerdo de Paz como lo son los PDET.

Los principales pasos para hacer el
seguimiento y evaluación son: formalizar la
alianza para la aplicación, conformar los
equipos de observación y seleccionar los
espacios a medir, recoger la información,
sistematizar y visualizar la información,
analizar los resultados. A la fecha esta
metodología ha realizado veeduría en 26
municipios y ha elaborado 59
observaciones12.

• Problema/diagnóstico

Según el DNP (2016) el 81,67% de los
municipios, es decir, 900 cuentan con
Planes de Ordenamiento Territorial ­POT­
que superaron su vigencia y requieren
actualización. Así mismo, las
concentraciones geográficas de municipios
y los procesos de aglomeración y
conurbación han puesto en evidencia las
deficiencias en movilidad y conectividad,
así como los desequilibrios de desarrollo
urbano­regionales. En general se muestra
un panorama de rápido crecimiento
urbano, desaprovechamiento del potencial
del suelo rural y serios retos en cuanto a
sostenibilidad ambiental, adaptación al
cambio climático y prevención del riesgo
de desastres.

Según el CONPES 3870 ­ Programa
nacional para la formulación y
actualización de planes de ordenamiento
territorial: pot modernos, de 2016, las
causas de las deficiencias en la elaboración
de los POT se pueden clasificar en dos ejes
problemáticos. El primero está relacionado
con la débil articulación entre las entidades
nacionales con competencias en materia de
ordenamiento territorial y entre los
diferentes niveles del Gobierno
involucrados en la elaboración y gestión de
los POT. El segundo eje agrupa las
limitaciones de capacidad institucional y
financiera de las ET para acceder a insumos
e información básica y para contar con
equipos técnicos calificados para elaborar

12. http://elsiriri.ideaspaz.org/results



planes de ordenamiento territorial. Estas
limitaciones también pueden incidir en la
elaboración de los Planes de Ordenamiento
Departamental (POD) y Plan Estratégico
Metropolitano de Ordenamiento Territorial
(PEMOT).

• Objetivo

El objetivo principal del programa POT
Modernos fue orientar y asistir
técnicamente a las ET en la actualización e
implementación de los POT y en la
formulación de POD y PEMOT para contar
con una nueva generación de instrumentos
de ordenamiento territorial eficaces y con
altos estándares de calidad que permitieran
la planeación, gestión y financiación del
desarrollo territorial. Además, se planteó
fortalecer la oferta nacional de
instrumentos y metodologías para
formular planes de ordenamiento
territorial modernos, y las capacidades
institucionales y técnicas requeridas para
actualizar y formular los planes de
ordenamiento territorial modernos.

• Beneficiarios

Como se mencionó, en Colombia existen
aproximadamente 900 POT (Incluye POT,
PBOT y EOT) no vigentes (81% del país). Y
ninguna de las 6 áreas metropolitanas
cuenta con PEMOT al igual que los
departamentos, puesto que en su gran
mayoría hasta ahora inician el proceso de
formulación de sus planes de desarrollo.
El Programa POT Modernos atiende a ET
focalizadas (ET) y priorizadas en dos fases:
en la primera fase se intervinieron los POT
de 108 municipios concentran cerca del
33,5% de la población del país y
representan el 24,7% de la superficie del
territorio nacional), 12 departamentos y 5

áreas metropolitanas. En la segunda fase se
contempla la participación de 145
municipios y 10 departamentos. Las zonas
son: sur­centro oriente; centro­norte; centro
oriente­norte; centro suroccidente.

• Estrategias/solución

El Programa espera una nueva generación
de instrumentos de OT que contribuyan a:
i) consolidar una línea base de información;
ii) organizar y optimizar los procesos de
planificación, y garantizar la previsión e
implementación de efectivos y viables
procesos e instrumentos de gestión del
suelo y financiamiento del ordenamiento
territorial; iii) fomentar la importancia de
los POT y de los POD como instrumentos
base del OT, que inciden en el desarrollo
territorial y en consecuencia su
interrelación con los planes de desarrollo
frente a los programas y proyectos
estratégicos previstos tanto en los POT y
POD como en los planes de desarrollo y los
planes de acción sectorial que de ellos
derivan, incluso desde la coherencia y
coordinación en las inversiones que se
realicen y; iv) facilitar la implementación y
puesta en ejecución de esos instrumentos a
través del fortalecimiento institucional de
las ET.

• Arreglo institucional

Para el desarrollo de este programa, se
tienen en cuenta las funciones misionales
asignadas al DNP en materia de asistencia
técnica a ET y articulación sectorial para
materializar el enfoque de brechas inter e
intrarregionales.

Por esta razón la Nación lidera esta
iniciativa a través del DNP, en
coordinación con un conjunto de entidades



con incidencia en el ordenamiento
territorial. El Documento CONPES 3870 de
2016, establece que a través de este
Programa POT Modernos, el Gobierno
nacional, en alianza con el sector
académico nacional e internacional y el
sector privado, brinda asistencia técnica y
financiera para que los municipios,
distritos, departamentos y áreas
metropolitanas actualicen o formulen sus
POT bajo los más altos estándares técnicos
de calidad.

El programa cuenta para su operación un
conjunto de actores e instancias con roles y
responsabilidades específicas. Así mismo,
una Unidad Técnica de Coordinación
Nacional, bajo responsabilidad del DNP.
También tiene con un Comité Consultivo
Nacional, conformado por las principales
entidades con injerencia en ordenamiento
territorial. Para el cumplimiento de sus
tareas se apoya en la Comisión de
Ordenamiento Territorial ­COT­ y en el
Comité Especial Interinstitucional ­CEI­,
como instancia de la COT. La Unidad de
Soporte Nacional estará encargada de
asistir técnicamente al DNP y estará
conformada por la Universidad de Nueva
York (NYU) y por RIMISP.

También son parte del arreglo los
operadores regionales y la interventoría de
consultores contratados para este fin, a
través de la Unidad Técnica de
Coordinación Nacional. Así mismo, las ET
focalizadas se comprometieron a cumplir
con las obligaciones adquiridas en los
convenios que suscriban con el DNP y los
comités técnicos (municipal y regional).
También se tienen aliados estratégicos de
naturaleza pública y privada, así como de
carácter internacional: ET, (Alcaldías y
Gobernaciones); Ministerios (MinTIC,

MinVivienda, MinAgricultura, MinInterior,
MinMinas, MinTransporte, MinAmbiente,
MinCultura, Cancillería) y otras entidades.

• Mecanismo intervención

Para lograr los objetivos específicos, el plan
de acción de POT Modernos propone dos
estrategias.

Asistencia técnica general (ATG): Esta
estrategia busca coordinar a los actores
nacionales con competencias en
ordenamiento territorial para ordenar la
producción de normas y unificar las
metodologías, guías, lineamientos y
manuales para su aplicación por parte de
las ET.

Asistencia técnica focalizada (ATF): Este
componente del programa ofrece asistencia
técnica a un conjunto de ET, a través de
operadores regionales especializados y
expertos internacionales en desarrollo
urbano, rural y regional como NYU y
RIMISP. Estos están encargados de
transferir el conocimiento necesario sobre
ordenamiento territorial, capacitar el
recurso humano y apoyar la elaboración de
estudios dirigidos a la actualización e
implementación de POT y a la elaboración
de PEMOT y POD con altos estándares de
calidad.

La asistencia técnica que prestan los
operadores regionales a las ET focalizadas
es diferencial y se desarrolla en cada una
de estas, a partir de la conformación de
equipos interinstitucionales, bajo la
coordinación de las Secretarías de
Planeación y el DNP y con quienes se
trabaja conjuntamente en la elaboración de
los productos requeridos en cada una de
las fases del POT. Los operadores



regionales prestan apoyo a los municipios
durante 18 meses a través del equipo base
regional, con un asesor que brinda
asistencia permanente in situ en cada uno
de estos. Para el caso de los departamentos
y las áreas metropolitanas, el programa
fortalece los equipos de las Secretarías de
Planeación, por un período de 14 meses.

• Financiamiento

El costo de implementación del programa
en su primera fase (2016­2018) se estimó en
142.000 millones, de los cuales 85.000
millones de pesos corresponden a recursos
del Proyecto de Fortalecimiento de ET
(PFET) del DNP. El saldo restante ha sido
aportado por otras fuentes que incluyen el
Fondo Adaptación, recursos de
cooperación internacional, el sistema
general de regalías y recursos propios de
departamentos, municipios, distritos (las
ET aportan la contraparte a la
cofinanciación según sus competencias y
capacidades) y áreas metropolitanas.

Para la segunda fase del programa
destinada a ampliar su cobertura a 145
municipios y 10 departamentos
adicionales, se estima un requerimiento de
recursos del orden de 60.945 millones de
pesos por parte del DNP.

• Seguimiento y evaluación

El seguimiento a la ejecución de las
acciones propuestas para el cumplimiento
de los objetivos del programa se realizará a
través del Plan de Acción y Seguimiento
(PAS). El reporte periódico al PAS lo
realizarán todas las entidades involucradas
en el programa y será consolidado por el
DNP. El primer reporte se realizó en
diciembre de 2016 y se está a la espera del

informe al cierre del 2018.

• Problemas/diagnóstico

Según la Misión para el Fortalecimiento del
Sistema de Ciudades (2012), en Colombia
las ciudades enfrentan retos para mejorar
su productividad con mercados laborales
fraccionados y problemas de altos costos de
transporte. La planeación del territorio ha
correspondido a visiones sectoriales con
diversos instrumentos y niveles de
desarrollo que no se han articulado; el
marco institucional relacionado con las
ciudades no logra una adecuada
coordinación entre los diferentes niveles de
gobierno y; los niveles de financiación no
son consecuentes con las necesidades de las
ciudades y las aglomeraciones urbanas.

Proyecciones realizadas por la Misión para
el Fortalecimiento del Sistema de Ciudades
indican que para el 2050 la población que
vivirá en centros urbanos alcanzará los 52,6
millones de habitantes, equivalente al 86%
de la población total proyectada. Además,
se proyecta que el país tendrá 69 ciudades
con más de 100.000 habitantes y siete con
más de un millón de habitantes.

El crecimiento poblacional proyectado
estará acompañado de las correspondientes
demandas de servicios ecosistémicos (agua,
aire y biodiversidad), suelo, vivienda,
transporte, alimentos, y servicios públicos y
sociales, entre otros. Asimismo, se
generarán impactos en el ambiente
(contaminación de aguas) y en el uso del
suelo (suelos destinados a rellenos
sanitarios), los cuales deben ser analizados
desde una escala supramunicipal buscando
la efectiva coordinación y



complementariedad entre las ciudades y
las regiones.

Pero también debe destacarse que las
ciudades colombianas son el motor del
crecimiento económico del país, el cual
cada vez más debe ser sostenible ambiental
y socialmente inclusivo.

• Objetivo

El PND 2010­2014 “Prosperidad para
todos” indicó la importancia de formular
una política de largo plazo para consolidar
un Sistema de Ciudades que aproveche de
mejor manera los beneficios de la
urbanización y de la aglomeración, y a su
vez que considere una mayor integración
regional.

El objetivo central de esta política es
fortalecer el Sistema de Ciudades como
motor de crecimiento del país,
promoviendo la competitividad regional y
nacional, el mejoramiento de la calidad de
vida de los colombianos y la sostenibilidad
ambiental, en un contexto de equidad y
post conflicto.

• Beneficiarios

De acuerdo con estudios sobre este tema,
con excepción de muy pocos municipios
uninodales, el desarrollo en Colombia se
concentra principalmente en el centro del
país. 962 municipios están excluidos del
sistema de ciudades. Estos 962 municipios
cubren el 80% de la población rural y se
encuentran por fuera de los beneficios que
genera la aglomeración, enfrentando
desventajas considerables.

En promedio, según Castañeda (2013,
citado por la Misión del Sistema de

Ciudades) tales municipios registran un
índice de pobreza multidimensional de
70% y mayores rezagos en infraestructura
física. Su desarrollo industrial es incipiente,
presentan altos grados de dispersión
poblacional, factores éstos que elevan los
costos de movilidad y dificultan la
provisión de bienes y servicios públicos a la
población. Estos municipios se ven
beneficiados por la Política Nacional para
Consolidar el Sistema de Ciudades, debido
a que pueden ser parte de este conjunto
organizado de ciudades que comparten
relaciones funcionales de orden económico,
social, cultural y ambiental, y que
interactúan entre sí, para maximizar
beneficios de la urbanización y minimizar
los costos sociales.

• Estrategia solución

Según la Misión, para alcanzar el objetivo
planteado por la política el país ha
trabajado sobre seis ejes de política y seis
objetivos de largo plazo que se citan a
continuación:

a) Planear el Sistema de Ciudades con una
visión sostenible.
b) Mejorar la conectividad física y digital
para fomentar el desarrollo productivo.
c) Fortalecer los factores locales que
promueven la productividad y
competitividad del Sistema de Ciudades.
d) Disminuir las brechas sociales y mejorar
la equidad en áreas urbanas y rurales del
Sistema de Ciudades.
e) Identificar instrumentos para el
financiamiento adecuado y eficiente de las
actuaciones urbanas.
f) Promover y facilitar el trabajo conjunto
entre las ET y con el Gobierno Nacional.



• Arreglo institucional

Forman parte de la Política Nacional para
Consolidar el Sistema de Ciudades: El
Ministerio de Agricultura y Desarrollo
Rural; el Ministerio de Trabajo; el
Ministerio de Comercio, Industria y
Turismo; el Ministerio de Ambiente y
Desarrollo Sostenible; el Ministerio de
Vivienda, Ciudad y Territorio; el Ministerio
de las Tecnologías de la Información y las
Comunicaciones; el Ministerio de
Transporte; el Ministerio del Interior, el
Departamento Nacional de Planeación,
Departamento Nacional de Estadísticas
­DANE­, el Instituto Geográfico Agustín
Codazzi (IGAC) y los municipios, distritos,
departamentos y áreas metropolitanas. A
cada una le fueron asignadas funciones y
roles para la implementación de la política.

• Mecanismo intervención

El plan de acción de la Política Nacional
para Consolidar el Sistema de Ciudades
contempla los siguiente elementos o ejes13:

Eje 1 ­ Visión sostenible y crecimiento
verde: consiste en planear el Sistema de
Ciudades en relación con el Ordenamiento
Territorial Nacional, con el fin de fortalecer
los procesos de planeación, ordenamiento
territorial y ambiental, y consolidar la
información estadística y cartográfica con
énfasis en el Sistema de Ciudades. En ese
eje se incluye la articulación de la
planeación de las áreas urbanas y rurales.

Eje 2 ­ Conectividad física y digital: este eje
pretende planear la conectividad física
nacional en relación con el Sistema de
Ciudades, en la medida que la conectividad

física y digital son factores determinantes
para el fortalecimiento del Sistema de
Ciudades.

Eje 3 ­ Productividad: se realizará un
estudio que analice las “brechas de
productividad” territorializadas,
identificando los factores que explican la
baja productividad y los requerimientos de
bienes públicos generales y locales; como
también, un estudio que analice la
viabilidad de la creación de una figura
institucional del nivel territorial.

Eje 4 ­ Calidad de vida y equidad: este eje
implica la formulación de políticas públicas
diferenciadas que apunten a la disminución
de las brechas sociales entre las
aglomeraciones urbanas, avanzar en el
desarrollo de políticas que promuevan la
generación de suelo para los programas de
vivienda de interés social, tanto desde la
escala urbana como supramunicipal, y el
fortalecimiento de los sistemas de
información

Eje 5 ­ Financiación adecuada y eficiente: el
plan de acción plantea el fortalecimiento de
los instrumentos fiscales que han mostrado
mayor efectividad, como el Impuesto
Predial Unificado (IPU) y el Impuesto al
Comercio y Avisos. Asimismo, y con el fin
de fortalecer las finanzas de las ciudades
capitales, se realizará un estudio que
establezca el alcance y recomendaciones de
un estatuto para las ciudades capitales.

Eje 6 ­ Coordinación y Gobernanza: se
propone impulsar el trabajo asociado entre
la Nación y las ET, y entre ET con acciones
como el fortalecimiento de la Comisión de
Ordenamiento Territorial (COT), la

13. Misión para el Fortalecimiento del Sistema de Ciudades (2012)



identificación y estructuración de proyectos
estratégicos regionales financiados a través
de mecanismos como el SGR, Alianzas
Publico Privadas o Contratos Plan, el
fortalecimiento de esquemas de asociación
supramunicipal y, la articulación del
Programa de Ciudades Emergentes y
Sostenibles y Diamante Caribe, dentro de
las estrategias sectoriales y territorial del
PND.

• Financiamiento

La Política Nacional para Consolidar el
Sistema de Ciudades es parte de la
estrategia de gestión de recursos para el
Sistema de Ciudades con el Banco
Mundial, a través de un crédito de libre
destinación. Las entidades involucradas en
la ejecución de esta política, en el marco de
sus competencias, gestionarán y
priorizarán recursos para la financiación de
las actividades que se proponen en el plan
de acción (incluyendo fuentes de
cooperación internacional), acorde con el
Marco de Gasto de Mediano Plazo
(MGMP) del respectivo sector. Las ET
gestionarán recursos provenientes de otras
fuentes como el sistema general de regalías
y el sistema general de participaciones para
cofinanciar proyectos de impacto regional,
que contribuyan a la consolidación del
Sistema de Ciudades.

• Problemas/diagnóstico

Uno de los desafíos más importantes para
Colombia es lograr aprovechar las
potencialidades que tienen los territorios
sobre la base de su enorme heterogeneidad
y las posibilidades de crecimiento
económico. Las limitaciones para
aprovechar este potencial de alguna
manera explican el estancamiento
sistemático de la productividad, lo que ha
afectado las condiciones de vida,
particularmente la de la población rural. En
general, las políticas tienden a ser poco
sensibles a las características de los
territorios y a no comprender e internalizar
las dinámicas territoriales como los
vínculos rurales – urbanos, los patrones de
urbanización y las interdependencias entre
municipios.

• Objetivo

Promover la competitividad regional sobre
la base del aprovechamiento de las
potencialidades territoriales en busca de
una mayor equidad de oportunidades. Para
ello entonces se propone el política e
instrumentos sensibles a los territorios, que
consideren las economías de aglomeración,
el rol de las ciudades intermedias a partir
de un reconocimiento explícito de la
funcionalidad territorial como un jalonador
del desarrollo.

14. Se incluye las propuestas a modo de resumen que aún están en discusión en el legislativo.



• Estrategia de solución

Para avanzar en este sentido, la política de
desarrollo territorial del Plan Nacional de
Desarrollo propone definir un arreglo
eficiente de coordinación y articulación de
las políticas e inversiones sectoriales para el
desarrollo regional, armonizar la
planeación para el desarrollo y la
planeación para el ordenamiento territorial
y consolidar el nivel regional de planeación
y gestión. Las acciones entonces se
concentrarán en la focalización de los
presupuestos de inversión utilizando
criterios adicionales a los poblacionales, la
generación de incentivos a proyectos de
impacto regional, fortalecimiento de la
figura (instrumento de intervención) de
Contrato Plan promoviendo contratos
territoriales de proyectos estratégico a nivel
departamental y un nivel subregional a
partir los esquemas asociativos en las
subregiones funcionales.

• Problemas/diagnóstico

Como se ha mencionado a lo largo de este
documento, aún existen grandes retos en
superación de la pobreza que se focalizan
en zonas geográficas específicas. Por
ejemplo, la pobreza rural es 1.59 veces la de
las cabeceras, al tiempo que los esfuerzos
necesarios para reducirla, aunque con una
tendencia decreciente, continúan siendo
muy diferentes entre las regiones. Esta
situación es relevante si se tiene en cuenta
que en Colombia a mayor nivel de
ruralidad entre y dentro de las regiones,
mayor nivel de pobreza, y a mayor nivel de
urbanización menor nivel de pobreza

(Fedesarrollo, 2014).

Un crecimiento económico jalonado por
pocas regiones y departamentos genera
fuertes desequilibrios al interior de los
territorios, y un menor éxito en la
disminución de la pobreza rural.

• Objetivo

De conformidad con lo establecido en el
artículo 8 de la Ley 1450 de 2011 y la Ley
1454 del mismo año, el Contrato Plan es un
acuerdo de voluntades cuyo objeto es el
desarrollo mancomunado del territorio.

La vocación natural de los Contratos Plan
de llevar a la práctica la descentralización y
promover el desarrollo territorial, permite a
los Gobiernos territoriales priorizar las
inversiones a realizarse en el marco de un
acuerdo de este tipo, en función de sus
necesidades y visión propia del desarrollo.
La ejecución de tales iniciativas priorizadas
depende, sin embargo, de la concurrencia
de esfuerzos y recursos por parte de la
Nación y de los gobiernos territoriales, así
como de la alineación y coherencia entre las
políticas y los objetivos de desarrollo de
cada uno de los aportantes (DNP, 2016a).

• Beneficiarios

Los Contratos Plan pueden suscribirlos las
entidades y organismos del orden nacional
con ET y/o esquemas asociativos de ET.
Las ET pueden acordar entre ellas para
conformar esquemas asociativos o entre
áreas metropolitanas y las autoridades
ambientales pueden hacerlo con
cualesquiera de las anteriores. Forman
parte de los Contratos Plan las ET las
entidades del orden nacional, el sector
privado y las organizaciones sociales.



Hasta el año 2017 se habían suscrito 17
Contratos Plan que se encuentran en
diferentes etapas de ejecución. Éstos son:
Caquetá­Meta­Guaviare, Guainía, Valle del
Cauca, Montes de María (Bolívar y Sucre),
Boyacá Bicentenario, Tolima, Nariño,
Santander, Chocó, Antioquia, Arauca,
Norte del Cauca, La Guajira, Putumayo,
Norte de Santander, Atrato Gran Darién,
Quindío y Huila. Para la implementación
de estos Contratos, entidades de nivel
nacional, gobernaciones y municipios han
formulado 20 Proyectos por valor de
$248,221 millones, de los cuales el Fondo
Regional de Contratos Plan financia
$199.376 millones que incluyen vigencias
futuras 2018 por valor de $80.075 millones
(DNP, 2017b).

• Estrategias

El enfoque estratégico de los Contratos
Plan consiste en el cierre de brechas en
infraestructura social, infraestructura
económica, y capacidad institucional. El
diagnóstico en cuanto al cierre de brechas
en el desarrollo territorial identifica
oportunidades importantes en cuanto al
potencial del instrumento para acelerar los
procesos de convergencia y reducción de la
pobreza que se vienen dando en las
regiones. Este planteamiento desarrolla los
objetivos del PND 2014­2018 y se
estructura como estrictamente
complementario a las demás dimensiones y
variables sociales y económicas del enfoque
de cierre de brechas (DNP, 2016a).

Los lineamientos definen el alcance y la
aplicación del instrumento para focalizar
las inversiones de los Contratos Plan en
tres dimensiones claves: focalización
geográfica, focalización temática y

sectorial; y focalización programática.

Los Contratos Plan se focalizarán,
principalmente, en el departamento como
unidad de intervención, buscando
aprovechar su potencial como instancia
intermedia de planeación y gestión, el
Gobierno Nacional, a través del DNP,
podrá desarrollar Contratos Plan con
grupos de ET. A través de esta figura se
busca potenciar su capacidad para
armonizar la planeación y la asignación de
recursos con las prioridades del desarrollo
de las regiones de las cuales los
departamentos hacen parte e, igualmente,
de sus subregiones, materializando así el
enfoque territorial del PND 2014­2018.

La focalización temática y sectorial se
refiere a que los Contratos Plan no pueden
sustituir, ni entrar en competencia con los
demás instrumentos de priorización y
gestión de la inversión. Las acciones están
dirigidas a sectores en los cuales
actualmente se concentran las inversiones
de regalías y donde se requiere mejorar su
calidad, en razón a los rezagos que
evidencian las ET.

Por último, la focalización programática se
refiere a que el instrumento operará de
principio a fin bajo una lógica de
programas fundada en la planeación del
gasto, en función de categorías de
clasificación del gasto ligadas a objetivos de
política y no de ejecución financiera de
proyectos. Esto permitirá armonizar las
prioridades de inversión definidas por las
ET a través de sus distintos instrumentos
de planeación (Planes de Desarrollo y
Planes de Ordenamiento, entre otros) con
los de la Nación (PND) y los sectores
(Planes Maestros, etc.).



• Arreglo institucional

El DNP asumió desde 2012 la puesta en
marcha de los Contratos Plan como
herramienta para fortalecer la gobernanza
multinivel y la gestión del desarrollo
regional, conformando equipos de trabajo
especializados (tanto en el sector central
como en el territorio) encargados de la
coordinación de cada uno de los Contratos
Plan suscritos y en ejecución, con el apoyo
de sus diferentes direcciones técnicas y los
Ministerios y ET. Estas dinámicas
indujeron reformas en la estructura y
funciones del DNP, abriendo paso a la
creación de la Subdirección General
Territorial y de Inversión Pública,
dependencia a cargo de proponer
lineamientos de política, programas e
instrumentos dirigidos a lograr una mayor
convergencia regional, impulsar el
ordenamiento territorial y la articulación
entre los niveles de gobierno.

Como instrumento de buen gobierno
dirigido a mejorar el impacto de las
inversiones en el territorio y la gobernanza
multinivel, los Contratos Plan cuenta con
las siguientes instancias de orientación,
aprobación y administración en los niveles
político y técnico: Consejo Nacional de
Política Económica y Social (CONPES);
Consejo Directivo; Comité Técnico;
Gerencia; Presidencia de la República;
Departamento Nacional de Planeación;
Ministerios y entidades nacionales;
Entidades Territoriales; Sector privado,
representantes de la cooperación
internacional y otros actores y,
Procuraduría General de la Nación y/o las
instancias de la sociedad civil.

• Mecanismo intervención

El Contrato Plan se concibe como un
acuerdo marco de voluntades entre la
Nación y las ET, o entre las asociaciones de
estas, o entre una entidad territorial y otra
de su misma naturaleza, en el cual se
establecen mecanismos y compromisos por
las partes intervinientes, para ejecutar
programas establecidos dentro de los
respectivos planes de desarrollo, que por
su naturaleza sea conveniente ejecutar en
forma conjunta. Para ello, se presentan
diversas posibilidades para su suscripción:
i) entre la nación con una o varias ET; ii)
entre ET y; iii) entre las autoridades
ambientales con las anteriores.

Para la elaboración, ejecución, seguimiento
y evaluación del Contrato Plan, se deberán
adelantar las siguientes etapas:

a) Precontractual: En la que las partes
involucradas construyen un "Acuerdo
Estratégico para el Desarrollo del
Territorio" y adelantan todos los trámites
previos necesarios para su ejecución;

b) Contractual: En la que se suscribe el
Contrato Plan por las partes interesadas, se
procede a la ejecución de los programas y
proyectos, así como su seguimiento y
evaluación;

c) Post contractual: En la cual se liquida el
Contrato Plan y se efectúa la evaluación ex
post de este.

Por otra parte, en el 2017, los Contratos
Plan para la Paz y el Posconflicto
(Contratos Paz) se convirtieron en un ágil
instrumento para movilizar la inversión
pública en los territorios. Las inversiones
que se realizarán en las zonas focalizadas



cubren un horizonte de cinco años y
ascienden a $9,1 billones. Se llevarán a cabo
de manera articulada junto a la Agencia de
Renovación para el Territorio (ART).

• Financiamiento

Las fuentes principales para el
financiamiento de los Contratos Plan
incluyen recursos propios de las ET, del
Presupuesto General de la Nación, del
Sistema General de Regalías, y del Sistema
General de Participaciones. Especial énfasis
se dará a la consecución de recursos del
sector privado15.

Cabe anotar que para el cierre financiero de
los proyectos (hasta un 12%) proviene de
nuevos recursos de la Nación aportados a
través del DNP (el DNP cuenta con el
Fondo Regional de Contratos Plan como
fuente de financiación) y, de otra parte,
permiten la canalización de inversiones
que en otras condiciones se dirigirían hacia
otros usos. La Nación contribuye con un
aporte máximo de hasta un 60% de las
inversiones, al tiempo que las ET concurren
con el 40% restante (El Gobierno Nacional
podrá considerar un porcentaje mayor de
aportes para zonas y proyectos enmarcados
en la estrategia de postconflicto).

El restante 48% estará representado por las
inversiones programáticas de los sectores
nacionales en el departamento que hagan
parte del Contrato Plan. Los recursos de las
entidades nacionales deberán ser
consistentes con el Marco Fiscal de
Mediano Plazo y con las apropiaciones
anuales por lo que deberán estar reflejados
en sus programas de inversión anuales y

deberán incluir los compromisos de los
Contratos Plan en sus presupuestos
anuales.

• Seguimiento y evaluación

Los Contrato Plan son monitoreados por la
Presidencia de la República. Para esto, el
DNP, a través de SINERGIA y la gerencia
de Contratos Plan, reporta periódicamente
la información asociada a los indicadores
de cumplimiento de compromisos y metas.
Así mismo, semestralmente se realiza un
informe para cada Contrato Plan. Las
inversiones deberán ser verificables y en
todos los casos cuentan con metas de
gestión y resultados verificables las cuales
son monitoreadas y evaluadas
periódicamente.

Sin embargo, no se ha logrado configurar
un esquema adecuado de producción,
recopilación y reporte de información que
permita optimizar la gerencia y la
planeación de actividades a partir de un
adecuado seguimiento y evaluación de los
resultados frente a las metas previstas en
aspectos tanto financieros como físicos.

• Problemas/diagnóstico

El Capítulo VII del PND 2014 – 2018, en su
Estrategia Territorial (Ejes articuladores del
desarrollo y prioridades para la gestión
territorial), definió que con el propósito de
asegurar una prestación más eficiente de
los bienes y servicios a cargo del Estado y
crear esquemas de distribución de

15. DNP, informe de gestión 2017



competencias, se creara el Programa
Nacional de Delegación de Competencias
Diferenciadas (PNCD), el cual estará a
cargo del Departamento Nacional de
Planeación, en coordinación con el
Ministerio del Interior, Ministerio de
Hacienda y Crédito Público y las entidades
sectoriales.

• Objetivo

El artículo 180 del PND 2014 – 2018 creó el
PNCD, con el propósito de asegurar una
prestación más eficiente de los bienes y
servicios a cargo del Estado y crear
esquemas de distribución de competencias.
Así, el PNCD busca facilitar la delegación
de competencias por parte de las entidades
del orden nacional a las entidades
territoriales y esquemas asociativos
territoriales.

• Beneficiarios

Entidades territoriales o esquemas
asociativos que cumplan con los criterios
generales territoriales y con criterios
específicos. Estos criterios son definidos
por el DNP con el fin de evaluar las
capacidades institucionales que tienen los
actores para asumir nuevas funciones, y
son independientes al tipo de competencia
o función a delegar. Los criterios
específicos se definen como las capacidades
específicas que debe tener el actor
territorial para ejercer una competencia o
función en particular.

•Estrategia solución

El Programa contiene el marco de criterios
para la delegación de funciones conforme a
los convenios suscritos. Los convenios se
suscriben entre las entidades del orden

nacional, en calidad de delegantes, y las
entidades territoriales, esquemas
asociativos territoriales, las RAP, áreas
metropolitanas, conglomerados urbanos, o
autoridades regionales que se constituyan
para tal fin, en calidad de delegatarios.
Incluye los parámetros de acreditación de
capacidad financiera, técnica, regulatoria e
institucional de las entidades o autoridades
delegatarias. En el marco del programa, el
Gobierno nacional propone a dichas
entidades y autoridades esquemas de
distribución de competencias, las cuales
quedan plasmadas en los convenios que
para tal efecto se suscriban entre entidades
delegantes

• Arreglo institucional

La coordinación, seguimiento y evaluación
del Programa Nacional de Delegación de
Competencias Diferenciadas, está a cargo
de un Comité Directivo conformado por el
Departamento Nacional de Planeación, el
Ministerio de Hacienda y Crédito Público,
el Ministerio del Interior y las entidades
nacionales sectoriales respecto de las cuales
se identifiquen competencias y/o funciones
susceptibles de ser delegadas.

• Mecanismo intervención

Serán susceptibles de delegación, conforme
a la normatividad vigente, aquellas
competencias y funciones de nivel nacional
en políticas y estrategias con impacto
territorial tendientes al cierre de brechas
socioeconómicas, intra e interregionales
que promuevan la convergencia regional,
como aquellas dirigidas a promover el
desarrollo productivo, la competitividad e
infraestructura física y social, la generación
de ingresos, la planificación y la gestión
territorial, incluida la formación,



actualización, conservación catastral e
implementación de catastros
multipropósito descentralizados, en
municipios, distritos y áreas
metropolitanas con población superior a
500.000 habitantes.

A través del PNCD se delegan
competencias a los actores territoriales que
cumplan con los criterios de capacidad
financiera, técnica e institucional. Para tal
efecto, se han definido dos grupos de
criterios: criterios generales y criterios
específicos.

Criterios generales territoriales, definidos
por el DNP con el fin de evaluar las
capacidades institucionales que tienen los
actores para asumir nuevas funciones.
Criterios específicos, que son las
capacidades específicas que debe tener el
actor territorial para ejercer una
competencia o función en particular.

• Seguimiento y evaluación

El Departamento Nacional de Planeación,
en coordinación con los sectores, definirá
los mecanismos de seguimiento, control y
evaluación de las competencias
descentralizadas y/o delegadas por el
Gobierno nacional, los cuales obedecerán a
criterios técnicos, objetivos, medibles y
comprobables.

• Problemas/diagnóstico

La actual configuración del territorio
presenta disparidades de orden cultural,
social, económico y geográfico,
generalizadas en todo el país, que
ocasionan desequilibrios e inequidad

reflejadas en el poco desarrollo de algunos
territorios. Hoy en día existen municipios
que no se encuentran integrados con el
resto del territorio departamental al cual
pertenecen, ya que la configuración
espacial (delimitación territorial) de este
último, no tiene en cuenta las condiciones
culturales, geográficas e históricas, que
podrían ser o no limitantes para que las
actividades administrativas, económicas y
de bienestar social tengan un alcance
homogéneo en todo el ente territorial
(DNP, 2013).

Así mismo, actualmente en Colombia
existen muchos espacios naturales que
superan los límites político­administrativos
de las ET, por lo cual se requieren
esquemas asociativos que permitan
abordar la planificación y gestión
estratégica en ámbitos supramunicipales o
subregionales, y supra departamentales o
regionales. Por tanto, según DNP (2013) los
esquemas asociativos surgen como
instrumentos de articulación y desarrollo
territorial, que parten de las propias ET de
manera coordinada para abordar
problemas y temáticas que, por su
naturaleza y dimensión, no pueden ser
atendidas en forma efectiva de manera
individual

• Objetivo

Los esquemas asociativos son un
mecanismo idóneo para aprovechar
potencialidades y superar “cuellos de
botella” en la gestión de un territorio y
lograr articulación e integralidad de
objetivos, políticas, programas, proyectos y
acciones, en torno a una visión compartida
de desarrollo. Es así como los esquemas
asociativos fortalecen la institucionalidad,
la gobernabilidad y la capacidad de



negociación con otros y puede llevar a
procesos regionales más estratégicos y a la
formulación e implementación de políticas
regionales diferenciadas (DNP, 2013). En
este contexto, las figuras asociativas son
instrumentos de articulación y desarrollo
territorial, que parte de las propias ET de
manera cooperativa para abordar
problemas y temáticas conjuntas.

La Ley 1454 de 2011, Ley de Ordenamiento
Territorial (LOOT) retoma la Constitución
Política y contempla como uno de los
principios rectores del ordenamiento
territorial la asociatividad. De acuerdo con
este principio, se debe “propiciar la
formación de asociaciones entre las ET e
instancias de integración territorial”. La
LOOT concibe los esquemas asociativos
entre ET como un proceso voluntario de
conformación de alianzas estratégicas.
Para ello, los objetivos para la
conformación de un esquema asociativo
comprenden, entre otros, la formulación,
estructuración y/o ejecución de proyectos
de impacto regional; la prestación de
servicios públicos, la ejecución de obras
públicas; así como el desarrollo de tareas
administrativas o de planificación.

• Beneficiarios

Municipios, departamentos, distritos,
Áreas metropolitanas, Corporaciones
Autónomas Regionales ­CARS­ y
municipios fronterizos. Este tipo de
esquemas impactan directamente en las
regiones y pueden generar economías de
escala en la provisión de bienes y servicios,
o dinámicas internas propias que impulsen
el desarrollo endógeno de los municipios
que la conforman, con el fin de mejorar la
calidad de vida y el bienestar de sus
habitantes.

• Estrategia solución

Según la normatividad vigente en
Colombia las ET cuentan con “una amplia
gama de posibilidades de establecer
esquemas asociativos territoriales para
promover procesos de desarrollo
asociativos y concertados”. Estos esquemas
son especialmente relevantes respecto a la
estructuración, financiación y ejecución de
proyectos de desarrollo de impacto
interjurisdiccional con cargo a recursos de
las diferentes fuentes de financiación del
desarrollo territorial (en particular el
Sistema General de Regalías, SGR); la
conformación de Áreas de Desarrollo
Territorial (ADT), los macroproyectos de
inversión que facilitan la articulación
pública y privada a través de las
Asociaciones Público­Privadas (APP) o los
mecanismos previstos en la Ley 1469 de
2011; así como la conformación de
esquemas asociativos de carácter territorial
para el desarrollo de proyectos de interés
común (de dos o más ET).

• Arreglo institucional

La LOOT ha previsto la creación de la COT,
tanto en el nivel nacional como en cada una
de las ET (Comisiones Regionales de
Ordenamiento Territorial (CROT) las
cuales facilitan el ejercicio de esta
articulación, tanto a nivel de planeación
como de gestión). Es decir, en el contexto
de las funciones a su cargo, las Comisiones
de Ordenamiento Territorial tendrán un rol
relevante de coordinación en los procesos
de asociación que se adelanten en
cumplimiento de los objetivos que para los
mismos ha fijado la LOOT.



• Mecanismo intervención

El eje de los esquemas asociativos consiste
en la articulación del ordenamiento
territorial, el desarrollo, la gestión de
servicios, y la gobernabilidad, mediante
contextos de planeación y gestión
institucional que superan el límite de una
jurisdicción, permitiendo abordar procesos
de integración territorial de manera más
comprensiva, integral e integrada más allá
de la limitada perspectiva local.

Ello implica que los procesos de asociación
deben responder a lógicas territoriales, en
sus diferentes aspectos geográficos,
económicos, poblacionales, sociales y
culturales. Desde 2014, la Dirección de
Desarrollo Territorial Sostenible del DNP,
conformó un equipo de trabajo al interior
del DNP con la responsabilidad de diseñar
e implementar “El Plan Estratégico para el
Impulso y la Promoción de la
Asociatividad Territorial y la Integración
Regional”.

En el balance realizado en 2013 por parte
del DNP se consolidó un listado de 49
procesos de asociatividad municipal y 5
procesos de asociatividad departamental.
De los 49 procesos de asociatividad
municipal, se identificó que 42 se
encuentran conformados bajo la figura de
las asociaciones de municipios de acuerdo
con la Ley 136 de 1994. La mayoría son
asociaciones tienen entre 3 y 7 miembros,
existen 3 asociaciones que cuentan con más
de 40 afiliados, que a su vez respaldan
procesos de integración regional de amplia
trayectoria, como lo son el Litoral Pacífico,
el eje cafetero y el macizo colombiano.

• Financiamiento

Las principales fuentes de financiamiento
de los esquemas asociativos son: los
incentivos del Gobierno, los recursos
propios de las ET, los recursos del sector
privado y la cooperación internacional.
Igualmente, a través de la normatividad se
han dispuesto una serie de instrumentos o
fuentes de financiación para los esquemas
asociativos. En ningún caso las ET que se
asocien puedan generar gastos de
funcionamiento adicionales con cargo a su
presupuesto o al Presupuesto General de la
Nación, ni incrementar la planta
burocrática de las respectivas entidades
que las conformen

• Seguimiento y evaluación

Según el DNP (2013), los criterios para la
asociatividad territorial se basan en los
desarrollos conceptuales contenidos en las
disposiciones legales y las políticas
nacionales, en las buenas prácticas
internacionales y su objeto consiste,
fundamentalmente, en aportar elementos
de juicio para que las entidades territoriales
puedan tener en cuenta a la hora de
asociarse y de escoger el esquema
asociativo más apropiado de acuerdo con
sus intereses y necesidades

Para este efecto, se hace necesario resaltar
que la asociatividad territorial toma en
consideración criterios como: conservación
de biodiversidad para el bienestar humano,
equidad territorial, responsabilidad
territorial, política de interés común
interjurisdiccional y perspectiva global
para el desarrollo y planeación estratégica
para la sostenibilidad y logro de sus
objetivos.



De manera previa a la conformación de las
asociaciones se debe tener un plan
estratégico con objetivos, metas,
responsables e indicadores y recursos, para
garantizar su sostenibilidad y el éxito en el
logro de sus resultados. El punto de
partida debe ser la identificación precisa
del problema a resolver o la potencialidad
a aprovechar mediante la estrategia de un
esquema asociativo y contar con una
medición precisa con base en indicadores
que permitan su monitoreo y que sean a su
vez sea el soporte para el seguimiento y
evaluación del esquema asociativo (DNP,
2013). También es importante que abordar
los instrumentos presupuestales
disponibles para llevar a cabo las políticas
de desarrollo territorial, aquí se presentan
las principales y más recientes:

En Colombia existen tres (3) fuentes
principales de financiamiento del orden
nacional para el desarrollo territorial:
Sistema General de Regalías ­SGR­, Sistema
General de Participaciones ­SGP­ y
Presupuesto General de la Nación (PGN,
Presupuesto de Inversión). Con respecto a
este último, en 2010 por primera vez se da
una territorialización del presupuesto de
inversiones, con lo cual se da vía libre a los
capítulos regionales del PND 2014 ­2018 y
se impulsan los Contratos Plan, los cuales
como se explicó anteriormente, permiten la
articulación del PNG con las demás fuentes
de financiamiento territorial.

A continuación, se presentan algunas
generalidades del Sistema General de
Regalías ­SGR­, del Sistema General de
Participaciones ­SGP­, del Presupuesto
General de la Nación ­PGN­ (Presupuesto
de Inversión) y una breve referencia de los

recursos propios con los que cuentan los
territorios.

Las regalías son el pago que hacen las
compañías petroleras y mineras al Estado
Colombiano, por explotar yacimientos de
un recurso natural no renovable. Se
destinan a solucionar las necesidades
básicas insatisfechas de los departamentos
y municipios como la educación básica,
salud, agua potable y alcantarillado entre
otros y a financiar grandes proyectos que
traigan progreso a la región.

La modificación al régimen de regalías en
2011 estuvo motivada por la inequidad de
su distribución en el territorio: una alta
concentración de los recursos en un
porcentaje relativamente bajo de la
población. También por el escaso impacto
de las inversiones realizadas en términos
bienestar y desarrollo regional. Esto por el
uso indebido y atomización de los recursos,
así como por la orientación del gasto hacia
sectores no prioritarios en un contexto
caracterizado por la débil capacidad
institucional de las entidades territoriales.

La reforma ­que dio lugar al SGR­ modificó
la distribución de estos recursos para
favorecer a todos los departamentos y
municipios, y no mayoritariamente a los
productores y puertos. Así se dio plena
aplicación al criterio de que los recursos del
subsuelo de la Nación son propiedad de
todos los colombianos. Para facilitar la
canalización de la inversión, se crearon (i)
el Fondo de Ciencia, Tecnología e
Innovación (FCTI); (ii) el Fondo de
Desarrollo Regional (FDR); y (iii) el Fondo
de Compensación Regional (FCR). Los dos
primeros y el 60% del tercero quedaron a



cargo de los departamentos. Se redujo,
entonces, el porcentaje de las regalías
destinadas a los productores y puertos, es
decir las asignaciones directas, a favor de
los fondos creados, que benefician a todos
los departamentos

También se crearon dos mecanismos
adicionales. Uno para promover el carácter
contra cíclico de la política económica y
mantener estable el gasto público a través
del tiempo ­a través del Fondo de Ahorro y
Estabilización (FAE)­ y otro para mejorar la
racionalidad del gasto mediante una
instancia decisoria que da vía a la
priorización y aprobación de los proyectos:
los Órganos Colegiados de Administración
y Decisión (OCAD), que cuentan con la
participación de autoridades del nivel
nacional y territorial. Mediante éstos, se
buscaba limitar, al menos en parte, la alta
discrecionalidad que en el pasado tuvieron
los entes territoriales para asignar los
recursos.

Conforme con lo dispuesto por los artículos
360 y 361 de la Constitución Política, son
objetivos y fines del SGR los siguientes:
crear condiciones de equidad en la
distribución de los ingresos; propiciar la
adopción de mecanismos de inversión de
los ingresos minero­energéticos; promover
el desarrollo y competitividad regional de
todos los departamentos, distritos y
municipios; fomentar la estructuración de
proyectos que promuevan el desarrollo de
la producción minero­energética; fortalecer
la equidad regional en la distribución de
los ingresos minero energéticos; propiciar
mecanismos y prácticas de buen gobierno;
propiciar la inclusión, equidad,
participación y desarrollo integral de las
comunidades étnicas; incentivar o
propiciar la inversión en la restauración

social y económica de los territorios donde
se desarrollen actividades de exploración y
explotación de recursos naturales no
renovables.

Para definir e implementar estrategias
regionales diferenciadas, que permitan la
consolidación de las zonas de mayor
desarrollo, e impulsar el crecimiento
acelerado de las regiones rezagadas, a
partir de la movilización de sus
capacidades endógenas, como estrategia
para la aprobación de los proyectos de
inversión y para incentivar su enfoque
regional, el SGR organizó el país en 6
regiones o iniciativas de asociación
regionales: Caribe; Centro­oriente; Eje
cafetero; Llano; Pacífico; Centro­sur, para
efectos de constituir los Órganos
Colegiados de Administración y Decisión
(OCAD), encargados de viabilizar,
priorizar y aprobar proyectos con un
enfoque regional y asegurar un uso más
efectivo y equitativo de estos recursos.

Con la reforma del SGR se crean los Fondos
de ciencia, tecnología e innovación (C&T),
de desarrollo regional (FDR) y de
compensación regional (FCR). Estos fondos
buscan aplicar los recursos en proyectos de
impacto regional, lo que se constituye en
una oportunidad para que las ET busquen
esquemas de asociatividad a mediano y
largo plazo constituidas dentro de un
orden legal en el marco de la LOOT.

En cuanto a la destinación, con los recursos
del SGR se podrán financiar proyectos de
inversión y la estructuración de proyectos,
como componentes de un proyecto de
inversión o presentados en forma
individual. Los proyectos de inversión
podrán incluir las fases de operación y
mantenimiento, siempre y cuando esté



definido en los mismos el horizonte de
realización. En todo caso, no podrán
financiarse gastos permanentes. Cuando se
presente solicitud de financiación para
estructuración de proyectos, la iniciativa
debe acompañarse de su respectivo perfil.

Entre junio de 2016 y septiembre de 2017,
se realizaron visitas a 833 proyectos por
valor total de $6,3 billones, de los cuales
$4,8 billones corresponden a recursos del
Sistema General de Regalías. A la fecha,
hay 382 proyectos críticos identificados por
el DNP por un valor total de $3,3 billones.
73 proyectos por un valor total de $2,3
billones, de los cuales $1,8 son fuente SGR,
superaron la condición de criticidad gracias
al acompañamiento y seguimiento
permanente del DNP. Entre junio y
noviembre de 2017 se realizaron Auditorías
Visibles a 106 proyectos por $1,5 billones
en 30 departamentos.

Según la Constitución Política, el Gobierno
debe fijar los servicios a cargo de la Nación
y de los Departamentos, Distritos, y
Municipios. Para atender los servicios a
cargo de éstos y a proveer los recursos para
financiar adecuadamente su prestación,
mediante mandato de la Carta Política se
creó el Sistema General de Participaciones
de los Departamentos, Distritos y
Municipios. Según el artículo 356, los
Distritos tendrán las mismas competencias
que los municipios y departamentos para
efectos de la distribución del Sistema
General de Participaciones que establezca
la ley.

Para estos efectos, se estableció en ese
mismo artículo que las entidades

territoriales indígenas, una vez constituidas
serán beneficiarias del Sistema. Así mismo,
se mandató que a través de la ley se
estableciera como beneficiarios a los
resguardos indígenas, siempre y cuando
estos no se hubiesen constituido en entidad
territorial indígena. El Sistema General de
Participaciones –SGP­ corresponde a los
recursos que la Nación transfiere, por
mandato de la Constitución Política a las
ET y los resguardos indígenas para la
financiación de las competencias y los
servicios a su cargo.

Dadas las particularidades de este Sistema,
especialmente su carácter constitucional
(La distribución de los recursos del SGP se
encuentra consagrada en los artículos 356 y
357 de la Constitución Política), los
recursos del SGP constituyen una de las
principales fuentes de financiación de la
inversión local, principalmente en los
municipios de 4ª, 5ª y 6ª categoría. Su
importancia radica en la destinación de
estos recursos, dado que financian los
servicios a cargo de las ET (departamentos,
municipios y distritos), en salud,
educación, agua potable y saneamiento
básico, al igual que en otros sectores,
denominados de propósito general.

Los recursos del SGP de los departamentos,
distritos y municipios se destinan a la
financiación de los servicios a su cargo,
dándoles prioridad al servicio de salud, los
servicios de educación, preescolar,
primaria, secundaria y media, y servicios
públicos domiciliarios de agua potable y
saneamiento básico, garantizando la
prestación y la ampliación de coberturas
con énfasis en la población pobre. Estos
recursos se deben ejecutar a través de
proyectos de inversión.



Considerando que el numeral 2° del
artículo 165 de la Ley 1753 de 2015 “Por la
cual se expide el PND 2014­2018 "Todos
Por un Nuevo País", eliminó la
competencia del CONPES para aprobar la
distribución de los recursos del SGP
descrita en el artículo 85° de la Ley 715 de
2001; a partir de la expedición de la
mencionada Ley, la distribución de los
recursos del SGP se realizará a través de un
documento de Distribución.

La asignación de los recursos del SGP para
cada departamento, distrito o municipio,
depende del comportamiento anual de las
variables utilizadas para la distribución de
estos recursos en cada participación
(educación, salud, agua potable y
saneamiento básico, propósito general y
asignaciones especiales) y la aplicación de
los criterios de distribución definidos en la
ley. El SGP está constituido por dos
componentes: asignaciones especiales y
asignaciones sectoriales:

a) Especiales (4%):
b) Resguardos Indígenas 0,52%;
c) Alimentación escolar (municipio y
distritos) 0,5%;
d) Municipios ribereños del Río Magdalena
0.08%;
e) Fondo de pensiones territoriales (todos
los municipios, departamentos y distritos)
2,9%.
f) Sectoriales (96%):
g) Educación (Departamentos, distritos y
municipios) 58,5%;
h) Salud: (Departamentos, distritos y
municipios) 24,5%;
i) Agua potable y saneamiento básico
(Departamentos, distritos y municipios)

5,4%; Propósito general (distritos y
municipios) 11,6%

Los recursos del SGP se destinan a la
financiación de las siguientes actividades:
Proyectos de inversión, pago del servicio
de la deuda, en los casos permitidos por la
Ley, Gastos de Funcionamiento en los
municipios de categoría 4a, 5a y 6a con
cargo al 42% del total de la asignación de
Propósito General. Para la ejecución de los
recursos del SGP, se debe tener en cuenta
los siguientes elementos: Las competencias
asignadas a las ET; los planes de desarrollo
locales y sectoriales; los recursos del SGP
asignados; la destinación de los recursos
del SGP según cada participación
atendiendo lo señalado en la ley; otras
fuentes de financiamiento para apalancar
las inversiones locales.

El monto del Sistema General de
Participaciones de los Departamentos,
Distritos y Municipios se incrementará
anualmente en un porcentaje igual al
promedio de la variación porcentual que
hayan tenido los ingresos Corrientes de la
Nación16 durante los cuatro (4) años
anteriores, incluida la correspondiente al
aforo del presupuesto en ejecución. Es
importante recordar que el crecimiento del
SGP señalado anteriormente corresponde
al crecimiento total de la bolsa; la
asignación de recursos para cada
departamento, municipio o distrito, en
cada vigencia, depende del
comportamiento anual de cada una de las
variables necesarias para la distribución
definidas en la Ley al igual que de la
aplicación de los criterios de distribución
de cada componente del SGP.

16. Entiéndase por ingresos corrientes los constituidos por los ingresos tributarios y no tributarios con excepción de los recursos de

capital.



El PGN es el instrumento para el
cumplimiento de los planes y programas
de desarrollo económico y social. Está
conformado por el Presupuesto de la
Nación y el Presupuesto de los
Establecimientos Públicos del orden
nacional, para una vigencia fiscal. El
presupuesto nacional comprende las ramas
legislativa y judicial, el Ministerio Público,
la Contraloría General de la República, la
organización electoral, y la rama ejecutiva
del nivel nacional, con excepción de los
establecimientos públicos, las empresas
industriales y Comerciales del Estado y las
sociedades de economía mixta. El
presupuesto de inversión para 2018
presentado al Congreso asciende a $34,3
billones y representa el 3,5% del PIB y
representan un 17% menos de lo asignado
en el 2017, la inversión 2017 se financia con
$26,7 billones de Recursos del Gobierno
Nacional y $7,6 billones con recursos
propios de los establecimientos públicos17.

La regionalización de los recursos del
Gobierno central para 2018 se llevó a cabo a
partir de la clasificación de los proyectos de
inversión en tres categorías: Regionalizable,
Regionalizable por Demanda, No
Regionalizable y dependiendo del tipo de
bienes y servicios que se proveen a través
de cada uno de los proyectos de acuerdo
con criterios definidos para su clasificación.
La categoría regionalizable se refiere a
proyectos orientados a una población
localizada (subsidios a personas o
empresas, infraestructura vial y escenarios
deportivos); los Regionalizables por

Demanda son recursos a través de
proyectos concursables (atención a
desastres, escenarios deportivos a nivel
nacional, etc.) y; por último, los No
Regionalizables son proyectos que no se
pueden asignar a una región (demarcación
marítima, espectro electromagnético,
defensa nacional, etc.).

El presupuesto de 2018 tenía la finalidad de
avanzar hacia una sociedad que se soporta
en los pilares de paz, equidad y educación
(PND 2014­2018), en la que todas las
regiones del país y sus pobladores se
beneficiaran del desarrollo. Para esto la
distribución regional de los recursos (Por
región y departamento) se realizó por parte
de las entidades que hacen parte del
Presupuesto General de la Nación ­PGN­.
Así mismo, adicional a las inversiones
regionalizadas 2018 del Presupuesto
General de la Nación, se invertirán recursos
en cada departamento a través del Sistema
General de Participación y de las
Asociaciones Público­Privadas.

Es necesario anotar que, si bien se han dado
avances en esta materia, la estructura del
PGN puede describirse como obsoleta en
términos de regionalización debido a que
no se compadece con los requisitos
territoriales de desarrollo. Esto debido,
entre otras razones, por su arreglo anual y
sectorizado, lo cual implica que se debe
recurrir a mecanismos como las vigencias
futuras que resultan muy costosos para los
territorios en términos de transacción. Es
decir, el actual presupuesto de inversión
del PGN, hasta cierto punto, impide un
desarrollo coherente con las necesidades de
los territorios

17. En: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Inversiones%20y%20finanzas%20pblicas/I­

%20Regionalización%20Inversión%202018.pdf



Mapa 1. División administrativa de Colombia

Los recursos propios son aquellos que
gestionan las mismas entidades
territoriales, estos pueden ser de origen
tributario o no tributario. Los recursos
tributarios pueden ser directos e indirectos.
Los directos se refieren a aquellos que |se
encuentran establecidos por la ley, y que, al
consultar la capacidad de pago del

contribuyente, establecen un impuesto
sobre la renta, el ingreso y patrimonio de
los ciudadanos o empresas. Los indirectos
se vinculan con las actividades económicas
realizadas y el consumo (p. ej. Licores,
tabaco, estampillas). Los recursos de origen
no tributario son aquellos que pertenecen a
la entidad territorial, como las tasas, tarifas,
multas, sanciones o contribuciones (DNP,
2017).

Colombia es una República unitaria y
descentralizada con autonomía de sus
entidades territoriales, un Estado Social de
Derecho y Participativo, organizado en
departamentos descentralizados que se
distribuyen en seis regiones naturales que
son: Andina, Caribe, Pacífica, Orinoquía,
Amazonía y las áreas insulares. Tiene una
superficie terrestre de 1.141.748 km2 y un
área marítima de 928.660 km2. Como se
observa en el mapa 1, en términos político­

administrativos Colombia se divide en 32
departamentos y cuenta con seis distritos
especiales que tienen un régimen particular
en términos políticos, administrativos y
fiscales, y un total de 1.101 municipios
registrados en el DANE (conteo que
incluye los 5 distritos especiales que se
cuentan también como municipios), más las
20 áreas no municipalizadas y la isla de San
Andrés.

Asimismo, se han creado resguardos
indígenas y territorios colectivos de
afrocolombianos que responden a los



Ilustración 1. Escalas de ordenamiento y desarrollo territorial y sus instrumentos

Fuente: Presentación del Director General del DNP­Simón Gaviria. (junio de 2016). POT Modernos 18.

lineamientos de la Constitución Política de
1991, donde se define que Colombia es una
nación pluriétnica y multicultural. Las
divisiones del territorio colombiano
también se conocen como Entidades
Territoriales (ET), que se organizan en tres
niveles: i) departamental, ii) distrital o
municipal y iii) representaciones a nivel de
las comunidades étnicas, todas ellas
caracterizadas por tener gobiernos de
autoridades propias elegidos mediante
votación popular con vigencias de cuatro
años, y en el marco de la descentralización
estatal, tienen autonomía para ejercer las

competencias definidas por la ley, para
administrar los recursos que les trasfiere la
nación y para establecer los impuestos
necesarios para cumplir sus funciones y
servicios. También tienen derecho a
participar de las rentas nacionales (Umaña
y Quilindo, 2018).

De acuerdo con estos autores, el sistema de
planificación para el desarrollo territorial
cuenta con diferentes instrumentos y
programas para cumplir con sus objetivos.
De una parte, se encuentran los
instrumentos para planificar el desarrollo y

ordenar el territorio, con los cuales las ET
definen sus lineamientos y objetivos frente
a su modelo de desarrollo territorial.
También se encuentran los programas o
mecanismos para la financiación del
desarrollo territorial o aquellos
determinados para su seguimiento y
monitoreo.

Para Umaña y Quilindo (2018) la gestión
para el desarrollo territorial se divide en
dos grandes ámbitos: la planeación para el
desarrollo y el ordenamiento territoriales

(O)­. Para lograr dicha gestión, estos dos
ámbitos parten de lineamientos nacionales
de política, desde los cuales se reglamenta
su implementación mediante instrumentos
para planear las escalas departamentales,
municipal/distrital y las escalas
intermedias como son las áreas
metropolitanas. Estos instrumentos son
principalmente los Planes de Desarrollo
(PD) y los Planes de Ordenamiento
Territorial (POT).

Los PD y los POT son instrumentos

18. Obtenido en: https://colaboracion.dnp.gov.co/CDT/Prensa/Presentaciones/Lanzamiento%20Territorios%20Modernos.pdf



diferentes, pero en su concepción y puesta
en práctica no deben considerarse como
herramientas separadas, ya que su
implementación articulada es la que
garantiza que se cumplan los objetivos
propuestos para el desarrollo territorial en
cada nivel de manera integral. En todo
caso, para que esto sea posible, es necesario
comprender las dinámicas propias de cada
territorio y las necesidades específicas de
intervención para las zonas rurales como
las urbanas (Umaña y Quilindo, 2018).

Como se mencionó anteriormente, desde el
enfoque del Rimisp la planeación para el
desarrollo territorial “parte de reconocer
que los territorios presentan un conjunto de
desequilibrios espaciales asociados a
factores sociales, económicos e
institucionales que perpetúan las
desigualdades y limitan los procesos
jalonadores de los mercados y la
convergencia regional. Revertir estos
desequilibrios requiere de dinámicas de
desarrollo territorial a nivel local, que
apunten a procesos de transformación
productiva, social e institucional de un
territorio con el fin de reducir las
desigualdades al interior de éste y entre
territorios, promoviendo relaciones
virtuosas en las que el crecimiento
económico esté acompañado de
reducciones en los niveles de pobreza y
desigualdad” (Rimisp, 2016a).

Para que lo anterior sea posible, según
Umaña y Quilindo (2018) es necesario
fortalecer los activos y capacidades de un
territorio y de sus pobladores, y para
ampliar sus posibilidades de desarrollo.
Asimismo, en términos de instrumentos de
política pública, es necesario que el
enfoque territorial se refleje en la capacidad
de lograr intervenciones coherentes con la

realidad social, cultural, política y
económica de los territorios, que sean
flexibles e integrales.

Adicionalmente, entendiendo que quienes
mejor conocen sus territorios son los
pobladores, el enfoque territorial no
solamente pone en manos de instituciones
públicas del territorio la responsabilidad de
implementar los programas de desarrollo,
también los habitantes del territorio, las
organizaciones y los demás actores clave
deberían ser tenidos en cuenta para la
implementación de estos programas
(Rimisp, 2014). En efecto, el enfoque
territorial hace referencia a dar autonomía
a las comunidades, para diseñar e
implementar políticas de desarrollo
(Schejtman y Berdegué, 2004)

En resumen, según Rimisp (2018) los
programas o políticas de desarrollo
territorial solo tienen enfoque territorial
cuando se descentraliza la posibilidad de
implementar políticas, es decir, cuando se
empodera a los actores para implementar
los programas de acuerdo con las
características del territorio. En este
sentido, programas de desarrollo territorial
y programas con enfoque territorial no son
sinónimos (Rimisp, 2014).

Como se mencionó, existen dos tipos de
instrumentos principales que rigen para
todo el país, los planes de desarrollo y los
planes de ordenamiento territorial. Estos se
formulan en las escalas nacional,
departamental, municipal/distrital, y para
las áreas metropolitanas. En los planes de
desarrollo se traza la visión económica,
social y ambiental para el territorio,
mientras que en los planes de
ordenamiento territorial se determina el
modelo de ocupación territorial y se regula



el uso del suelo que mejor se ajusta a esta
visión. Tanto los planes de desarrollo como
de ordenamiento se orientan por
lineamientos y directrices de superior
jerarquía, desde donde se configura la
visión de desarrollo y ordenamiento.
Respetando las respectivas competencias,
los departamentos y municipios deben
articularse a dicha visión (Umaña y
Quilindo, 2018).

Específicamente los planes de desarrollo
territorial consisten en la elaboración de
una hoja de ruta para el desarrollo de una
entidad territorial por un periodo de cuatro
años, correspondientes a la vigencia de una
administración. Esta planeación se da a
partir de diagnósticos socioeconómicos,
políticos y culturales, teniendo en cuenta
los planes de gobierno locales e incluye la
definición y el ordenamiento de
prioridades, líneas de acción generales,
estrategias, programas, objetivos y metas,
para llevar el territorio al estado futuro
deseado (Rimisp y Avina, 2017).

Para este caso el Plan Nacional de
Desarrollo (PND) es la hoja de ruta
principal a cuatro años que guía los
objetivos a los que se deben acoger los
planes de desarrollo departamentales, de
las áreas metropolitanas, de los municipios
y distritos, los cuales deben ser renovados
al inicio de una nueva administración
(Umaña y Quilindo, 2018).

Las cifras presentadas anteriormente dan
cuenta de que, en Colombia, a pesar de los
esfuerzos en el diseño de políticas
enfocadas al desarrollo territorial, aún
persisten desigualdades importantes. Estas
se pueden observar, independientemente

del nivel de agregación del territorio que se
use para el análisis, lo cual sirve para
hacerse a una idea de la magnitud de las
desigualdades. En casi todos los casos, las
zonas más rurales son las más rezagadas.
Implementar políticas de desarrollo de
territorial que den autonomía a los
territorios para manejar sus recursos e
invertirlos de acuerdo con sus necesidades,
podría llevar a que las diferencias urbano­
rurales se reduzcan, mejorando las
condiciones de vida de los habitantes del
territorio.

La evolución de las políticas de desarrollo
territorial en Colombia puede evidenciarse
más claramente desde 2010 con el PND
2010­2014 donde se fortalece el concepto de
enfoque territorial y se empiezan a dar
avances concretos en esa materia.
Posteriormente, el PND 2014­2018 “Todos
por un nuevo país” se propuso impulsar un
enfoque territorial en las políticas públicas,
más allá de lo conceptual, y se centró en el
cierre de las principales brechas para
favorecer un desarrollo regional más
homogéneo y equitativo y mejorar las
condiciones objetivas de calidad de vida y
bienestar de los ciudadanos. Sin embargo,
aún hay tareas pendientes en Colombia.

En primer lugar, cabe afirmar que a pesar
del avance que ha tenido el país en materia
de descentralización, el ejercicio ha sido
homogéneo en el sentido de no tener en
cuenta las diferencias territoriales; hay
categorías de municipios, pero esto no es
suficiente. Difícilmente este proceso ha
tenido en cuenta la heterogeneidad
territorial y es necesario que dicho proceso
junto con el de desarrollo territorial
entiendan la funcionalidad territorial como
motor de desarrollo y como herramienta
para la implementación de políticas



públicas. Así mismo, desde el nivel central
se adoptan de manera más recurrente
mecanismos que limitan las decisiones de
las entidades territoriales ­ET­, en temas,
por ejemplo, de interés público que se
concentran en el Gobierno central.

Uno de los aspectos que se resaltan del
contexto colombiano es su enorme
desigualdad territorial y, al mismo tiempo,
lo poco funcional que es el territorio en
términos de conectividad e integración
regional (Penagos, 2018). Conviene señalar
que, desde la perspectiva económica,
Colombia no es un caso exitoso de
convergencia regional. De acuerdo con un
estudio reciente del Banco de la República
(2018), durante todo el Siglo XX la
actividad económica se enfatizó en la
región central por una fuerte influencia de
Bogotá, donde, como consecuencia de la
presencia efectiva del Estado y el carácter
centralista del país, se dio un mayor
dinamismo.

Otro tema detectado en el análisis es que
no se ha abordado de manera efectiva la
asociatividad territorial, tema que debe ser
potencializado con base en la funcionalidad
del territorio para lograr que sea una
herramienta estratégica para, por un lado,
lograr el desarrollo colectivo de los
territorios, y, por otro lado, gestionar
vínculos urbano­rurales y proyectos de
desarrollo supramunicipal en territorios
funcionales. El análisis lleva a la conclusión
que deben impulsarse y consolidarse los
arreglos institucionales previstos en la Ley
1454 de 2011 con la finalidad de contar con
una institucionalidad supramunicipal que,
además, sea la responsable y cuente con los
incentivos para planificar y ejecutar
proyectos de desarrollo que promuevan la
funcionalidad territorial (Penagos, 2018).

Particularmente, se debe precisar el alcance
de los esquemas asociativos en la ejecución
de proyectos regionales, de convergencia
regional y en la disminución de brechas
territoriales. Así mismo, se deben definir de
manera específica las fuentes y los
mecanismos financieros que tienen las
entidades territoriales para financiar sus
esquemas de funcionalidad territorial y
asociatividad. También es necesario que se
autorice a las entidades territoriales del
nivel municipal y distrital para que
inviertan recursos en programas
estratégicos de desarrollo territorial que se
localicen por fuera de sus límites
municipales.

Con respecto al tema presupuestal, se
concluye que aún falta camino por recorrer
en materia de autonomía de las entidades
territoriales y es necesario avanzar en la
adopción de mecanismos diversos e
innovadores para generar recursos propios.
A la par habría que implementar medidas
para la gestión fiscal de esos recursos.
Según Penagos (2018), una primera tarea
sería el rediseño del presupuesto del orden
nacional lo cual requiere una coordinación
efectiva de las intervenciones. Es necesario
que el Gobierno central aborde con
seriedad el problema de desarticulación
intersectorial. Hoy en día, se cuenta con
herramientas y normativas que facilitan
estos procesos, como son los Contratos
Plan, las Asociaciones Público­Privadas
­APP­, entre otros. Además, los
instrumentos tradicionales, como el
CONPES e instituciones como el DNP,
deben tener un rol más definitivo.

Así mismo, se debe incentivar la
generación de recursos propios adicionales
en las ET con base en mecanismos de



ordenamiento territorial, que permitan
financiar ejercicios de articulación
supramunicipal además de habilitar los ya
existentes. En ese sentido, una tarea
prioritaria es avanzar en la modernización
del catastro, especialmente en las zonas
rurales, y lograr que el Sistema General de
Regalías, incluso el Sistema General de
Participaciones, tengan los medios para
contribuir a un desarrollo más funcional
del territorio (Penagos, 2018).

En materia de coordinación nación­
territorio se pudo percibir a través del
análisis que, a pesar de que desde muchos
ámbitos se reconoce a Colombia como un
país de regiones, la operación del Estado
todavía sigue siendo muy sectorial y con
pocos mecanismos de coordinación a nivel
territorial. No obstante, se han dado
avances interesantes con los Contratos
Plan, las RAP y la nueva Ley de Regiones,
sin embargo, es insuficiente y se debe
impulsar una “articulación
nación–territorio más eficiente, que logre
reducir los desequilibrios y desbalances

territoriales que mantienen
sistemáticamente algunas regiones en
situaciones de rezago permanente”
(Penagos, 2018).

Las políticas e instrumentos se han
concentrado más en el desarrollo de
políticas sectoriales las cuales, en su
mayoría, han sido implementadas en áreas
urbanas o donde exista mayor
concentración de población. Aunque este
análisis no busca conducir a la discusión
que contrapone las políticas sectoriales
versus las territoriales, sí pone en
consideración la importancia de contar con
políticas de desarrollo territorial que
apunten a una transformación positiva de
los territorios más rezagados que, dadas las
condiciones para Colombia, son
fundamentales y urgentes. Esto no quiere
decir que lo único que se requiere son
medidas compensatorias que apunten al
cierre de brechas, sin entender que estos
territorios tienen potenciales y que en
muchos casos lo que se necesita son
capacidades para lograr potenciarlos.










